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“LA DESJUDICIALIZACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES Y EL INTERÉS SUPERIOR CONSAGRADO EN LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA Y EL CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y 
ADOLESCENCIA”. 
 
El Estado y la sociedad ecuatoriana mantienen un importante punto de relación en torno al tema 
de la niñez y adolescencia, el cual se centra básicamente en la necesidad de generar condiciones 
idóneas que permitan asegurar la protección de este grupo humano vulnerable, mediante la 
creación e implementación de mecanismos jurídicos y administrativos. En este sentido, vale 
decir que el fortalecimiento del sistema tutelar de niños y adolescentes por parte del Estado 
constituye uno de los aspectos más importantes a ser analizados y perfeccionados, razón por la 
cual, la presente investigación tiene por objeto generar alternativas que permitan configurar una 
mejor intervención estatal y social frente a las graves falencias que actualmente atraviesa la 
Función Judicial en su afán de administrar justicia con celeridad y eficacia.  A tal efecto, este 
estudio se circunscribe al tratamiento jurídico de la desjudicialización de determinados 
procedimientos que actualmente son empleados para acceder a la vigencia de derechos y 




























"DEJUDICIALISATION OF THE RIGHTS OF CHILDREN AND ADOLESCENTS 
AND THE BEST INTERESTS OF SACRED IN THE CONSTITUTION OF THE 






Todos sabemos que el hombre es la materia con la cual modelan las familias y la sociedad y 
estas familias y esta sociedad serán más valiosas y más sanas,  si esta materia es apta y propicia 
para ello.  
 
Pero esta aptitud, éste ambiente propicio lo harán ellas mismas a base de esfuerzo de sacrificio 
mediante una buena organización y la práctica de una sana moral y es la familia,  la misma 
sociedad,  quienes se encargan de formar hombres y mujeres fuertes en el cuerpo y en el alma, 
éste esfuerzo lo desplegarán con eficacia y con mejores expectativas en el corazón de los niños 
y niñas que por su edad  son moldeables para dar forma, y el maltrato infantil actualmente es un 
grave problema social y de salud en el mundo contemporáneo y una forma de violar los 
derechos de los niños y adolescentes. Mientras más desarrollado está el mundo globalizado de 
hoy, más son los niños que sufren maltrato o violencia desde el hogar, la sociedad o 
instituciones sociales sin distinción de sexo, raza o clase social. No siendo así en nuestro país 
donde se hacen ingentes esfuerzos por eliminar este flagelo que aún subsiste en algunos sectores 
de nuestra sociedad  y se trasmiten de generación a generación los malos tratos afectando a los 
menores. La familia juega un rol fundamental en este aspecto y es la encargada de realizar 
conjuntamente con las instituciones correspondientes el trabajo informativo, orientador y 
educativo en sentido general. Pues es ella quien se enfrenta diariamente con dificultades de todo 
tipo que provocan una mayor predisposición para producir el maltrato sobre los niños, y 
adolescentes. 
 
Violentando las fuerzas nobles en el ánimo de los niños, no se forman hijos fuertes para las 
conmociones y grandeza de la patria. (José Marti). 
 
El derecho puede concebirse como el conjunto de normas que regulan las relaciones de los 
hombres que viven en sociedad la desjudicialización de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, pues  dentro del Derecho  existen normas, leyes y derechos,  que son todos 
aquellos medios que son indispensables para que una persona pueda satisfacer todas sus 
necesidades básicas, según la posición social de la familia. Este derecho nace como efecto de la 
relación parento - filial, mira al orden público familiar y es intransferible, intransmisible, 
irrenunciable, imprescriptible y no admite compensación : El Art. 44 de la Constitución de la 
República del Ecuador; y, en el Art. 11 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 
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establece el propósito al manifestar que “el interés del niño es un principio que está orientado a 
satisfacer el ejercicio efectivo del conjunto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”, 
y este derecho es responsabilidad de los padres o quienes legalmente actúan como sus 
representantes. Las autoridades públicas, por su parte, se esforzarán en promover el goce de este 
derecho. 
 
No obstante a lo expresado por nuestras leyes se ha constatado que en nuestra sociedad a pesar 
de la voluntad política y social subsisten sectores poblacionales que hacen oídos sordos para 
violar los derechos de niños y adolescentes aplicando el maltrato infantil dentro del plano 
familiar esto se produce en cualquier tipo de familia, tanto en las disfuncionales como en las 
aparentemente funcionales. El grado de instrucción de los padres, el estatus social y el 
desarrollo alcanzado no determina que un niño, niña o adolescente no sea maltratado por los 
progenitores o por cualquier miembro de la familia, incluso mientras mayor nivel educacional 
tienen la madre y el padre, más sutiles son las formas de maltrato y mejor la manera de 
esconderlo. 
 
Los factores de riesgo ante este tipo de violencia son muy disímiles pero generalmente están 
asociados a situaciones económicas desfavorables, alcoholismo, drogadicción, enfermedades 
psicológicas permanentes y situaciones de estrés por diferentes causas. 
 
El maltrato infantil se genera como resultado del cúmulo de tensiones, presiones, estados de 
inhibición o incapacidad en el que se encuentra el adulto bajo los diferentes estados de riesgos, 
y el menor es el receptor de este tipo de violencia. El menor al estar expuesto en el medio 
familiar o de otro tipo a esta violencia puede provocarle serios trastornos conductuales, fisuras 
psicológicas para el resto de su vida, convertirse en un victimario al llegar a la adultez y en el 
peor de los casos provocarle la muerte. 
 
Así, tanto niños, niñas, como adolescentes poseen además de los derechos atribuibles a todo ser 
humano, unos específicos en consideración de su condición especial y natural. No obstante, 
cuando estas prerrogativas humanas llegan a contraponerse, entre sí, se hace primar 
necesariamente aquellas cuya titularidad recae sobre la persona menor de dieciocho años. La 
concepción de niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos implica necesariamente su 
contraparte, es decir, ver en ellos también a sujetos de obligaciones jurídicas. En este aspecto 
hay que hacer una diferenciación entre los deberes atribuibles a los demás agentes sociales, en 
atención a las características naturales especiales de este sector. Aquí cabe dejar sentado que el 
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ordenamiento político reconoce la existencia de diferencias entre adultos y niños, pero no de 
manera peyorativa, sino con el objeto de atender el ejercicio propio y armónico de los derechos 
humanos de niños y adultos. Las obligaciones que corresponden a niños, niñas y adolescentes, 
así como el ejercicio de sus derechos, sin el apoyo o con el apoyo parcial de un adulto deben ser 
progresivos. Por tanto, en igual proporción a su desarrollo físico, mental y emocional. Es 
importante identificar las características propias de la población infantil maltratada y segregada 
a fin de crear una normativa desde su propia perspectiva, mas no desde una concepción adulto 
centrista que desvalorice la identidad de niños y niñas, valiosos desde siempre por el hecho de 
ser personas y además por ser un grupo humano que requiere especial atención y protección en 
virtud de sus condiciones naturales específicas que lo colocan en cierta posición de 
vulnerabilidad respecto a la población adulta. De ahí que, en aplicación de los principios que 
guían la igualdad sustancial o en derechos, por sobre la formal o ante la ley, se introduce en el 
sistema jurídico un principio de discriminación positiva favorable a la niñez y adolescencia: el 
principio universal del interés superior. En este sentido, podemos encontrar normativa como la 
laboral en la que se prevé una jornada máxima de trabajo menor a los de los adultos o trabajos 
prohibidos para niños y niñas y legislación que prevé una atención prioritaria y preferente a la 
mujer embarazada, entre muchos otros ejemplos. Bajo este orden de cosas se reconoce la 
diferencia entre las diversas situaciones en las que viven niños y niñas de los diferentes sectores 
poblacionales por esta razón propongo desjudicializar los procesos que van en contra de los 
derechos del menor. De este modo “se garantizan los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes” y, al salir del ámbito judicial, para que los procesos se agilicen  de forma muy 
significativa. Mi idea  también plantea  la creación de un Estatuto Jurídico para las familias de 
acogida, a fin de recoger y garantizar mejor sus derechos, así facilitar la labor de estas familias y 
reducir el tiempo que los niños pasan en instituciones de acogida. 
 
De esta manera mejorar la protección de los menores  e impulsar  la persecución de delitos 
como el acoso; garantizar los derechos del niño en casos de divorcio a través de la mediación, y 
asegurar los derechos económicos y sociales de aquellos menores en situación de precariedad. 
Educación, prevención y rehabilitación son los ejes fundamentales del futuro para tener leyes 







EL MENOR  DE EDAD EN  LA NORMATIVIDAD JURÍDICA 
 
La situación del menor no ha sido la misma en todos los tiempos, en efecto, antiguamente el 
niño era considerado, como una simple cosa, como un animal, la historia cuenta que es en 
Esparta, por ejemplo cuando un niño nacía invalido se lo aniquilaba, como a un microbio. 
 
En Roma se ponía a los niños en situaciones menos seguras que la de los animales, pues no 
existía protección para los niños eran considerados como cosas que se les podía vender, regalar, 
permutar sobre todo en el tiempo de la esclavitud, tiempo en el cual los hombre eran negociados 
como animales situaciones como estas pronto debieron ceder, el cómo al derecho a la 
jurisprudencia, a la verdad y así sucedió cuando el cristianismo vino a predicar que todas las 
personas son iguales, por lo mismo todos tenemos los mismo derechos propios de la condición 
humana. 
 
En la Edad Media empeoró la situación de la infancia, condiciones económicas extremadamente 
duras, donde obligaban a que los niños a partir de los cinco años de edad se incorporen a 
diferentes actividades productivas, especialmente al servicio de las clases acomodadas o de 
parientes. La visión de los niños, niñas y adolescentes en esta época es la de adultos en 
miniatura y existe una actitud indiferente y hostil hacia ellos. 
 
Hay que recordar que la presencia del niño en la familia y en la sociedad hasta ese momento era 
tan breve e insignificante que no había tiempo para que la infancia se grabara como recuerdo en 
la memoria y sensibilidad de la gente. No obstante, aquí se podía observar una actitud mimadora 
que tiene su punto de equilibrio en la visión de que la inocencia de la niñez era transitoria y por 
tanto era necesaria una vigilante protección moral y la corrección se podría dar por medio de la 
educación, en este periodo también se maneja un concepto de niñez como frágiles criaturas de 
Dios que debían ser salvaguardados y protegidos. Estas ideas se desarrollan dentro del ámbito 




Es por esta razón que la familia se convirtió en un lugar de afecto entre esposos y entre padres e 
hijos, este afecto se manifiesta principalmente a través de darle importancia a la educación, al 
buen vivir, a la alimentación, etc. La familia comienza entonces a organizarse en torno al niño, 
niña y adolescente, en la cual nace un cierto número de responsabilidades, las mismas que van 
encaminadas al buen desarrollo de este grupo humano, uno de estos derechos o 
responsabilidades es la obligación alimentaria, la misma que nace de la relación parento-filial. 
En el caso de alimentos hay que remitirse necesariamente al núcleo familiar, por ser este 
principalmente, el origen de dicho derecho. 
 
En el siglo XIII, nace varias corrientes pedagógicas, encaminadas a velar por los niños tenemos 
a Kant, Hegel, pues por otra parte daba lo mismo castigar a un menor que a un adulto. La 
segunda mitad del siglo XIII se caracterizó por una feria proteccionista a favor de los menores 
surgen reformas prácticas. 
 
En el siglo XIX rivalizan psicólogos, pedagogos, sociólogos en tratar la situación del menor 
anormal, comprendieron en la mayor parte de los casos el niño cae por falta de tino pedagógico 
por falta  de abrigo paternal, por  fallas biológicas, comprendieron todas estas realidades 
iniciaron una campaña proteccionista a favor de los menores  y ante todo protestaron por el trato 
de todo inhumano o inadecuado que se daba a los menores. 
 
Más tarde el movimiento tutelar a favor de los menores hubo de asentarse en bases de justicia 
más firme como son leyes a favor del menor y no solo en base de puro sentimiento y 
compasión. 
 
Este afán proteccionista en pro de los menores especialmente en los menores de conducta 
irregular se ha acentuado tanto que se combate aun la misma terminología aplicada 
inconvenientemente a cierto sector de menores tales como los llamados menores delincuentes 
menores criminales y así tenemos expresiones como estas. 
 
“Ya comienza a caer en deseos las expresiones del niño delincuente, niño 
criminal y el termino delincuente infantil se va sustituyendo por otros  más 
adecuados como de conducta anormal o conducta irregular”1 (Cuello). 
                                            
1
 CUELLO Eugenio Criminalidad Infantil y Juventud, pág. 63 
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Si nos referimos a nuestro país que es lo que más interesa podemos decir que no ha avanzado en 
cuanto a la legislación social, peor todavía queda amplio el campo de los  problemas de menores 
pues no se cumplen o no se viven las ordenanzas en beneficio de estos. Así por ejemplo hay un 
completo descuido de las normas establecidas a favor de los hijos de divorciados. Poca 
diligencia se observa cuando se trata de colocar al menor en una institución llamada reeducación 
o protección. 
En Ecuador en 1922 comienza el trabajo  a favor de los menores pero más todavía desde 1938 
fecha en la cual el menor deja al campo penal y se coloca en el campo propio del os menores 
campo regidos por disposiciones establecidas en el llamado Código de Menores. 
Eminentemente correctivo, antes que expiatorio pedagógico antes que punitivo, además en 1938 
se crean tribunales de Menores para conocer los problemas atenientes a ella seguidamente del 
Consejo Nacional de Menores,  policlínico infantil, servicio social y otros establecimientos con 
parecidas finalidades.
2
 (Andrade Marín, 1953). 
Sin embargo, no es suficiente, proporcionar habitación, alimento, vestuario e higiene, recursos 
que valen cuando en el hogar hay afecto y amor puro. En hospitales limpios con buenos 
cuidados y buena alimentación muchos niños mueren inexplicablemente y otros no reaccionan 
hasta volver al hogar. Estos niños mueren por falta de afecto, dejando sorprendidos a quienes no 
ven más allá de los efectos de los antibióticos y las vitaminas y de los experimentos de la 
ciencia pura tan difíciles de explicar y al no criarlo en el ambiente frio e insensible de una 
institución por bien orientada y establecida que sea si no en un hogar institutivo. 
Andrade Marín dice en su discurso y contra este mal de la organización social de ahora no 
existe, repito si no una solución DAR HOGAR AL NIÑO, una actividad de reajuste en este 
sentido, servirá de remedio preventivo contra el abandono por lo mismo contra la delincuencia 
infantil, y no criarlo en un ambiente frio e insensible de una institución por bien orientada y 
establecida que sea si no en un hogar constituido que lleve todas las características de una 
familia. 
                                            
2
 ANDRADE MARÍN, Casa de la Cultura ecuatoriana Primer Seminario Protección a la Infancia 1953 
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Es así como a través de estos pensamientos podemos observar que una de las maneras más 
beneficiosas de protección para el menor es la de dotarle de un hogar, pero aquellos hogares que 
reúna  las cualidades indispensables para formar personalidades completas. 
El desamparo  es la situación en la que se encuentra el menor debido a un incumplimiento o un 
imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección por sus padres, tutores o 
guardadores, la entidad pública competente en el territorio tiene por ministerio de la Ley la 
tutela del mismo y deberá adoptar las medidas de protección necesarias para su guarda, 
poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal. 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal  
La entrada en vigor de esta norma, vuelve a poner de manifiesto el carácter provisional de la 
Ley 4/1992, al eximir de responsabilidad criminal a los menores de 18 años y al contemplar la 
posibilidad de acudir a la justicia de menores aquellos comprendidos entre 18 y 21 años, Art. 19 
y 69, respectivamente. 
“Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con 
arreglo a este Código. Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho 
delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo dispuesto en la ley que regule la 
responsabilidad penal del menor “.  
“Al mayor de dieciocho años y menor de veintiuno que cometa un hecho 
delictivo, podrán aplicársele las disposiciones de la ley que regule la 
responsabilidad penal del menor en los casos y con los requisitos que ésta 
disponga “. (Ley Orgánica 10/1995, 1995). 
La Disposición Final Séptima, deja en suspenso el Art. 69 hasta que no entre en vigor la ley que 
regule la responsabilidad penal del menor. Durante el tiempo transcurrido entre el año 95 y el 
2000, los menores de 16 a 18 años se les siguen considerando adultos y se les aplica el Código 
Penal derogado (Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, por el que se publica el Código Penal, 
texto refundido conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre de 1971. 
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A tenor del Art. 8 numeral 2 que regula la exención de responsabilidad a los menores de 16 
años. El Art. 9 numeral 3 que determina como circunstancia atenuante de responsabilidad en la 
comisión de hechos delictivos a los menores de 18 años. Y el Art. 65. 
Al mayor de dieciséis años y menor de dieciocho se aplicará la pena inferior en 
uno o dos grados a la señalada por la ley, pudiendo el Tribunal, en atención a las 
circunstancias del menor y del hecho, sustituir la pena impuesta por 
internamiento en institución especial en reforma por tiempo indeterminada, 
hasta conseguir la corrección del culpable. 
Este artículo se utilizó por los Jueces y tribunales para la adopción de medidas cautelares 
privativas de libertad y para el cumplimiento en los centros de menores de las penas de prisión 
impuestas por sentencia firme y así se evitaba el tratar a menores dentro del sistema penal de 
adultos. 
No siendo hasta la entrada en vigor de la Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal 
del Menor cuando se resuelve la situación de interinidad respecto al tratamiento penal del 
menor. 
Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores y modificaciones introducidas por la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre, en 
relación a los delitos de terrorismo y por la Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre, 
sobre medidas urgentes para la agilización de la administración de justicia.  
La jurisdicción de menores tiene una finalidad educativa ya que quiere dar al menor infractor 
una respuesta social diferente y especializada, alejada de fines retributivos o de prevención 
general y una finalidad de prevención especial al tratar de evitar la reproducción de conductas 
delictivas futuras del menor al intentar su resocialización. 
Las partes y el Juez que intervienen en el proceso están sometidos a mantener un equilibrio 
entre la salvaguarda de todos los derechos y garantías que deben ser aplicados en el 
procedimiento y la actuación enfocada al interés del menor. 
9 
 
Ya no hablamos de un derecho penal de autor, propio de la concepción positivista la cual inspiró 
la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, sino de un derecho penal de hecho, más objetivo y 
por tanto más cercano a la seguridad Jurídica, pero teniendo en cuenta la personalidad o 
circunstancias del menor a lo largo de todo el proceso y de cara a la determinación de la medida 
que le sea aplicada. 
Del examen de las normas internacionales y nacionales sobre la regulación de los derechos del 
menor en el proceso penal o ante la justicia de menores, la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de 
enero del 2000, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores se deduce que en esta 
última se han regulado los derechos del menor y se han respetado las garantías que debe tener 
en el procedimiento, por tanto el Juez de Menores tiene los instrumentos legales necesarios para 
proteger esos derechos. 
1.1. EL MENOR DE EDAD EN LAS CONSTITUCIONES DE LA 
REPUBLICA DEL ECUADOR 
En las Constituciones que han regido en nuestro país no se trata directamente sobre la familia 
pero varias disposiciones protegen indirectamente como cuando se prohíbe exigir declaraciones 
contra el cónyuge padres hijos o colaterales hasta cuarto grado o cuando se garantizaba la 
inviolabilidad de domicilio. 
En la Constitución de 1929 se prestó atención a la familia y se sentó los principales derechos 
para el menor. 
En la Constitución 1945 en la sección Segunda de la Familia  en Art. 142  dice: 
El Estado protege a la familia, al matrimonio y a la maternidad. 
El matrimonio se fundamenta en el principio de igualdad de derechos de ambos cónyuges. 
Podrá disolverse por mutuo consentimiento o a petición de uno de ellos, por las causas y en la 
forma que la ley determine. 
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Los hijos ilegítimos tienen los mismos derechos que los legítimos, en cuanto la crianza, 
educación y herencia. 
La ley reglamentará todo lo referente a la filiación y sus derechos, y a la investigación de la 
paternidad. Al inscribir los nacimientos, no podrá exigirse declaración alguna sobre la calidad 
de la filiación. 
Establécese el patrimonio familiar inalienable e inembargable, cuya cuantía y demás 
condiciones serán reguladas por la ley. 
Se garantizan la defensa de la salud física, mental y moral de la infancia y derechos del niño a la 
educación y a la vida del hogar. 
El Estado creará para los menores que carezcan de protección familiar o económica, 
condiciones adecuadas para su desarrollo. 
En mayor avance detallada garantías fundamentales enumera principios  justos aunque de 
cierto revolucionarismo por ser la primera vez  que reconocen y se declaran esos 
principios en Ecuador. 
Avanzando en la historia en la Constitución de 1984 Sección II. De la familia indica:  
Art. 22.-  El Estado protege a la familia como célula fundamental de la sociedad y le garantiza 
las condiciones morales, culturales y económicas que favorezcan a la consecución de sus fines.  
Protege, igualmente, el matrimonio, la maternidad y el haber familiar.  
El matrimonio se funda en el libre consentimiento de los contrayentes y en la igualdad de 
derechos, obligaciones y capacidad legal de los cónyuges.  
Art. 23.- La unión estable y monogámica de un hombre y una mujer, libres de vínculo 
matrimonial con otra persona, que formen un hogar de hecho, por el lapso y bajo las 
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condiciones y circunstancias que señale la ley, dará lugar a una sociedad de bienes, que se 
sujetará a las regulaciones de la sociedad conyugal, en cuanto fueren aplicables, salvo que 
hubieren estipulado otro régimen económico o constituido en beneficio de sus hijos comunes, 
patrimonio familiar.  
Art. 24.- Se propugna la paternidad responsable y la educación apropiada para la promoción de 
la familia, así como se garantiza el derecho de los padres a tener el número de hijos que puedan 
mantener y educar.  
Reconócese el patrimonio familiar inembargable en la cuantía y condiciones que establezca la 
ley; y, con las limitaciones de ésta, garantizase los derechos de testar y de heredar. 
La frase Estado protege a las familias se ha hecho clásica en los textos constitucionales, 
dan paso a la conformación e ideología dominante. 
De lo expuesto se deduce que la protección de los menores por parte del Estado 
ha sido aceptable, sobre todo en las últimas décadas, lo que preserva el 
abundante material y trabajo legislativo sobre la materia. 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ECUADOR 1998
3
 
La Constitución Política de 1998, si bien es cierto es una Carta del Estado en la que determina 
que el Ecuador es un Estado Social de Derecho, que busca un rol protector hacia aquellos 
grupos que los considera vulnerables y entre ellos lógicamente a los niños, niñas y adolescentes, 
es importante manifestar que si bien es cierto la CPE del 98 ya determina sobre la Protección 
Integral, pero se piensa que la efectividad de ésta no se ha podido verificar sino hasta la entrada 
en vigencia de la Constitución de la República del 2008, en la que ya no habla de grupos 
minimizados a través de la mal llamada vulneración; sino habla de grupos de atención 
prioritaria, es decir que a más de estar amparados por derechos comunes a todos, estos gozan 
de derechos acordes a sus necesidades. (Constitución Política del Ecuador, 1998). 
                                            
3
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ECUADOR 1998, Art. 1 Capítulo I de los Principios Fundamentales. 
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Será obligación del Estado, la sociedad y la familia, promover con máxima prioridad el 
desarrollo integral de niños y adolescentes y asegurar el ejercicio pleno de sus derechos. 
En todos los casos se aplicará el principio del interés superior de los niños, y sus derechos 
prevalecerán sobre los de los demás, parafraseando la disposición legal se puede determinar que 
se pone de manifiesto el principio de corresponsabilidad en donde los tres componentes de un 
pueblo deben actuar unos con otros para promover de una manera idónea el ejercicio del interés 
superior del niño. 
Los niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes al ser humano, además de los 
específicos de su edad. El Estado les asegurará y garantizará el derecho a la vida, desde su 
concepción; a la integridad física y psíquica; a su identidad, nombre y ciudadanía; a la salud 
integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y recreación; a la seguridad social, a 
tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y comunitaria; a la participación social, 
al respeto a su libertad y dignidad, y a ser consultados en los asuntos que les afecten. La 
presente disposición constitucional al tenor de su máxima expresión es clara y además de 
inmediata aplicación, ya que los niños, niñas y adolescentes gozan de los mismos derechos que 
todos, no se debe dejar de lado que nuestra Carta Constitucional, determina que estos son parte 
de los grupos de atención prioritaria, por lo tanto tendrán derechos inherentes a sus necesidades. 
El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento libre de los 
consejos estudiantiles y demás formas asociativas, de conformidad con la ley. El Estado a partir 
de su Carta Política determina que uno de los más altos deberes del Estado es garantizar la 
vigencia y la aplicación de los derechos consagrados en su parte normativa; respecto de la niñez 
y adolescencia, éste adoptará las medidas que aseguren a los niños y adolescentes las siguientes 
garantías: 
1. Atención prioritaria para los menores de seis años que garantice nutrición, salud, 
educación y cuidado diario. 
2. Protección especial en el trabajo, y contra la explotación económica en condiciones 
laborales peligrosas, que perjudiquen su educación o sean nocivas para su salud o su 
desarrollo personal. 
3. Atención preferente para su plena integración social, a los que tengan discapacidad. 
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4. Protección contra el tráfico de menores, pornografía, prostitución,  explotación sexual, 
uso de estupefacientes, sustancias psicotrópicas y consumo de bebidas alcohólicas. 
5. Prevención y atención contra el maltrato, negligencia, discriminación y violencia. 
6. Atención prioritaria en casos de desastres y conflictos armados. 
7. Protección frente a la influencia de programas o mensajes nocivos que se difundan a 
través de cualquier medio, y que promuevan la violencia, la discriminación racial o de 
género, o la adopción de falsos valores. 
Los menores de dieciocho años estarán sujetos a la legislación de menores y a una 
administración de justicia especializada en la Función Judicial. Los niños y adolescentes tendrán 
derecho a que se respeten sus garantías constitucionales. El Ecuador al ser un Estado garantista 
parte de la condición sine quanom de que el respeto a la las garantías jurisdiccionales con llevan 
al equilibrio de una justicia sin dilaciones y apegada a la verdad y validez jurídica. Desde que 
entró en vigencia el Código de la Niñez y la Adolescencia en el año dos mil tres con sus nuevas 
reformas, a través de la Doctrina Integral, se determinó que los adolescentes infractores sean 
juzgados por jueces especializados adscritos a los órganos jurisdiccionales, su rehabilitación se 
la hará efectiva a través de Medidas Socioeducativas. 
El Estado organizará un sistema nacional descentralizado de protección integral para la niñez y 
la adolescencia, encargado de asegurar el ejercicio y garantía de sus derechos. Su órgano rector 
de carácter nacional se integrará paritariamente entre Estado y sociedad civil, al amparo del 
principio de corresponsabilidad y será competente para la definición de políticas públicas 
adecuadas, que permitan un desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes. Formarán 
parte de este sistema las entidades públicas y privadas. Los gobiernos seccionales formularán 
políticas locales y destinarán recursos preferentes para servicios y programas orientados a niños 
y adolescentes. 
Al descentralizar, como política de Estado lo referente a la niñez y adolescencia, el Estado 
brindará servicios, eficientes, eficaces y con calidez tal como lo determina la Constitución de la 
República, sin dejar de lado que la transferencia implica traspaso de competencias y 





CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DE 2008 SECCIÓN QUINTA NOS HABLA DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 
Sección quinta  
Niñas, niños y adolescentes  
Art. 44.- El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo 
integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se 
atenderá al principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás 
personas.  
Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como 
proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades, 
potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de 
afectividad y seguridad.  
Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades sociales, afectivo-emocionales y 
culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y locales.  
Art. 45.- Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes del ser humano, 
además de los específicos de su edad. El Estado reconocerá y garantizará la vida, incluido el 
cuidado y protección desde la concepción.  
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad física y psíquica; a su identidad, 
nombre y ciudadanía; a la salud integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y 
recreación; a la seguridad social; a tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y 
comunitaria; a la participación social; al respeto de su libertad y dignidad; a ser consultados en 
los asuntos que les afecten; a educarse de manera prioritaria en su idioma y en los contextos 
culturales propios de sus pueblos y nacionalidades; y a recibir información acerca de sus 
progenitores o familiares ausentes, salvo que fuera perjudicial para su bienestar.  
El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento libre de los 
consejos estudiantiles y demás formas  asociativas.  
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Art. 46.- El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las niñas, niños 
y adolescentes:  
1. Atención a menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y cuidado 
diario en un marco de protección integral de sus derechos.  
2. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. Se 
prohíbe el trabajo de menores de quince años, y se implementarán políticas de 
erradicación progresiva del trabajo infantil.  
3. El trabajo de las adolescentes y los adolescentes será excepcional, y no podrá conculcar 
su derecho a la educación ni realizarse en situaciones nocivas o peligrosas para su salud 
o su desarrollo personal. Se respetará, reconocerá y respaldará su trabajo y las demás 
actividades siempre que no atenten a su formación y a su desarrollo integral.  
Atención preferente para la plena integración social de quienes tengan discapacidad. El 
Estado garantizará su incorporación en el sistema de educación regular y en la sociedad.  
4. Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de 
cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones.  
5. Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el consumo de bebidas 
alcohólicas y otras sustancias nocivas para su salud y desarrollo.  
6. Atención prioritaria en caso de desastres, conflictos armados y todo tipo de 
emergencias. 
7. Protección frente a la influencia de programas o mensajes, difundidos a través de 
cualquier medio, que promuevan la violencia, o la discriminación racial o de género. 
Las políticas públicas de comunicación priorizarán su educación y el respeto a sus 
derechos de imagen, integridad y los demás específicos de su edad. Se establecerán 
limitaciones y sanciones para hacer efectivos estos derechos.  
8. Protección y asistencia especiales cuando la progenitora o el progenitor, o ambos, se 
encuentran privados de su libertad.  
9. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades crónicas o 
degenerativas. 
El numeral 6 del Art. 40 de la Constitución de la República determina que es deber del Estado 
proteger a las familias transnacionales y los derechos de sus miembros; 
El Art. 45 de la Constitución, dispone que los niños, niñas y adolescentes son titulares de todos 
los derechos humanos además de los específicos de su edad. Tendrán derechos a la salud 
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integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y recreación; a tener una familia y a 
disfrutar de la convivencia familiar y comunitaria; 
El Art. 46 de la misma Carta Fundamental, ordena que el Estado adoptará medidas para la 
protección y atención de las niñas, niños y adolescentes “contra todo tipo de violencia, 
maltrato, explotación sexual o de cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque 
tales situaciones”, así como, recibir atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y 
privados; 
El Art. 47 de la Constitución establece la obligación del Estado de procurar la equiparación de 
oportunidades para las personas con discapacidad; 
Los numerales 1 y 5 del Art. 69 de la Constitución de la República indican que debe promoverse 
la maternidad y paternidad responsables, la obligación de los progenitores en la alimentación de 
los hijos e hijas y su desarrollo integral; así como la corresponsabilidad materna y paterna y 
vigilar el cumplimiento de los deberes y derechos recíprocos entre progenitores hijos e hijas; 
La Constitución, dispone que los niños, niñas y adolescentes son titulares de todos los 
derechos comunes del ser humano, además de los específicos a su edad. Tendrán derechos 
a la salud integral y nutrición, a la educación y cultura, al deporte y recreación, a la 
seguridad social (la pregunta es cómo acceder a una seguridad social de éste grupo 
prioritario), a tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y comunitaria, etc. 
El Estado generará condiciones para la protección integral, en donde el sistema nacional 
descentralizado de protección integral de la niñez y la adolescencia será el encargado de 
asegurar el ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes, donde formaran parte del 
sistema las instituciones públicas, privadas y comunitarias. (Art. 341 de la Constitución de la 
República) 
La Constitución actual  de la República del Ecuador al referirse a los grupos vulnerables  
hace referencia a la obligación de prestarles a los niños,  niñas, adolescentes, entre otras 
personas naturales,  atención  preferente y especializada;  dispone como obligación  del 
Estado, de la sociedad y de la propia familia  el desarrollo integral de niños y adolescentes,  
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para asegurar el ejercicio pleno de sus derechos en todos los casos se prevé la aplicación 
del interés superior de los menores. El fundamento de estas disposiciones, 
lamentablemente son líricas pues debemos manifestar que de las investigaciones que 
hemos realizado uno de los primeros violadores de los preceptos constitucionales es el 
propio Estado, pues con la aplicación de políticas internacionales tendientes a la 
globalización de la economía, la privatización de las empresas públicas, se ha privado a los 
niños y adolescentes de todos sus derechos  comunes al ser humano como son la salud, la 
educación, la vivienda. Ni siquiera la garantía fundamental y universal a la visa está 
garantizada, pues es común ver en las calles de Quito, de las grandes ciudades a niños 
deambulando en los escenarios propios del delito, las calles, preparándose para ser en el 
futuro "delincuentes comunes", aunque, bajo el pretexto de proteger su identidad el 
Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia los denomine como "menores infractores”. 
(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
1.2. DISPOSICIONES ESPECÍFICAS EN FAVOR DEL MENOR Y LA 
FAMILIA 
La Declaración de Ginebra de 1924
4
 
A comienzos del siglo, la incipiente comunidad internacional se conmocionó por el estado de 
abandono y en las condiciones infrahumanas en las que se desarrollaba la infancia a nivel 
mundial, por lo que se analizó la imperiosa necesidad de realizar una declaración de principios, 
que debían ser tomados en cuenta por la humanidad para favorecer el sector de la niñez. 
Lo principal que se puede destacar de esta declaración que fue realizada por la Unión 
Internacional para la Protección de la Infancia y que fue aprobada por la Sociedad de Naciones, 
en donde se acepta el deber de los estados y de la humanidad de dar lo mejor de sí misma para 
los niños, niñas y adolescentes, y en donde se sintetizan los principales problemas que sufre este 
sector tradicionalmente marginado e ignorado por toda la sociedad en conjunto. (Declaración de 
Ginebra, 1924). 
                                            
4
 Declaración de Ginebra 1924, Derechos de los niños 
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Originalmente se quiso codificar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, pero 
únicamente se dio un postulado de cinco puntos o principios básicos. Este documento es una 
declaración de principios lo cual no implica obligaciones específicas para los Estados, ni para la 
comunidad internacional en sí. Este instrumento es importante ya que constituye el primer paso 
hacia la protección específica de los Derechos Humanos de la Infancia y adolescencia. 
La Sociedad de Naciones en 1934 confirma su aprobación. En este documento se habla de las 
condiciones mínimas del desarrollo del niño, niña y adolescente en forma normal desde el punto 
de vista material y espiritual. Por ello se habla de que hay que dar de comer al niño hambriento, 
asistencia al enfermo, la prioridad de su rescate en caso de emergencia, de no explotación y 
abuso, etc. 
La Declaración de Ginebra de 1924.-
5
  Constituye la afirmación de la comunidad 
internacional en tener una determinada actitud hacia la infancia y adolescencia en determinados 
hechos o requerimientos como son el maltrato y el abandono. 
“Por la presente Declaración de los Derecho del Niño, llamada Declaración de 
Ginebra, los hombre de todas las naciones, reconociendo que la humanidad 
debe dar al niño lo mejor de sí misma, declaran y aceptan como deber, por 
encima de toda consideración de raza ,nacionalidad o creencia, que: 
1. El niño, niña y adolescente debe ser puesto en condiciones de desarrollarse normalmente 
desde el punto de vista material y espiritual. 
2. El niño hambriento debe ser alimentado, el niño enfermo debe ser atendido; el niño deficiente 
debe ser ayudado; el niño desadaptado debe ser recogido y ayudado. 
3. El niño debe ser el primero en recibir socorro en caso de calamidad. 
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4. El niño debe ser puesto en condiciones de ganarse la vida y debe ser protegido de cualquier 
explotación. 
5. El niño debe ser educado inculcándole el sentimiento del deber que tiene de poner sus 
mejores cualidades al servicio del prójimo”. (Declaración de Ginebra, 1924). 
En las legislaciones modernas se hace un reconocimiento evidente del valor de la familia y la 
protección de su existencia.  En el documento de carácter internacional que constituye la 
Declaración Universal de los Derechos del Hombre, aprobada y proclamada por la Asamblea 
General  de las Naciones Unidas, el 10 de diciembre de 1948,  que tiene un alcance amplio y 
general, expone este reconocimiento en los siguientes términos. 
6
 (NN.UU., 1948). 
Art. 16.  
"1.- Los hombres y la mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna 
por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar  una familia; y disfrutarán de 
iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del 
matrimonio.  
2.- Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse  
matrimonio.  
3.- La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene  derecho a la 
protección de la sociedad y del Estado".  
Art. 25.  
1.- "Toda  persona tiene un nivel de vida adecuado  que  le asegure, así como a  su familia, la 
salud y el bienestar,  y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y 
los servicios sociales necesarios..." 
                                            
6
 http://www.humanium.org, Declaración Universal de Derechos Humanos, 10 de diciembre de 1948. 
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2.- "La maternidad y la infancia tienen Derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los 
niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio tiene derecho a igual protección social".  
"Art. 26, No. 3.-  Los padres tendrán Derecho preferente a escoger el tipo de educación que 
habrá de darse a  sus hijos".  
Este mismo espíritu expuesto  en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, se lo 
consagra tanto en el orden constitucional como en Leyes y Reglamentos; se confirma en los 
últimos años, "Un reconocimiento cada día más claro en su enunciación y más preciso en sus 
alcance, del papel y valor de la familia".
7
 (Campos Jimenez). 
De este modo hay una tendencia generalizada en reconocer la unidad familiar y proclamar los 
derechos de la familia.  Nuestra Constitución, de modo general, enuncia el valor y papel de la 
familia en el Art. 37., al definir a la familia como: "La célula fundamental de la sociedad y el 
Estado debe garantizar las condiciones morales, culturales y económicas que favorezcan  a la 
consecución de sus fines". 
Por otro lado, en la Constitución Política de la República  se señala el papel de la familia  cual 
es el de que, la  educación complementa la obra de la procreación, puesto que la familia no sólo 
transmite  el desenvolvimiento de una nueva personalidad.  
En materia constitucional se perfila una tendencia  muy acentuada con respecto a garantizar el 
ejercicio real de los nuevos Derechos que se enuncian en beneficio del hombre y de su familia.  
Con respecto a la protección jurídica del menor debemos hacer mención al instrumento jurídico 
que integra la Declaración de los Derechos del Niño proclamada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas  el 20 de noviembre de 1959 (resolución 1386 -XIV-) (NN.UU, 
1959).
8
, tomando como base la Declaración Universal de los Derechos Humanos que consideran 
que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ella, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión, política o de cualquier otra índole, origen 
                                            
7
 CAMPOS JIMÉNEZ, Carlos María, op. cit. Pág. 82 
8
 Declaración de los Derechos del Niño Proclamada por la Asamblea General en su resolución 1386 
(XIV), de 20 de noviembre de 1959.  
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nacional o social, posición económica,  nacimiento o cualquier  otra condición;  y, partiendo de 
la afirmación de que el niño, por su falta de madurez física y mental necesita protección y 
cuidados  preferenciales, incluida la debida protección legal tanto antes como después del 
nacimiento.  Así, la Declaración de los Derechos del Niño tiende a garantizar una infancia feliz 
para bien del menor y de la sociedad, exhorta a los padres, a hombres y mujeres, 
individualmente y a las organizaciones particulares, autoridades locales y gobiernos nacionales 
aboguen y luchen por el reconocimiento de estos derechos para su observación  con medidas 
legislativas, conforme a los siguientes principios que enuncia dicha declaración.  
En el Principio. 1. Se establece que todo niño gozará de todos los Derechos reconocidos en esta 
declaración sin excepción alguna ni distinción o discriminación por razones de raza, color, sexo, 
religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento u otra condición ya sea del propio niño o de su familia.  
En el Principio. 2. Se expone que el niño disfrutará de un cuidado especial y tendrá derechos a 
acceder a servicios y oportunidades, a través de las leyes y medios respectivos que viabilicen su 
desarrollo físico, mental, moral, espiritual y social en forma saludable y normal, todo esto 
enmarcado en la libertad y dignidad humana, siempre se estará al interés superior del niño.  
El Principio. 3. Dice que el niño está garantizando en sus Derechos su nacimiento, a un nombre 
y a su nacionalidad.  
El Principio. 4.  Fija los beneficios a la seguridad social que debe gozar el niño ya que tiene 
Derecho a crecer y desarrollarse en buena salud, por lo que debe proporcionarse cuidados 
especiales tanto a él como a su madre; además atención prenatal y postnatal. Disfrutará de 
alimentación, vivienda, recreación y servicios médicos.  
El Principio. 5. Garantiza la protección al menor impedido física o mentalmente debiéndole 
brindar tratamiento, educación y cuidados especiales que se requieran para cada caso particular.  
El Principio. 6. Señala la protección para el pleno y armonioso desarrollo de la personalidad del 
niño, necesitando de amor y comprensión por lo que deberá crecer al amparo y bajo la 
responsabilidad de sus padres en un ambiente de afecto, y de seguridad moral y material.  No 
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deberá separarse al niño de corta edad de su madre, salvo en circunstancias excepcionales. La 
sociedad y las autoridades públicas tienen la obligación de crear los medios adecuados que 
aseguren la subsistencia de los niños  sin familias o que carezcan de medios para ello.  
Finalmente considera que debe concederse subsidios especiales o de otra índole para el 
mantenimiento de los hijos de familias numerosas.  
El Principio. 7. Se refiere al derecho que tiene el niño a recibir una educación gratuita  y  
obligatoria.  
El Principio. 8. Enuncia una prioridad para el niño en todas las circunstancias en que reciba 
protección y socorro.  
El Principio. 9.  Protege al niño del abandono, crueldad y explotación y no podrá ser objeto de 
ningún tipo de trato.  
El Principio. 10. Menciona el derecho del niño a ser resguardado de toda práctica de 
discriminación social, religiosa o de cualquier índole. Será educado en el espíritu de 
comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y fraternidad universal y con plena 
conciencia de que debe consagrar sus energías y aptitudes al servicio de los demás.  
Entendidos éstos como uno de los ejes rectores para que los derechos, deberes y 
garantías sean de inmediata aplicación, para alcanzar el desarrollo integral de 
los niños, niñas y adolescentes, atendiendo a las necesidades inherentes de 
éstos, teniendo como única finalidad proporcionar al niño, niña y adolescente 
alcanzar una vida digna, bajo la responsabilidad del Estado, la Sociedad y la 
Familia, dentro de nuestra legislación interna se encuentra estipulado al 
principio del Interés Superior del Niño, como un principio de aplicación 
inmediata sin dilaciones y bajo supuestos de responsabilidad hacia aquellas 
personas o instituciones que no respeten este principio. 
Desde la aparición de la Declaración de los Derechos del Niño, la Protección 
Jurídica del Menor en América se ha concretado en los cuerpos legales llamados 
Códigos del Niño, Niñas, Adolescentes o de Menores. 
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Para efecto de  este estudio hemos de entender por Menor al niño o joven que 
no ha cumplido la edad de 18 años, así el Art. 21, del Código Civil establece 
que se ha de entender "por menor o simplemente menor, el que no ha llegado a 
cumplir 18 años de edad".
9
 (Código Civil Ecuatoriano). 
Según el Código de la Niñez y Adolescencia en su Art. 4.- Define: “Niño o niña 
es la persona que no ha cumplido doce años de edad. Adolescente es la persona 
de ambos sexos entre doce y dieciocho años de edad”10. (Código de la Niñez y 
Adolescencia, 2003). 
El  Derecho de Alimentos
11
 
El derecho puede concebirse como el conjunto de normas que regulan las relaciones de las 
personas que viven en sociedad. Pero el Derecho Civil realizó un acopio de normas e 
instituciones destinadas a la protección y defensa de la persona. Como sabemos el Código Civil 
Ecuatoriano, fue una inspiración de legislaciones: Francesa, Romana, Suiza. Por lo que el 
derecho de alimentos se ubica dentro del derecho Civil y dentro de éste el derecho de Familia. 
Surgen algunas expectativas: ¿de dónde nace el Derecho de alimentos? ¿Los alimentos se deben 
por ley? (Código Civil Ecuatoriano, 2011). 
La respuesta sería: “La obligación alimenticia, según la cual ciertas personas deben subvenir a 
las necesidades de otras que se hallan en imposibilidad de satisfacerlas por sí mismas, no deriva 
de un simple deber moral que ordena socorrer a nuestros semejantes, es una obligación civil que 
arranca de la Ley que establece y que satisface. La fuente de la obligación. 
 
                                            
9
 CÓDIGO CIVIL ECUATORIANO, Registro Oficial Suplemento 46 de 24 de junio de 2005, modificado 
el 19 de mayo de 2011. 
10
 CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA. Ley 100, Registro Oficial 737 de 3 de Enero del 2003. 
11
 Art. 349, Título XVI, Código Civil Ecuatoriano, Registro Oficial Suplemento 46 de 24 de junio de 2005, 
modificado el 19 de mayo de 2011. 
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El Código  Orgánico de la Niñez y Adolescencia.-  Entiende por menor, a todo ser humano 
desde su estado prenatal, hasta los 18 años
12
. (Código de la Niñez y Adolescencia, 2003). 
El referido cuerpo legal consagra el  principio de amparo del menor en general con el 
fundamento de que todo menor tiene derecho a la asistencia y protección del Estado; 
independiente esta protección de su condición familiar, social, económica o religiosa. 
En el mismo cuerpo legal,  señala la responsabilidad que tiene el Estado de proteger de  manera 
específica al menor abandono material, moral o jurídicamente y debe fomentar la estabilidad y 
bienestar de la familia.   Esta protección debe ser sobre todo integral, es decir abarcar todos los 
períodos evolutivos: prenatal, postnatal, además en edad preescolar, escolar y adolescencia. 
El hombre cuando nace es uno de los seres más débiles y requiere de los cuidados de sus padres 
por un tiempo más prolongado que cualquier otro ser vivo por lo que surge la necesidad de que 
la familia cumpla su papel de protección, asegurado de manera cierta y efectiva la subsistencia 
del menor, y por sobre todo porque cumple una función educadora a través de los padres, 
derivado además la necesidad de que la familia este apoyada en el matrimonio, conceptuado 
como una unión  indisoluble de los padres. 
A pesar de la existencia de toda esta serie de derechos, los niños y las niñas sufren a causa de la 
pobreza, la falta de hogar, los malos tratos, el abandono, las enfermedades que se pueden 
prevenir, la desigualdad en el acceso a la educación y la existencia de sistemas de justicia que 
no reconocen sus necesidades especiales. Estos son problemas que ocurren tanto en los países 
industrializados como en aquellos que se encuentran en desarrollo. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos: “…la protección de los niños en los 
instrumentos internacionales tiene como objetivo último el desarrollo armonioso de la 
personalidad de aquéllos y el disfrute de los derechos que les han sido reconocidos”. Hermosas 
frases que no pueden escapar del negro y blanco de la ley muerta, cuya inaplicabilidad, deja un 
sabor amargo a todos, especialmente a los niños, niñas y adolescentes. Tanto los compromisos 
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internacionales, como las disposiciones nacionales, son a diario irrespetadas, lejos queda el 
compromiso estatal de velar por el interés superior del menor.  
Ello sin ahondar en la inaplicabilidad de la Constitución vigente, que declara a los niños, niñas y 
adolescentes como parte del grupo de atención prioritaria.  
Basta recordar que en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, todavía se contemplan 
trámites judiciales lentos, largos y tediosos, colocando al menor maltratado en total indefensión. 
Por todo lo manifestado, la presente tesis  tiene como finalidad revelar la precaria situación en la 
que se desarrollan las vidas de cientos de niños, niñas y adolescentes maltratados, quienes 
ajenos a los principios universales de extrema tutela se siguen debatiendo entre el hambre y la 
miseria. 
Los altos índices de criminalidad que hoy por hoy experimenta la sociedad ecuatoriana, sumado 
al hecho cierto de que en ellos se resalta la participación creciente de menores, no dejan de ser 
una constate que tiene preocupado a las autoridades en común y a la población en su conjunto. 
1.3. EL MENOR DE EDAD EN EL CÓDIGO ORGÁNICO DE LA NIÑEZ 
Y  ADOLESCENCIA 
La Constitución ordena que los principios por los cuales se regirá el sistema procesal como 
medio para la realización de la justicia son: la simplificación, uniformidad, eficacia, 
inmediación, celeridad y economía procesal; 
Por esta razón los Juzgados de Niñez y Adolescencia han sido y poco ha cambiado pues , son 
los más congestionados del país, debido a la falta de recursos humanos, tecnológicos e 
infraestructura, impidiendo el ejercicio efectivo de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes; en cuanto a las pensiones alimenticias con el antiguo código, los reclamos por 
concepto de una pensión mensual se lo hacía  con el patrocinio de un abogado y de acuerdo al 
criterio del juez respecto a la cantidad que se debía asignar y con el precedente de que las 
decisiones se las tomaba luego de que el padre responsable argumentaba muchos inconvenientes 
y terminaba pagando la cantidad que de buena gana quería y cuando le parecía oportuno de 
acuerdo a sus conveniencias. Es decir que si argumentaba que no le alcanzaba el dinero o no 
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tenía trabajo, simplemente el niño a través de su madre no recibía ninguna cantidad de dinero, o 
si recibía era una cantidad pequeña. Es importante destacar que el padre era el único familiar 
que respondía a esta exigencia legal. Una de las innovaciones del  actual Código Orgánico de la 
Niñez y adolescencia es que ahora todas las demandas se la realiza  sin el patrocinio de un 
abogado, y tan  solo basta con la presentación de un formulario donde consten todos los datos 
necesarios para iniciar la causa. Luego de un plazo máximo de dos días, el Juez fijará una 
cantidad mínima por pensión (a establecerse) y con carácter de pago inmediato, 
independientemente del proceso iniciado. Además la decisión final se la tomaría en una sola 
audiencia en corto plazo. Lo que despierta la  polémica, es que ahora en el caso de que el padre 
económicamente responsable designado para cubrir la pensión alimenticia para el niño, no 
cumpla con la obligación que le corresponde, entonces lo harán en este orden: Abuelos, 
hermanos mayores de 18 años de edad y tíos del niño, pudiendo exigir posteriormente al padre 
responsable la devolución del dinero aportado , lo que se pretende básicamente es que los niños 
nunca más en el Ecuador queden sin protección económica y al estar involucrados los familiares 
ascendentes ya sea del padre o la madre designada como responsable (generalmente el padre) 
tengan una mejor predisposición para educar a sus familiares descendentes. 
Aparece, entonces, el principio del interés superior del niño que está orientado a satisfacer el 
ejercicio efectivo del conjunto de sus derechos; e impone a todas las autoridades administrativas 
y judiciales y a las instituciones públicas y privadas, el deber de ajustar sus decisiones y 
acciones para su cumplimiento. 
CÓDIGO ORGÁNICO  DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 
Art. 11.- 
Estos derechos y garantías son de orden público, interdependientes, indivisibles, irrenunciables 
e intransigibles, salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley y su ejercicio permite 
que: “Los niños, niñas y adolescentes tengan derecho a una vida digna, que les permita 
disfrutar de las condiciones socioeconómicas necesarias para su desarrollo integral”.13 
(Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia, 2012). 
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 CÓDIGO ORGÁNICO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA  
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Según el Art. 129 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia: “Están obligados a la 
prestación de alimentos; el padre y la madre; los hermanos que hayan cumplido dieciocho años; 
Los abuelos y los tíos”. 
A mi parecer el actual Código Orgánico  de la Niñez y la Adolescencia haciendo un breve 
recuento le hacen falta  diversas reformas referentes a las regulaciones existentes frente al cobro 
de pensiones alimentarias en el exterior. 
De igual manera ya que al hablar de deudores subsidiarios (abuelos y tíos mayores de 21 años 
que responden por el niño o adolescente en caso de que no esté presente el padre o madre) no se 
toma en cuenta los derechos de los mismos; en especial de los adultos mayores que, al no tener 
las condiciones financieras para pagar la pensión alimentaria, cumplen tiempo en prisión en 
lugar de acceder a la vejez digna que la constitución actual contempla en este caso se estaría 
contradiciendo  lo que dice la norma suprema .  
Así mismo  un niño de más de 10 años debería tener acceso a ser escuchado por un juez o jueza 
de la niñez. Adicionalmente propuso que en caso de que uno de los dos, o los dos progenitores 
tengan una nueva pareja, esta última también debe estar presente en el juicio.  
Es incoherente  que se prohíba a los padres deudores acceder a trabajos públicos, cuando 
podrían ser estos trabajos los que les permitan pagar la pensión de sus hijos.  
Lo que destaca  en esta ley es la celeridad en las pensiones alimenticias y esto es muy 
importante pues  la pensión alimenticia no sólo cubre solo la alimentación, sino también la 
salud, la recreación y la vestimenta del niño, niña o adolescente. 
RELACIÓN CON EL DERECHO DE FAMILIA 
El Estado regula los diversos aspectos de trascendencia pública de la familia en base a las 
normas del llamado Derecho de Familia.  
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Siguiendo al profesor FERRARA podemos definir el Derecho de familia como el complejo 
de normas jurídicas que regulan las relaciones personales y patrimoniales de los pertenecientes a 
la familia entre sí y respecto a los terceros. Por tanto, será objeto del Derecho de familia todo lo 
relativo a relaciones familiares, alimentos, matrimonio, régimen económico matrimonial, 
filiación, relaciones paternas filiales, e instituciones tutelares. 
El Derecho de familia está comprendido fundamentalmente en el Código Civil, pero 
también encontramos normas referentes a la familia en la Constitución, principalmente en los 
Arts. 30, 32, 35., 39, 57  y 69 ; y en numerosas Leyes, siendo las principales, la Ley de 13 de 
mayo de 1981 sobre filiación y régimen económico matrimonial; la Ley de 7 de julio de 1981 
sobre matrimonio y divorcio; la Ley de 24 de octubre sobre tutela; la Ley de 24 de noviembre de 
1987 sobre adopción y otras formas de protección de menores; la Ley de 15 de octubre de 1990 
sobre no discriminación por razón de sexo; y la Ley de 15 de enero de 1996 de protección 
jurídica del menor. 
En cuanto al carácter de sus normas, es importante destacar que las normas de Derecho de 
familia son imperativas, indisponibles (de manera que no se puede renunciar a los derechos y 
deberes que imponen), intransmisibles y tienen un acentuado carácter de función. 
La familia hasta llegar a su actual organización ha debido sufrir diversos 
cambios. En los primeros tiempos ella no existía, ya que los individuos vivían 
en un régimen de promiscuidad. Viene después lo que los investigadores 
denominan el matriarcado, esto es el agrupamiento de los hombres alrededor de 
la madre, lo que se explica fácilmente si se considera que la maternidad es un 
hecho tangible, cierto y fácil de probar. Aparece después el patriarcado, en el 
cual el jefe de familia es el padre para llegar por fin a la familia individual, 
basada en el matrimonio monogámico.
14
 (Somarriva). 
La sociedad acepta como grupo social a aquel que tiene nexos parentales unidos por lazos 
sanguíneos. Legislaciones antiquísimas ya diseñaron esta institución, entre esta: Código de 
Manú, legislación oriental hace más de tres mil años, contienen ya preceptos que nos hacen 
presumir la existencia de este de los derechos como familia. 
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La disposición 77 del Código de Manu dice: 
Así como los seres animados no viven sino con el aire, así todos los órdenes no 
viven sino por el socorro del dueño de la casa”. Añade la disposición 78 “Y 
estando los hombres de todos los otros ordenes sostenidos diariamente por el 
amo de casa, por medio de los altos dogmas y de los alimentos que de él 
reciben, el orden del jefe de familia es el más eminente.
15
 (Código de Manú). 
Los griegos impusieron la obligación del padre con relación a sus hijos y la de estos hacia aquel, 
recíprocamente. El deber de los hijos para sus ascendientes se liquidaba en situaciones como la 
prostitución de ellos, aconsejada o estimulada por los padres. Así mismo el Derecho Griego 
reglamentó la facultad de la viuda o divorciada para reclamar alimentos. 
Los Romanos en el tercer periodo, año 852 y 99 antes de Cristo, obtuvieron del Emperador 
Trajano la expedición de una Tabla Alimenticia, en donde se asignaban alimentos a los niños, 
por lo que, los jueces romanos admitían la solicitud de alimentos tan sólo para aquellos que se 
encontraban sometidos bajo patria potestad. 
El Derecho Germano: también se estableció la obligación alimenticia de carácter familiar, 
hallándose al mismo tiempo regulada alguna que otra situación jurídica que excedía del derecho 
familiar como la donación de alimentos. 
En el Derecho Español: se reglamentó el procedimiento, así como las modalidades y 
característica de la obligación alimenticia después de la ley de Partidas dictadas por Alfonso el 
Sabio y, concretamente desde la segunda partida en donde se determina que, bajo el nombre de 
alimentos en derecho, debía entenderse lo que una persona da a otra para su manutención y 
subsistencia.
16
 (Cevallos, 2009). 
 Causas 
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 CÓDIGO DE MANU, Libro Tercero, Deberes del Jefe de Familia, disposición 77 y 78, Asociación 
Gayatri Vedanta Yoga pg. 41 
16
 CEVALLOS. Patricio. Año 2009. Derecho de Alimentos, Filiación, Paternidad, Procedimiento Verbal 
Sumario y Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. Primera Edición. Editora Cevallos 
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En el siglo XVIII producto de la Ilustración, la revolución Francesa y la aparición de las 
primeras declaraciones de los derechos y del hombre imprimen un cambio definitivo en relación 
a todos los seres humanos. Se amplía los conceptos acerca del derecho de todos ser respetados y 
a la igualdad.  Esto implicó un cambio en relación a los niños. Sin embargo, en la Declaración 
de Derechos del Hombre y del Ciudadano de Francia de 1789 no se incluyó disposición alguna 
sobre los niños, de hecho ninguno de los primeros instrumentos europeos en la materia, 
inspirados en la Declaración Francesa, tenían norma sobre el tema, algunos autores citan el 
Cuerpo de libertades de la Bahía de Massachusetts, la primera declaración americana de 
derechos humanos de los niños, ya que estableció que los niños debían ser protegidos, y en su 
Art. 83 se estableció que los niños podían quejarse ante la autoridad en caso de que sus padres o 
responsables los traten con severidad excesiva. 
La familia llegó a convertirse en un lugar de afecto, donde anteriormente desempeñaba un papel 
exclusivo de conservación de bienes y mutua ayuda cotidiana, entre “esposos y entre padres e 
hijos; este afecto se manifestaba a través de dar importancia a la educación, vestimenta y 
alimentación. La familia comienza a organizarse en torno al niño, el cual sale de su anonimato y 
adquiere tal importancia que ya no es posible, sin una gran aflicción, donde conviene limitar 
cierto número de responsabilidades para ocuparse mejor de él. 
Varios autores como Jacques Gélis sostiene que la “indiferencia medieval ante el niño es una 
invención; y en el siglo XVI, los padres se preocupan de la salud y curación de sus hijos, no 
obstante reconoce que el interés y la indiferencia no son patrimonio de un determinado periodo 
histórico, que conviven, pero efectivamente de una manera progresiva al niño se le va dando el 
puesto que actualmente tiene en la familia, pero reconoce que “nuestro sentimiento de la 
infancia” surge en el siglo XVII.  
Profunda transformación de las creencias y de las estructuras mentales, donde se 
manifiestan varios factores, los cuales determinan el aparecimiento de la familia 
nuclear, en donde tener hijos no es “para garantizar la permanencia del ciclo de 
vida, sino simplemente para darles cariño y recibirlo de ellos.
 17
 (Orbe, 1995). 
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 ORBE F Héctor. Año 1995. Derecho de Menores. Quito. Ediciones de la Pontificia Universidad 
Católica del Ecuador. 
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Posteriormente la revolución Industrial y la explotación de que eran objeto los niños da origen a 
las primeras leyes de protección a la infancia, especialmente en Inglaterra donde aparecen las 
primeras normas relativas a las limitaciones de la jornada laboral, pero lo preocupación surge de 
manera de que éste se adapte a la vida social; este proceso no modifica el rol de autoridad que 
ejercen los progenitores en más de la mitad del siglo XX, esto se reflejaba en el hecho de que 
los hijos no tenían vida privada, el tiempo libre no les permitía, se vigilaban sus relaciones 
personales, etc., sin embargo en la segunda mitad del siglo la escolaridad introduce 
modificaciones en la vida de la infancia, donde la educción tiene un impacto significativo en la 
socialización, que implica que el aprendizaje de la vida en sociedad se transfiere de la familia al 
colegio. 
Para Goran Therborn, citado por Francisco Pilotti, durante el siglo XX se da en el mundo 
occidental industrializado una “emancipación de los niños al interior de la familia” que toma 
varias formas dependiendo del nivel de incorporación de tres variables: “familia centrada en el 
niño, niña y adolescente”; “Igualdad” de los hijo; e, “integridad” de los niños. 
La primera, familia centrada en el niño, niña y adolescente, corresponde al reconocimiento que 
tanto el padre como la madre disfrutan de la titularidad conjunta en cuanto a las obligaciones 
respecto de los hijos, incorporándose además al interés superior del niño como principio 
orientador de las relaciones familiares; la segunda, igualdad, implica el establecimiento de la 
equidad entre los padres unidos por el vínculo matrimonial y los nacidos al margen de éste, es 
decir la eliminación de la distinción entre hijos legítimos e ilegítimos en lo referido a los 
derechos sucesorios y de filiación; y, el tercero, integridad que se refiere a la prohibición del 
castigo corporal que parte del padre u otros tutores. Para este autor el avance del proceso de 
emancipación de los niños, niñas y adolescentes depende “de las distintas modalidades que 
históricamente asume la relación entre patriarcado, religión y derecho”.18 (FARITH, 2008). 
Otra causa tenemos como producto de los sufrimientos de este grupo humano en la Primera 
Guerra Mundial, donde varias instituciones se avocaron a la elaboración de una Carta del Niño, 
con la intención de llamar la atención de la comunidad internacional, acerca de los “deberes de 
la Humanidad hacia la infancia, y provocar una transformación de las leyes y una reforma de las 
costumbres”. Es por esta razón que Englantyne Jebb, fundadora de la “Unión Internacional de 
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 FARITH .Simón Noviembre 2008. Derechos de la Niñez y Adolescencia. Convención sobre los 
derechos del niño a las legislaciones integrales Tomo I. Quito. Editora Jurídica Cevallos 
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Socorro a los Niños”, quien había sido responsable de la creación de un “fondo para salvar 
niños” quienes morían debido al bloqueo impuesto en Europa por los aliados a los vencidos, 
redacta las bases de una declaración de los derechos de los niños en el año 1922, donde el 17 de 
mayo de 1923 se la adopta como la “Declaración de los Derechos del Niño”, esta fue 
inmediatamente difundida y llega a tener tal impacto que el 26 de septiembre de 1924, la Quinta 
Asamblea de la Sociedad de las Naciones, la aprueba bajo el nombre de la “Declaración de 
Ginebra” ya mencionada.  
Consecuencias 
Podemos ver que como producto de la Primera Guerra Mundial varias instituciones pidieron la 
elaboración de una Carta del Niño, con la única intención de poder llamar la atención de toda 
una comunidad internacional, ya que los derechos de todo niño eran tomados en cuenta a un 
segundo plano, es por esta razón que la declaración de los Derechos del Niño de 1959 es el 
primer instrumento jurídico que trata a los niños, niñas y adolescentes como sujeto de derechos, 
limitándolos en el propio instrumento por medio de su preámbulo al determinar que tiene por fin 
tener una infancia feliz y gozar, en su propio bien de la sociedad, de los “derechos y libertades 
que en ella se enuncian”. Se dirigían especialmente a los responsables de la protección de este 
derecho y no a “toda la humanidad” como la Declaración de 1924, ya que “insta a los padres, a 
los hombres y mujeres individualmente y a las organizaciones particulares, autoridades locales y 
gobiernos nacionales a que reconozcan estos derechos y luchen por su observancia”. 
La atención a los niños y adolescentes en abandono, ha ido evolucionando a través de los años 
de acuerdo a diferentes doctrinas y perspectivas de afrontamiento de la problemática creciente, 
prevaleciendo durante décadas una concepción paternalista proteccionista excluyente llamada 
también Doctrina de la situación irregular, en donde se priorizaba la atención de necesidades 
básicas en un sistema masificado, aislándolos de la sociedad en centros cerrados sin 
metodología de intervención y utilizando en muchos casos el maltrato y humillación como 
"método educativo". 
A partir de los años 90 y luego de una evolución en la concepción del hecho de ser niño y su 
importancia como ser humano y en el desarrollo social, los Gobiernos se comprometen a luchar 
por los derechos del niño y proponen políticas de protección y desarrollo plasmadas en las 
normas internacionales y nacionales como la Declaración Universal de los Derechos del Niño, 
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las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
(Directrices de RIAD), las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de menores 
Privados de Libertad, las Reglas Mínimas Uniformes de las Naciones Unidas para la 
Administración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing), los Convenios con la OIT sobre 
trabajo infantil, la Constitución de los Estados y el Código de los Niños, Niñas y Adolescentes. 
La idea básica es que el niño, niña y adolescente es sujeto de derechos y no objeto de éstos. 
Desde este punto de partida los expertos en materia de niñez y adolescencia o también llamados 
niños logos, han tratado de reemplazar la Doctrina de Situación Irregular, por la doctrina de 
Protección Integral, con el único fin de que sean los niños, niñas y adolescentes los que decidan 
sobre aspectos relevantes acordes a su edad. De ahí que las legislaciones internas de cada país 
han creado una legislación propia dedicada al tema de niñez y adolescencia en donde de forma 
taxativa enuncian derechos propios de su edad y comunes a todos. 
Es importante además poner de manifiesto que los Estados, deben formularse políticas y 
programas basados en estudios previos y en una cuidadosa evaluación de los resultados que se 
vayan logrando. Al Estado le cabe la necesaria coordinación y planificación de los recursos 
humanos y materiales existentes a nivel gubernamental, ya sea nacional, provincial o municipal, 
y su coordinación y articulación con recursos no gubernamentales, sean privados o 
comunitarios. Por citar la legislación ecuatoriana, el Art. 1 de la Constitución de la República 
determina: “el más alto deber es…” (CR), por lo manifestado podemos llegar a concluir que 
nuestro Estado asume un rol paternalista, sin menos cabo de la protección tutelar de niños, niñas 
y adolescentes a través del Derecho Positivo como: El Código Civil y el Código Orgánico de la 
Niñez y Adolescencia. 
La medida tutelar es una respuesta de carácter penoso, si consiste en una internación es una 
pena. Tiene contenido penoso cuando, además de la internación, restringe cualquier derecho del 
niño, niña y adolescente. Por lo tanto, debe ser proporcional a la conducta y determinada en su 
duración. El niño no es "menor", y como tal, tiene necesidades, tiene derechos y debe ser 
partícipe y protagonista.
19
 (Campaña, 2009). 
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SIMÓN CAMPAÑA, FARITA,  Marzo 2009. Derechos de la Niñez y Adolescencia. Convención sobre 
los derechos del niño a las legislaciones integrales Tomo II. Quito. Editora Jurídica Cevallos. 
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Todo lo enunciado en los párrafos anteriores constituye el esqueleto de este nuevo paradigma 
que estamos obligados a efectivizar en una nueva ley del niño y del adolescente donde se 
preserve el respeto por la minoría de edad y ser tratados como tales ante cualquier acto. 
Todavía subsisten normas que resultan contrapuestas a la letra de la Convención. Por eso la 
mejor defensa de los derechos del niño es comenzar a discutir los contenidos y a hacer efectivo, 
en una nueva legislación, el paradigma iushumanista. 
De esta manera los niños y adolescentes son sujetos de derechos, libertades y protección, con 
deberes y derechos sociales, con opinión y capacidades que deben ser promovidas en el interior 
del núcleo familiar, la comunidad y el Estado. 
De la Declaración Universal de Derechos Humanos se recoge el principio de “protección 
integral”, que conjuntamente con el de “no discriminación” 20son la base del instrumento, ya 
que esta declaración es el principio del interés superior y la incorporación en su texto de un 
doble derecho civil: nombre y nacionalidad. 
Sin embrago, en su Principio Efectividad de la Declaración de los Derecho manifiesta algo 
importante con respecto a que el niño, niña y adolescente debe gozar de los beneficios de la 
seguridad social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán 
proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y 
postnatal. El niño, niña y adolescente tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, 
recreo y servicios médicos adecuados. 
El interés superior del niño Art. 44 de la Constitución de la República del Ecuador (Constitución 
de la República del Ecuador, 2008)
21
establece la obligación del Estado de garantizar a los niños, 
niñas y adolescentes “su interés superior”, esto consiste en que sus “derechos prevalecerán sobre 
las demás personas”, como lo manifiesta en el Art. 11 Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia donde “el interés del niño es un principio que está orientado a satisfacer el 
ejercicio efectivo del conjunto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”, debe ser el 
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 Declaración Universal de Derechos Humanos, Art. 7 
21
 CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, Art. 44, Publicada en el Registro Oficial No. 
449 de fecha 20 de octubre de 2008. 
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principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; dicha 
responsabilidad corresponde, en primer término, a sus padres. El niño, niña y adolescente debe 
disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales deben estar orientados hacia fines 
perseguidos por la educación; la sociedad y las autoridades públicas se esforzarán por promover 
el goce de este derecho. 
Otro principio hace hincapié a que el niño, niña y adolescente debe ser protegido contra las 
prácticas que puedan fomentar la discriminación racial, religiosa o de cualquier otra índole, 
como lo establece el Art. 66 de la Constitución de la República en su numeral 4 el derecho a la 
igualdad formal, igualdad material y no discriminación. Debe ser educado en un espíritu de 
comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y fraternidad universal, y con plena 
conciencia de que debe consagrara sus energías y aptitudes al servicio de sus semejantes; 
podemos ver que la Declaración fue una de las bases más importantes para la redacción de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. 
Posteriormente una serie de instrumentos de derechos humanos incorporan normas sobre la 
infancia desde dos perspectivas: la protección especial y el reconocimiento de la familia como el 
espacio óptimo para el crecimiento de los niños, niñas y adolescentes, garantizándole a ésta que 
pueda dirigir la educación de sus hijos e hijas. 
De hecho en la década del sesenta y del setenta la discusión se centró sobre si realmente era 
necesario establecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes en un instrumento de 
carácter obligatorio, ya que había una serie de dudas: ¿los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes reducen los derechos de los progenitores? ¿Los hijos e hijas pueden tener un poder 
jurídico propio por fuera de su familia? ¿Niñas, niños y adolescentes son autónomos con 
respecto a sus padres? Todas estas preguntas reflejaban la visión que sobre la infancia y sus 
derechos existía en épocas recientes. Es por eso que las Naciones Unidas en el año 1979 da un 
nuevo impulso al proceso de formación de una normativa internacional en la materia, al declarar 
el “Año Internacional del Niño”, esto permitió llamar la atención de la comunidad internacional 
sobre la situación de la infancia a nivel mundial y la necesidad de realizar nuevos y más grandes 
esfuerzos para reconocer sus derechos y buscar su respeto. 
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LA FAMILIA Y  LOS DERECHOS DEL MENOR DE EDAD 
Familia. 
La familia es y ha sido la agrupación natural por excelencia, pero tal carácter-natural no es 
exclusivo ni único; como que ella es un grupo que se asienta en lo psicológico, económico, 
religioso, ético y político.
22
 (Arias).- 
La Real Academia Española define a la familia como “Grupo de personas emparentadas entre 
sí que viven juntas. Conjunto de ascendientes, descendientes, colaterales y afines de un linaje. 
Hijos o descendencia.” 
Desde siempre la familia ha sido considerada la institución básica y más importante de la 
sociedad. Cumple un rol primordial de socialización, apoyo y protección de los individuos, 
especialmente de aquellos que todavía carecen de herramientas necesarias para desenvolverse: 
niños, niñas y adolescentes. 
Para mí la familia es el ámbito donde los niños encuentran afecto, vínculos emocionales y 
personas de referencia; se desarrolla la identidad y la personalidad de cada individuo. 
Vivir en familia es uno de los  derechos más importantes y todo niño, niña y adolescente lo tiene 
que hacer, salvo excepciones, con sus padres. La  familia es el lugar en el que el menor se debe  
sentir seguro, reconocido, querido y a veces reprendido. En ella están las personas que más te 
quieren, te ayudan  a  veces, puede haber una mamá y un papá; a veces, no. La  familia es tu tía, 
la abuela, alguien que se hace responsable por el cuidado del menor. 
Cuidar a un menor  no es opcional. Los padres, o quienes  cuidan en lugar de ellos, están 
obligados a garantizar tu crecimiento y desarrollo integral: esto quiere decir que  respeten todos 
y cada uno de los derechos como niño, niña o adolescente. 
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 ARIAS, José, Derecho de Familia, Ed. Kraft. Buenos Aires, pág. 35 
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El Derecho de Familia se  origina y fundamenta en el matrimonio, la unión de hecho y la 
filiación biológica y adoptiva; para proteger a la familia y a sus componentes existen tratados 
internacionales que forman parte de nuestro ordenamiento jurídico, conforme a lo que manda la 
Constitución de la República en los Arts. 424 y 425, es decir que jerárquicamente tienen mayor 
validez que el Código Civil, Código de la Niñez y Adolescencia y el Código de Procedimiento 
Civil.
23
 (Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia, 2011). 
El Derecho de Familia, según Guillermo Cabanellas es  rector del matrimonio, la 
paternidad, la filiación y el parentesco en general.
24
 (Cabanellas, 1996). 
No sólo es importante que el Estado reconozca a todas las personas como titulares de 
derechos, sino también que las personas se consideren a sí mismas como tales y sean capaces de 
actuar en consecuencia, de ahí es necesario poner énfasis en lo que determina el principio de 
corresponsabilidad, que no es más que la responsabilidad compartida entre Estado, Sociedad y 
Familia. Los derechos humanos corresponden a todos por igual, la no discriminación es otro 
principio esencial del enfoque basado en los derechos. Ello también requiere centrarse 
claramente en las personas de atención prioritaria, dado que son las que tienen la mayor 
probabilidad de necesitar del Estado, sino también protección y cumplimiento de todos sus 
derechos. Estos principios de responsabilidad, transparencia, participación, no discriminación y 
especial atención a los niños, niñas y adolescentes. 
ADQUISICIONES DE LOS DERECHOS DE FAMILIA 
Dos fuentes principales dan origen a las relaciones de familia: el matrimonio y la 
filiación. De la segunda nace el parentesco consanguíneo y, de su combinación con la primera, 
la afinidad. 
Dentro del derecho positivo nacional, es cierto entre nosotros el principio que excluye la 
convención (salvo si se quiere exceptuar el matrimonio) entre tales fuentes. Aclaremos que 
semejante regla no excluye, desde luego, la celebración de actos jurídicos y por lo tanto, 
voluntarios en el orden y la medida que los autoriza la ley (reconocimiento de los hijos 
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 CÓDIGO ORGÁNICO NIÑEZ Y ADOLESCENCIA.  Ecuador, CPP 
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 CABANELLAS, Guillermo, Diccionario Jurídico, Pág. 131 
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naturales, legitimación, adopción, etc.). Se observa, sin esfuerzo, que aquí el acto jurídico, por 
lo menos en los dos primeros se limita a dar forma legal a una situación de hecho. 
Por tanto el derecho  de los menores nace dentro de la familia, sea por legitimación o 
por adopción el caso es que los niños deben estar protegidos desde su hogar, tal y como lo 
consagra la Constitución de la Republica. 
ÓFOCLES enseñó que “Lo más hermoso de las obras humanas es ser útil al prójimo”. 
Una de las formas de ser útil al prójimo es contribuyendo a que los menores tengan una 
vida plena de amor y dignidad. 
El conocimiento de las instituciones de base familiar permite que las acciones humanas 
se realicen teniendo presente que los menores constituyen la esperanza segura de que, por ellos, 
las personas jamás renunciarán al amor, la sencillez, la sensibilidad, la solidaridad, la ternura y 
el respeto a la familia. 
INSTITUCIONES DE BASE FAMILIAR. La familia es el nervio de la vida social. 
       Para los romanos, la familia era una organización patriarcal y jerárquica en la cual el “pater 
familias” tenía plenos poderes sobre quienes estaban bajo su dependencia. 
La familia constituía el nexo de los ciudadanos con Roma. 
Guillermo Borda pregunta y, con mucha razón, si “puede concebirse algo más privado, 
más hondamente humano que la familia, en cuyo seno el hombre nace, vive, ama, sufre y 
muere”. 
La familia, centro vital de la sociedad, se sustenta en varias “instituciones de base 
familiar”, reguladas por normas especiales. 
En las instituciones de base familiar se generan múltiples relaciones paterno filiales, las 
mismas que merecen tratamientos delicados y respetuosos. 
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RELACIONES PATERNO FILIALES. Las relaciones paterno filiales son el conjunto de 
deberes, derechos, instituciones, obligaciones y principios que guían la vida entre padres e hijos. 
Las principales relaciones paterno filiales son: Atención a la maternidad; Patria 
potestad; Tenencia; Régimen de visitas; Alimentos; y, Acogimiento familiar. 
EL MENOR COMO SUJETO DE DERECHOS 
En términos generales sí se ha producido un cambio en la perspectiva hacia la infancia. 
El niño ya no es un sujeto pasivo ni un “pequeño adulto”, ya que ahora es un sujeto que tiene 
igualdad jurídica y derechos, son vistos como personas en proceso de maduración, crecimiento 
y desarrollo. Así lo demuestra la Encuesta Nacional de Primera Infancia, en donde un 74% de 
los encuestados menciona que los niños y niñas “son sujetos con opinión propia y poseen grados 
progresivos de autonomía, como sujetos de derechos” (JUNJI, UNICEF y UNESCO, 2010). De 
esta forma cabe destacar que no tiene que ver con que el niño o niña es un ser totalmente 
independiente sino que no podemos olvidar que la familia es parte fundamental de su desarrollo, 
sobre todo en los niveles iniciales.
25
 (UNICEF, UNESCO, 2010). 
De esta forma se ha avanzado como sociedad en el ámbito de Derechos, ya que la 
infancia ha ido ganando una importancia a nivel nacional pero aun así queda por ejemplo, 
resolver la calidad de la educación siendo el nivel inicial fundamental para la formación y 
desarrollo integral del niño “la educación inicial se concibe como una etapa con identidad 
propia, es decir, no se define en función de la preparación de los niños y niñas para la educación 
básica sino como la experiencia educativa más importante en la vida de las personas, a partir de 
la cual se propician nuevos aprendizajes a lo largo de todo el ciclo vital”.26  
De esta manera lo importante es dejar de tratar a los niños o niñas solamente desde su 
protección o su cuidado sino que en estimular y potenciar el desarrollo del niño o niña en su 
integridad, aceptando su autonomía y protagonismo para demostrar realmente que estamos 
frente a un sujeto de Derechos. Así como menciona UNESCO (2007. p 118.) citando al 
documento de ACNUDH, 2005 “La educación de la primera infancia debe estar directamente 
vinculada al derecho del niño a desarrollar su personalidad, actitudes y capacidad mental y 
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 Fuente UNICEF 
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 UNESCO. 2010. p 30. 
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física”. Por esto no debemos olvidar este aspecto importante en nuestra labor como educadoras 
y profesores. 
En nuestro país tomando en cuenta esta situación el Juez debe adoptar sus 
determinaciones en un contexto mucho más acotado, la naturaleza de su función debe ser 
jurisdiccional, en un marco  en el que debe desjudicializarse una parte importante de la 
problemática infantil y juvenil. 
Los problemas de los niños y adolescentes tienen la necesidad de eliminar del sistema 
jurídico las discriminaciones en razón de minoría de edad, raza, sexo, religión,  son muchos los 
países que han reformado sus leyes y constituciones para establecer una estructura orgánica y 
normativa coherente con unos principios socio-jurídico nuevos. 
Dejando de lado las reformas en el ámbito de la administración de la justicia penal y 
centrándonos en la construcción, además de especializar a los jueces y dotarlos de apoyo para el 







2.  LAS RELACIONES  FILIALES 
2.1. LA PATRIA POTESTAD 
 La patria potestad debido a las implicaciones o efectos jurídicos que la configuran 
puede ser catalogada como una de las más relevantes instituciones o figuras legales en el 
Derecho de Familia ecuatoriano, lo cual no obsta sin embargo de que esta sea exclusiva 
del mismo. 
 En virtud de la importancia referida es preciso desarrollar un análisis objetivo y 
profundo sobre los factores que la constituyen, tal es el caso de los antecedentes 
históricos que la dieron origen o la definición conceptual que tanto en la doctrina como en 
el marco normativo nacional se le ha atribuido. 
2.1.1.  Antecedentes 
 Ha constituido una tendencia casi generalizada en la organización social del ser 
humano prácticamente desde sus inicios, establecer prejuiciosamente una diferenciación 
de géneros entre hombres y mujeres que ha traído como resultado  a su vez, el nacimiento 
de distintas figuras legales como es el caso de la patria potestad  o la antigua prohibición 
de que las mujeres tengan derecho al voto e incluso a la educación. 
 En este sentido, se ha tornado evidente en las últimas décadas el hecho que la 
connotación de las restricciones jurídicas antes mencionadas y muchas otras en contra del 
género femenino con la evolución de la sociedad han ido superándose y adquiriendo un 
nuevo matiz legal que propugna en primera instancia la igualdad y el reconocimiento 
equitativo de derechos, lo cual es beneficioso para el desarrollo armónico y sostenible de 
cualquier tipo de organización humana. 
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 En cuanto a los antecedentes mismos de la patria potestad, vale decir que ésta 
como institución legal se remonta a la civilización romana, en donde se la consideraba y 
catalogaba como el poder y la capacidad del paterfamilias para decidir e influenciar sobre 
la vida de todos los miembros que constituían parte de su familia, tal como lo refiere el 
tratadista Eugene Petit quien indica que “…la potestad paternal significó un derecho 
riguroso y absoluto del jefe de familia, análogos a los del amo sobre el esclavo, que tenían 
sobre la persona y bienes de sus hijos”. (Petit, 2004)27  
 La enorme injerencia jurídica y social que confería la patria potestad al jefe de 
familia era tan notoria y profunda en el Derecho Romano, que excedía casi cualquier tipo 
de limitación sobre el derecho ajeno de las personas circunscritas a su entorno familiar, 
más aún si se extrapola una comparación a la estructura jurídica sobre la cual se sustentan 
las relaciones familiares en la actualidad. 
 De lo manifestado se desprende que la patria potestad surge como consecuencia 
directa de la configuración social de la familia y por lo tanto, pasa a constituirse en un 
sustento de las tendencias ideológicas y jurídicas de las nuevas generaciones, ya que 
formaba a los individuos que posteriormente dieron las características al grupo social en 
el cual se desenvolvían, es decir, la figura en análisis ha influido directamente en la 
evolución de la sociedad humana no solo en Roma sino a nivel mundial.  
 Con la finalidad de establecer una comprensión integral de lo que constituye la 
patria potestad en lo que respecta a sus antecedentes y origen, es preciso manifestar que 
en la civilización romana las personas se clasificaban en dos grupos o clases, por una 
parte estaban las sui juris relativas a las personas libres de todo tipo de autoridad y que 
por lo tanto dependían de sí mismas, y por otra parte se encontraban las alieni juris que 
consistían en aquellos individuos sometidos a la autoridad de otra persona que en este 
caso era la patria potestas o autoridad paternal, hecho que daba a entender 
consecuentemente que en Roma la familia era considerada como la unión de individuos 
sometidos a la autoridad o manus de un único jefe o denominado generalmente como 
paterfamilias.   
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2.1.2. Definición Conceptual 
 La institución jurídica denominada como patria potestad se encuentra plenamente 
regulada en la legislación ecuatoriana, debiendo manifestarse también que la misma ha 
sido objeto de análisis y estudios rigurosos tanto en el ámbito académico como 
doctrinario, tal es así que determinar su conceptualización resulta relativamente sencillo.  
 De esta manera entonces, es preciso que se haga referencia a lo que 
conceptualmente se comprende por patria potestad en la doctrina y en el campo legal 
ecuatoriano. 
 En el primer caso, esta figura o institución legal de carácter civil ha sido 
considerada por el jurista ecuatoriano Juan Larrea Holguín como “…un conjunto de 
derechos y deberes de los padres sobre los hijos no emancipados, de índole 
principalmente económico, e intransferible”. (Holguín, 2011)28 
 El criterio citado aunque bastante concreto y reducido, abarca de manera adecuada 
los parámetros que integran la estructura jurídica de la patria potestad, sin embargo de lo 
cual, frente a otras consideraciones conceptuales que serán analizadas más adelante, es 
necesario puntualizar que deja al margen ciertos aspectos que permiten en el caso de una 
interpretación formal comprender de manera integral lo que constituye en Derecho la 
referida figura.  
 Por ejemplo, para el tratadista Enrique Rossel la patria potestad es según lo 
determina en su obra Manual de Derecho de Familia, “…el conjunto de derechos y efectos 
imperativos que le son conferidas al padre o a la madre por mandato de la ley respecto de 
los bienes de sus hijos no emancipados o sobre los derechos eventuales del que está por 
nacer, en cuyo caso, el hijo bajo patria potestad se denomina hijo de familia y el padre o  
la madre, en su caso, padre o madre de familia”.29 (Rossel, 2009) 
                                            
28
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 Con relación al concepto citado en el párrafo que antecede, es válido manifestar 
que el mismo contempla una serie de componentes o factores constitutivos que deben 
concurrir necesariamente para que la figura legal en análisis se configure, tal es el caso 
del carácter imperativo que se le otorga a los derechos y efectos derivados de la patria 
potestad, entendiéndose como tal a la obligación que el sujeto activo de la misma tiene 
por acatar determinadas reglas para su ejercicio. 
 Por su parte, el jurista francés Marcel Planiol sostiene que la patria potestad es 
“…el conjunto de derechos y facultades que la ley concede al padre o a la madre, sobre la 
persona y bienes de sus hijos menores, para permitirles el cumplimiento de sus 
obligaciones como tales”.30 (Planiol, 2009)   
 La referida definición contiene elementos que son importantes para el 
entendimiento del criterio conceptual, como por ejemplo la limitación que fija únicamente 
al padre o a la madre para hacer las veces de sujeto activo en el derecho de la patria 
potestad, lo cual en ciertas legislaciones no ocurre ya que se permite participar como tales 
a los abuelos paternos o maternos según corresponda. 
 En cuanto se refiere a la definición o criterio conceptual que sobre patria potestad 
da la legislación ecuatoriana, vale decir que la misma ha sido estipulada como “…el 
conjunto de derechos que tienen los padres sobre sus hijos no emancipados”.31 (Congreso 
Nacional del Ecuador, 2005)  
 De las definiciones que han sido planteadas anteriormente emitidas tanto en la 
doctrina como en el campo legal, vale decir que las mismas mantienen un lineamiento 
relativamente homogéneo en cuanto a su entendimiento  y dejan entrever que se configura 
un vínculo sustentado por derechos entre los hijos no y sus padres, sin embargo, con la 
finalidad de estandarizar una idea común de lo que constituye la patria potestad según el 
requerimiento de la presente investigación, ha de manifestarse que la misma “…es la 
facultad o el poder que los ascendientes ejercen sobre la persona y bienes de sus 
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descendientes menores de edad hasta que lleguen estos a la mayor edad o se 
emancipen”.32 (SOTO C. , 2001)   
 En términos generales, corresponde manifestar que la patria potestad bajo las 
reglas y disposiciones vigentes en la legislación civil ecuatoriana, comprende el conjunto 
de ciertos poderes y deberes que le son otorgados a los ascendientes y que se ejercen 
sobre la persona o bienes de los hijos menores, con la finalidad de cuidar de estos , 
procurar sus asistencia, dirigir su educación académica y mora, atendiendo siempre a sus 
estado de minoridad.  
 Establecido y comprendido el alcance jurídico que acarrea la definición de patria 
potestad, es factible desarrollar un análisis sobre el tema de los derechos, deberes y 
obligaciones que esta institución jurídica implica para quienes mantienen la calidad de 
sujetos activos. 
2.2. DERECHOS Y OBLIGACIONES LEGALES DE QUIENES EJERCEN 
LA PATRIA POTESTAD 
 La legislación ecuatoriana ha tratado de precautelar los intereses relativos a niños, 
niñas y adolescentes mediante la implementación de diversos mecanismos  y alternativas 
jurídicas entre las que se encuentra la patria potestad, la filiación, la adopción, entre otras. 
 Partiendo de esta premisa, el legislador ecuatoriano ha considerado conveniente 
institucionalizar jurídicamente la patria potestad mediante la estipulación de disposiciones 
relativas a la misma, las cuales se encuentran consagradas tanto en el Código Civil como 
el Código de la Niñez y Adolescencia, en donde se determina de una manera muy clara 
que la figura en análisis no solamente se halla estructurada por el cúmulo de derechos en 
favor de quien la ejerce, sino también que acarrea responsabilidades y obligaciones de los 
padres para con sus hijos e hijas no emancipados, tales como el cuidado, el desarrollo 
físico y psicológico, la educación y la protección de los derechos y garantía que en favor 
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 Habiéndose establecido según la normativa de niñez y adolescencia vigente en el 
Ecuador que la patria potestad implica tanto derechos como obligaciones para quien la 
ejerce, es preciso enfocar de mejor manera el análisis y desarrollar un estudio que se 
centre específicamente en cada uno de estos, en cuyo caso, es factible señalar como punto 
de partida que el acceso o ejercicio de la patria potestad se encuentra supeditado a las 
siguientes reglas:  
- Se respetará lo que acuerden los progenitores siempre que el lo no perjudique los 
derechos del hijo o la hija. 
- A falta de acuerdo de los progenitores o si lo acordado por ellos es inconveniente 
para el interés superior del hijo o hija de familia, la patria potestad de los que no 
han cumplido doce años se confiará a la madre, salvo que se pruebe que con ello 
se perjudica los derechos del hijo o la hija. 
- Tratándose de los hijos o hijas que han cumplido doce años, la patria potestad se 
confiará al progenitor que demuestre mayor estabilidad emocional y madurez 
psicológica y que estén en mejores condiciones de prestar a los hijos e hijas la 
dedicación que necesitan y un ambiente familiar estable para su desarrollo 
integral. 
- Si ambos progenitores demuestran iguales condiciones, se preferirá a la madre, 
siempre que no afecte el interés superior del hijo o la hija. 
- En caso de falta o de inhabilidad de ambos progenitores para el ejercicio de la 
patria potestad, el Juez nombrará un tutor de acuerdo a las reglas generales.   
La enunciación de estas reglas contenidas al tenor de lo que establece el Art. 106 
del Código de la Niñez y Adolescencia
34
 acarrea una alta relevancia para esta 
investigación, puesto que a partir de las mismas parte la configuración jurídica de 
derechos y obligaciones atribuibles a los padres respecto de sus hijos no emancipados, 
atendiendo siempre al interés superior de este grupo vulnerable de la sociedad .  
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Sin embargo de lo manifestado en párrafos anteriores, es importante tener en 
cuenta que existe un desfase o incongruencia en lo que al ámbito conceptual mantienen 
sobre patria potestad el Código Civil y el Código de la Niñez y Adolescencia,  debiendo 
manifestarse a tal efecto, que mientras en este último se considera a esta figura como el 
conjunto de derechos y obligaciones de quien la ejerce, en el caso de la legislación civil 
solo se establece que “…la patria potestad es el conjunto de derechos que tienen los 
padres sobre sus hijos no emancipados” , hecho que en última instancia puede ser 
considerado como una contradicción de orden legal capaz de acarrear interpretaciones 
extensivas a la norma y perjudicar en este sentido, el interés de los menores que se hallan 
sometidos al imperio de la institución en análisis.
35
 (Congreso Nacional del Ecuador, 
2005)   
 Habiendo sido establecida la importante diferencia o discordancia de carácter 
conceptual que mantiene la legislación ecuatoriana en lo relativo a la patria potestad, es 
preciso manifestar que los derechos como tal que se derivan de esta son en primer lugar el 
de usufructo respecto de todos los bienes pertenecientes al hijo de familia  ya sea en favor 
del progenitor que la ejerce o de la sociedad conyugal según corresponda, a excepción de 
ciertas salvedades que se detallan en el Art. 285 del Código Civil, tales como aquellos 
bienes adquiridos por el hijo mediante un empleo o aquellos bienes que provienen de una 
donación, herencia o legado.   
 Otro derecho que debe ser tomado en cuenta en este caso, es el de la exoneración 
que tienen los padres de rendir caución o fianza como generalmente sucede en 
usufructuarios de otra especie para la conservación y restitución del objeto que genera el 
usufructo, lo cual sin duda, implica un cierto grado de riesgo para los intereses del hijo de 
familia o menor no emancipado y es a su vez, un claro error del legislador ya que la 
naturaleza jurídica implícita de la figura del usufructo no se altera por el hecho de 
configurarse en el caso de la patria potestad. 
 La capacidad legal de los padres para administrar los bienes del hijo y de cuyo 
usufructo se benefician por mandato de la ley, también constituye otro de los derechos a 
los cuales acceden los padres de familia como efecto del otorgamiento de la patria 
potestad en su favor, pese a que para tal efecto deban seguir determinadas reglas. 
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 En este sentido, el jurista colombiano Noé Vega señala que “…no solo la potestad 
legal de beneficiarse usufructuariamente con los bienes del hijo por el hecho de 
perfeccionarse la patria potestad constituye atribución directa del o los padres que la 
ejercen, sino que tales capacidades van más allá hasta el punto de  validar y avalar 
facultades de administración con respecto a los bienes que generan tal usufructo , 
condición que si bien no implica una acción imperativa se manifiesta en la generalidad de 
los casos”.36 (Vega, 2007)     
 Lo que este presupuesto doctrinario determina, es un acuerdo pleno con los 
parámetros legales que se formulan en la legislación civil ecuatoriana, pues en esta es 
plenamente factible e incluso común que los bienes que proporcionan beneficios 
usufructuarios sean administrados por los padres de familia o quien ejerce la patria 
potestad, constituyéndose en un aspecto que resguarda de mejor manera la integridad de 
los bienes y el consecuente interés superior de los menores o hijos no emancipados.  
 Este criterio se ve respaldado con el planteamiento legal  que se establece en el 
Código Civil, según el cual se fija una independencia absoluta entre la capacidad de 
administrar un bien y la capacidad de gozar del usufructo generado por este en razón del 
otorgamiento de la patria potestad, disposición que textua lmente estipula que “…la 
condición de no administrar el padre o la madre, impuesta por el donante o testador, no se 
entiende que le priva del usufructo, ni la que le priva del usufructo se entiende que le 
quita la administración, a menos de expresarse lo uno o lo otro por el donante o 
testador”37. (Congreso Nacional del Ecuador, 2005) 
 Por otra parte, en cuanto se refiere a la administración de los bienes del hijo de 
familia es preciso manifestar adicionalmente que el padre o la madre según corresponda, 
no se encuentran obligados a realizar un inventario solemne de sus bienes personales  
mientras no pasen a otras nupcias, en cuyo caso le resta dicha responsabilidad y pasa a 
constituirse en un derecho que alivia la carga de administrar los bienes del hijo. 
 De manera independiente a los derechos señalados en cuanto tiene que ver con el 
ejercicio de la patria potestad, es preciso hacer alusión a las obligaciones que también se 
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derivan de esta figura según lo determina el marco legal vigente en el país, en cuyo caso, 
vale decir que entre las responsabilidades más importantes de carácter socio familiares se 
encuentran la de educación, salud, desarrollo y protección en general de los menores no 
emancipados, pero adicionalmente a estas se pueden enumerar otras obligaciones de 
naturaleza jurídica como las siguientes: 
- Los padres se encuentran obligados a acatar para la administración de los bienes 
del hijo, las reglas que se han establecido para la administración de los bienes  de 
la sociedad conyugal. 
- Cuando el padre o la madre que administran bienes de sus hijos en razón de la 
patria potestad contraigan segundas nupcias están obligados a llevar un inventario 
solemne de sus bienes. 
- Los padres que administran bienes de hijos no emancipados deben llevar 
obligatoriamente una descripción circunstanciada de dichos bienes desde que 
empiecen a administrarlos. 
- Los actos y contratos que el hijo de familia celebre fuera de su peculio profesional 
o industrial, y que el padre o la madre autorice o ratifique por escrito, obligan 
directamente al padre o a la madre, y subsidiariamente al hijo, hasta el monto del 
beneficio que éste hubiere reportado de dichos actos o contratos.   
- Los padres de un menor no emancipado ostentan y deben cumplir con la 
representación legal del menor. 
- Entre otros. 
Tanto los derechos como las obligaciones que han sido detalladas a lo largo de 
este análisis, constituyen la estructura jurídica general de la patria potestad según la 
legislación ecuatoriana, la cual sin duda es perfectible y puede ser adaptada a las 
conveniencias actuales que presenta el Estado, la sociedad y la familia. 
2.3. DE LA FILIACIÓN.- DEFINICIÓN CONCEPTUAL 
 Es importante señalar que la temática de la filiación ha sido analizada de manera 
relativamente amplia en el ámbito doctrinario, sin embargo, en lo que respecta al caso de 
la legislación ecuatoriana en esta no se encuentra estipulada ninguna apreciación 
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conceptual relativa a la misma, lo cual implica un vacío legal susceptible de perjudicar el 
interés superior de niños, niñas y adolescentes que no cuentan con instrumentos claros 
para validar sus derechos en este sentido. 
 Como ya se mencionó en el párrafo que antecede, doctrinariamente se ha tratado el 
tema y son varios los autores que al efecto se han pronunciado, debiendo destacarse en 
este caso lo expuesto por el jurista Oscar Ochoa, quien en su obra titulada como “Derecho 
Civil I: Personas”, sostiene que “…la filiación jurídica es un vínculo que une una persona 
a su madre o a su padre y establece entre ellos relaciones de parentesco. La filiación de 
hecho puede encontrarse fundada sobre el lazo biológico”.38 (Ochoa, 2006)    
 En este caso, el citado autor se refiere a una filiación de carácter biológico que en 
la mayoría de los casos crea también un lazo afectivo, pero que sin embargo de tal efecto, 
al no ser demostrado adecuadamente carece de relevancia o rango jurídico, lo cual hace 
suponer entonces que la filiación puede ser considerada simplemente como un nexo 
natural que une a una persona con sus progenitores y genera efectos jurídicos cuando se la 
ha demostrado por los medios que establece la ley. 
 También es válido tomar en cuenta que en la realidad social tanto ecuatoriana 
como del resto de países de la región, “…lo usual sea que el vínculo jurídico incluya o 
comprenda a la vez el lazo biológico y el lazo afectivo. Pero estos elementos pueden estar 
separados o pueden concurrir el vínculo jurídico es entonces débil o frágil a menos que 
creencia y fe no provengan de la voluntad, con el respaldo de la ley. Se trata del caso de 
filiación adoptiva, y en menor grado, de las filiaciones surgidas de las procreaciones 
médicamente asistidas”.39 (Ochoa, 2006)   
 De lo manifestado anteriormente se desprende que el Derecho de Filiación al estar 
cimentado en nexos sanguíneos y de carácter emocionales o afectivos  entre personas, este 
se circunscribe al conjunto de disposiciones legales tendientes a confirmar o destruir 
dichos nexos a través de medios probatorios asequibles en una substanciación judicial y 
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establecer por este mecanismo la configuración de derechos y responsabilidades re lativas 
a las personas involucradas en el litigio de que se trate. 
 Complementariamente a lo manifestado, es necesario señalar que la doctrina 
también se ha referido a la filiación como “…la relación que existe entre dos personas de 
las cuales una es el padre o la madre de otra, o en otras palabras es la relación existente 
entre padres e hijos”.40 (SOTO C. , 2001) 
 En este sentido, es propicio determinar que la filiación consanguínea entre dos 
personas y de la cual generalmente se encuentra compuesta una familia, ha fundado su 
estructura en el hecho biológico de la procreación y del que inevitablemente bajo los 
parámetros legales de la actualidad, se desprenden efectos socio jurídicos caracterizados 
por la concurrencia de derechos y obligaciones de ambas partes.    
 Un criterio conceptual mucho más claro que sobre filiación ha emitido la doctrina 
jurídica es el de que esta constituye “…el vínculo jurídico que une a un hijo con un padre 
o con su madre y que consiste en la relación de parentesco establecida por la ley entre un 
ascendiente y su inmediato descendiente, o sea, su descendiente en primer grado”. 41 
(Rossel, 2009) 
 Como puede notarse los conceptos que han sido referidos con anterioridad sobre 
filiación, mantienen importantes acuerdos y por lo tanto implican que en doctrina y en 
legislación esta figura no connota mayores controversias, sin embargo de lo cual, cabe 
destacar que no se ha hecho mención de otro parámetro de fi liación familiar relativo al de 
la adopción, por cuanto este constituye un tema que se lo trata más adelante  y que mucho 
tiene que ver con el estado jurídico declarado de paternidad. 
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2.4. DECLARACIÓN JUDICIAL DE LA PATERNIDAD 
 La declaración de paternidad constituye uno de los temas más recurrentes en el 
ámbito judicial ecuatoriano y este se produce por la escaza cultura social de planificación 
familiar, de donde se desprende que miles y miles de parejas conciben sin tener en cuenta 
las repercusiones que a futuro acarrea esa responsabilidad y los efectos legales 
principalmente en contra del género masculino. 
 En este sentido, es preciso tener en cuenta que la legislación nacional ha puesto en 
vigencia una serie de disposiciones que procuran en este caso tener como principal 
objetivo la tutela efectiva del interés superior de los menores, entrando en operatividad 
cuando los presuntos progenitores pongan de manifiesto su negativa para reconocer 
voluntariamente a sus hijos, dando origen en este caso a la substanciación de un proceso 
llevado a cabo en el campo jurisdiccional y que trae como resultado según se lo demuestre 
en el mismo, una filiación de carácter judicial tal como lo sostienen diversos tratadistas 
entre los que se destaca el doctor Patricio Rivera, quien al efecto señala que “…si bien 
este tipo de acto no puede ser calificado como una filiación judicial en sí misma, si invoca 
características con prestaciones jurídico sociales que devienen de un proceso sometido al 
conocimiento de autoridad competente, en donde la voluntariedad se relega a un segundo 
plano y la naturaleza imperativa de la decisión judicial surge para asegurar una protección 
integral de los derechos del menor, pues esta determinación conlleva el ejercicio de una 
serie de obligaciones por parte de los progenitores”.42 (RIVERA, 2009) 
 Sin embargo de lo manifestado y pese a existir un procedimiento establecido en 
virtud del cual se pueden hacer exigibles los derechos que se desprenden de la declaración 
obligatoria de paternidad o maternidad, la realidad en Ecuador hace pensar que se 
requiere de mecanismos más efectivos practicados en el mismo ámbito constitucional pero 
caracterizados por la celeridad del proceso y la obtención de resultados  justos, sin que tal 
necesidad implique el irrespeto a los derechos constitucionales que validan la vigencia del 
debido proceso y el derecho a la defensa. 
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 A manera de dato informativo, vale decir que la declaración que una autoridad 
jurisdiccional hace respecto de la paternidad o maternidad de un individuo  en el país, 
mantiene gracias a los avances tecnológicos y científicos un vínculo muy estrecho con 
mecanismos probatorios como el de la Prueba de ADN, el cual arroja un margen de 
certeza que alcanza el 99,9% que permite establecer el nexo filial que en este caso es 
sanguíneo.    
 Esta temática acarrea un amplio nivel de relevancia tanto en el campo de las 
ciencias jurídicas como en la sociedad, debido a que en la casi totalidad de los casos 
implican la necesidad de amparar o proteger el interés de los menores, por lo tanto y de 
manera acertada, el legislador ecuatoriano ha previsto la vigencia de normas legales 
contenidas en el Código Civil con la finalidad de dar cumplimiento a este cometido.  
 De este modo, es preciso señalar que existe todo un título en el que se trata y se 
regula la problemática relativa a la declaración judicial de la paternidad y de la 
maternidad, en donde se determina como punto de partida que la persona 
independientemente de las causas que hayan motivado su  no reconocimiento voluntario, 
cuenta con la capacidad legal para pedirle al juez que lo declare mediante la vía judicial, 
como hijo de determinado padre o madre según corresponda.
43
 (Congreso Nacional del 
Ecuador, 2005). 
  Este facultativo constituye un acierto legal de la norma, pues tutela por lo menos 
desde al punto de vista sustantivo los derechos de las personas que se vean afectadas en 
este caso, quienes incluso pueden ser representadas por un tercero cuando esta cumpla con 
prescripciones o requisitos establecidos en la ley para dicho propósito. 
 A tal efecto y con la finalidad de establecer parámetros limitantes que generen una 
aplicación adecuada de la declaración judicial de paternidad o maternidad en el Ecuador, 
el legislador ha determinado como susceptibles de ser reclamados en los casos que se 
detallan a continuación:  
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- Si notificado el supuesto padre, a petición del hijo, para que declare con juramento 
ante el juez, si cree ser tal padre, lo confiesa expresamente. 
- En los casos de rapto, violación, detención o secuestro personal arbitrario de la 
madre, siempre que hubiese sido posible la concepción mientras la raptada estuvo 
en poder del raptor o durante el secuestro. 
- En el caso de seducción realizada con ayuda de maniobras dolosas, con abuso de 
cualquier clase de autoridad, o promesa de matrimonio. 
- En el caso en que el presunto padre y la madre, hayan vivido en estado de 
concubinato notorio durante el período legal de la concepción. 
- En el caso en que el supuesto padre ha provisto o participado en el sostenimiento y 
educación del hijo, siempre que, con audiencia del supuesto padre, se probare que 
lo hizo en calidad de padre. 
 
Para el ejercicio de este derecho, se torna imprescindible tener en cuenta lo 
estipulado en el Art. 255 del Código Civil, en donde se manifiesta que “…la acción de 
investigación de paternidad le pertenece al hijo, quien podrá ser representado por su 
madre, siempre que el hijo sea incapaz y la madre sea capaz” ,44 de donde se desprende 
que si bien puede intervenir una tercera persona para solicitar el derecho del hijo c uando 
la madre sea incapaz, dicha garantía o respeto puede quedar vulnerada si la madre siendo 
legalmente capaz y el hijo incapaz lo rechaza o no pretende ejercer una acción civil para 
su validación. 
Este efecto se ve respaldado con la disposición que seña la que “…a falta de 
madre, o si ésta hubiere fallecido, estuviere en interdicción o demente, la acción podrá 
intentarse, si el hijo fuere impúber, por el tutor, un curador especial o un curador ad - 
litem. Si fuere adulto menor de dieciocho años, la acción podrá intentarla el curador 
general, un curador especial o un curador ad - litem, los que procederán con asentimiento 
del hijo y si éste fuere persona con discapacidad intelectual o persona sorda, que no 
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pudiere darse a entender de manera verbal, por escrito o por lengua de señas, no será 
necesario su consentimiento”45.  
De lo citado y manifestado en los párrafos que anteceden, es importante señalar 
que la declaración judicial de paternidad o maternidad, se constituye como una 
herramienta jurídica de tutelaje frente a la vulneración del derecho de reconocimiento y 
derecho a una identidad que tienen las personas en el Ecuador, sin embargo de lo cual, su 
aplicabilidad conlleva bajo el sistema procesal actual una enorme falencia que anula 
desde cualquier punto de vista el principio de celeridad procesal, ya que este tipo de casos 
son resueltos a largo plazo, en conclusión, el problema como tal en este caso no se 
encuentra en el reconocimiento o la existencia del derecho por parte de la ley, sino que se 
centra en la aplicación o ejecución del mismo en la vida diaria, haciéndose preciso en este 
caso, una reestructuración judicial que priorice este tipo de temas y que se enfoque en el 
cumplimiento de los plazos procesales establecidos en la legislación adje tiva nacional. 
2.5. DEFINICIÓN CONCEPTUAL DE LA ADOPCIÓN 
 En términos generales, el vocablo adopción implica la acción de adoptar, acoger o 
amparar un objeto, sin embargo, para efectos de la presente investigación es importante 
considerar que la adopción significa el hecho de recibir y aceptar voluntariamente como 
hijo a una persona que biológicamente no lo es, siempre y cuando medie el cumplimiento 
de una serie de requisitos y obligaciones determinadas en las normas legales.  
 En doctrina la figura de la adopción ha sido catalogada o definida entre otras 
varias acepciones como la “…institución de protección familiar que tiene por objeto 
proveer al niño o al adolescente, apto para ser adoptado, de una familia substituta, 
permanente y adecuada”.46 (BARROS, 2009). 
 La conceptualización que ha sido planteada en el párrafo que antecede aunque es 
corta, se enfoca de manera muy adecuada en los parámetros que componen la noción 
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jurídica de adopción, debiendo destacarse en este sentido  que la misma no solo implica el 
cumplimiento de requisitos y obligaciones por parte de los futuros padres para poder 
acceder a este tipo de derechos, sino que el menor sea este infante o adolescente debe 
gozar también de la condición de aptitud para someterse a un proceso de este tipo , dando 
como resultado un alto nivel de seguridad tutelar a la hora de configurarse la referida 
adopción. 
 Otro aspecto que debe ser destacado en cuanto al concepto que ha sido planteado, 
es el carácter o la naturaleza familiar que se le otorga a la figura estudiada, lo cual 
traducido a términos jurídicos y procesales genera aspectos convenientes para el 
fortalecimiento del grupo familiar, sobre todo porque es sabido que la legislación 
generalmente se enfoca y desarrolla mecanismos más adecuados y eficientes para proteger 
al núcleo de la sociedad, que si se tratara de cualquier otra cuestión, es decir, ante la ley 
se evidencia una clara prioridad y preferencia de protección al ser humano y la familia 
que a cualquier otro aspecto o condición ajena a esta naturaleza.  
 La legislación nacional representada en este ámbito por el Código de la Niñez y 
Adolescencia si bien no establece a las claras una noción o idea que pueda ser catalogada 
como concepto o definición de lo que conlleva jurídicamente el término adopción, en gran 
medida coincide con la conceptualización planteada y analizada con anterioridad, puesto 
que en su Art. 151 estipula que “…la adopción tiene por objeto garantizar una familia 
idónea, permanente y definitiva al niño, niña o adolescente que se encuentren en aptitud 
social y legal para ser adoptados”.47 (Congreso Nacional del Ecuador, 2003)    
 Partiendo de esta visión jurídica que el legislador ha configurado sobre la 
adopción, cabe destacar dos aspectos fundamentales que en este caso se presentan, por 
una parte está el error dado por el hecho de no existir una definición propia sobre 
adopción en la normativa nacional y por otra, el aspecto positivo que se presenta al 
establecer de manera clara el objeto o finalidad que tiene la adopción de menores en el 
Ecuador. 
 En el primer caso, al no haber sido estipulada por parte del legislador una 
definición propia de lo que significa la adopción, se cae en una condición de 
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vulnerabilidad jurídica debido a que cabe la posibilidad de llevar a cabo interpretaciones 
extensivas capaces de vulnerar derechos o garantías principalmente de niños y 
adolescentes, ya que se puede distorsionar la naturaleza relativa a la institución jurídica 
de la adopción y derivar en errores respecto de su aplicación. 
 Sin embargo de lo manifestado, el aspecto positivo atribuible a la actividad 
legislativa en este caso se remite al enfoque que caracteriza a la adopción, el cual se 
marca claramente por un tutelaje y protección de la estructura familiar como núcleo de la 
sociedad y en especial, la integración de niños o adolescentes a un entorno de familia que 
eleva sus posibilidades de superación personal tanto afectiva como intelectual y 
académicamente. 
2.6. FUNDAMENTO JURÍDICO Y SOCIAL DE LA ADOPCIÓN 
 Un aspecto fundamental para garantizar la comprensión integral de la temática que 
se trata en este capítulo y la posibilidad factible de desjudicializar ciertos derechos de 
niños y adolescentes para asegurar su cumplimiento de la manera más inmediata posible, 
es el tratamiento de la fundamentación tanto jurídica como social que dan origen y avalan 
la posibilidad de adoptar un menor en el Ecuador, pues de esta parte la determinación de 
alternativas adecuadas para evitar que el tutelaje de este segmento poblacional vulnerable 
de la sociedad, pase por el engorroso y demorado sistema judicial, cuyos efectos directos 
fácilmente inciden en la vulneración de garantías y derechos infantiles o juveniles.  
2.6.1.  Fundamento Jurídico de la Adopción 
 Como ya fue señalado anteriormente, la adopción en el Ecuador tiene por objeto 
garantizar el acceso de niños o adolescentes a una familia idónea, permanente y 
definitiva, siempre y cuando este se encuentre en aptitud legal y social para ser adoptado , 
lo cual implica de manera obligatoria contar con un marco normativo que avale los 
procesos correspondientes y genere legalidad en cuanto a diversos aspectos como el del 
cuidado, identidad, representación y otros de similar naturaleza, efectos que tal como lo 
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refiere el jurista Noé Vega, “…estarán limitados normativa y reglamentariamente a las 
necesidades socio-familiares y el interés superior de niños y adolescentes”.48 (Vega, 2007) 
 En este sentido, la legislación ecuatoriana se apega a este criterio y ha formulado 
un marco de normas legales cuya vigencia busca establecer caminos conducentes a 
perfeccionar la figura de la adopción, aunque vale destacar que este cometido no es 
cumplido bajo ningún punto de vista con el cual se anal icen los procesos empleados para 
tal efecto actualmente, por tal razón, es imperativo para los intereses de niños y 
adolescentes que se encuentran en condición de ser adoptados, contar con mecanismos 
desjudicializados que generen celeridad en el fin último de los procesos que es el de 
permitir adoptar menores.    
 Sin embargo de que la judicialización de este tipo de derechos no ha arrojado los 
resultados esperados y deseables socialmente, al encontrarse contemplados en el 
ordenamiento legal vigente del país, deben ser analizados teniendo en cuenta las 
siguientes consideraciones o parámetros: 
- Capacidad para adoptar. 
- Prohibiciones para adoptar. 
- Capacidad para ser adoptados.  
Es necesario manifestar que la confluencia de los tres puntos que se han señalado, 
configura la naturaleza jurídica sobre la cual se fundamenta la institución de la adopción 
en el Ecuador y han permitido hasta la fecha generar defectuosamente los procesos que la 
perfeccionan en la práctica. 
En el Ecuador, el fundamento jurídico para adoptar parte de las estipulaciones 
contenidas en la Constitución de la República
49
 y normas secundarias como el Código de 
la Niñez y Adolescencia, los cuales en términos generales garantizan que los menores 
tendrán derecho a una amplia serie de bienes jurídicamente protegidos como su integridad 
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física y psíquica, derecho a una identidad, salud, nutrición, educación y en especial a 
tener una familia y disfrutar de una convivencia tanto familiar como comunitari a, lo cual 
implica de una manera tácita que la adopción por su naturaleza entra dentro de las 
alternativas para asegurar la comisión de estos objetivos legales y constitucionales.  
De manera complementaria a lo manifestado, es necesario referir la disposición 
constitucional en virtud de la cual “…se reconoce la familia en sus diversos tipos . El 
Estado la protegerá como núcleo fundamental de la sociedad y garantizará condiciones 
que favorezcan integralmente la consecución de sus fines. Estas se constituirán por 
vínculos jurídicos o de hecho y se basarán en la igualdad de derechos y oportunidades de 
sus integrantes”.50 (Asamblea nacional Constituyente, 2008)  
La cita que se ha traído a colación cobra alta importancia por el hecho de 
determinar la factibilidad de crear lazos familiares desde un ámbito jurídico, dentro del 
cual justamente recae la figura legal de la adopción y se demuestra por lo tanto la 
posibilidad y factibilidad de llevarla a cabo sin violentar el marco normativo vigente. 
2.6.1.1. Capacidad para Adoptar 
 El Art. 153, numeral 7 del Código de la Niñez y Adolescencia determina 
claramente que los candidatos a adoptantes deben ser personas idóneas, lo cual acarrea 
necesariamente la obligatoriedad de reunir requisitos o condiciones que se fijan en la 
misma ley, tal es el caso de las expresadas a continuación:
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- Estar domiciliados en el Ecuador o en uno de los Estados con los cuales el Ecuador 
haya suscrito convenios de adopción. 
- Ser legalmente capaces. 
- Estar en pleno ejercicio de los derechos políticos. 
- Ser mayores de veinticinco años. 
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- Tener una diferencia de edad no menor de catorce ni mayor de cuarenta y cinco años 
con el adoptado. La diferencia mínima se reducirá a diez años cuando se trate de 
adoptar al hijo del cónyuge o conviviente, en los casos de unión de hecho que cumpla 
con los requisitos legales. Estas limitaciones de edad no se aplicarán a los casos de 
adopciones entre parientes. Tratándose de parejas, los límites de edad se aplicarán al 
cónyuge, o conviviente más joven. 
- En los casos de pareja de adoptantes, ésta debe ser heterosexual y estar unida por más 
de tres años, en matrimonio o unión de hecho que cumpla los requisitos legales. 
- Gozar de salud física y mental adecuada para cumplir con las responsabilidades 
parentales. 
- Disponer de recursos económicos indispensables para garantizar al adoptado la 
satisfacción de sus necesidades básicas. y, 
- No registrar antecedentes penales por delitos sancionados con penas de reclusión.  
 Estas condiciones determinadas expresamente en el Art. 159 del Código de la Niñez y 
Adolescencia son esenciales para perfeccionar la adopción, y garantizar no solo que el esquema 
jurídico y normativo dado para tal efecto sea cumplido, sino también para asegurar que tanto 
adoptantes como adoptados se integren a un ambiente idóneo para su desarrollo personal y 
familiar. 
De manera complementaria a lo señalado anteriormente, es preciso manifestar que 
parámetros determinantes que marcan la capacidad de adoptar a un menor también se 
encuentran contenidos en el Código Civil ecuatoriano, los mismos que pasan a constituir 
disposiciones supletorias o de soporte para procurar que el perfeccionamiento jurídico de la 
adopción y los efectos socio familiares que acarrea, sean los más convenientes y favorables 
sobre todo para los niños o adolescentes que se encuentran sometidos al proceso en análisis.   
Habiendo sido planteada la perspectiva legal que se refiere a la capacidad de una 
persona para adoptar, es válido integrar al análisis un estudio o crítica sobre lo que acarrea la 
visión doctrinaria en cuanto al tema, debiendo destacarse en este sentido que dicha capacidad se 
encuadra en un marco general que configura la aptitud de quienes se ofrecen o postulan para ser 
considerados en un proceso de adopción bajo la calidad de adoptantes y que se estructura a su 
vez, en tres consideraciones que se detallan a continuación: 
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- Calificar la capacidad. 
- Declaración de idoneidad. 
- Eligibilidad. 
En el primer caso, esto es, para la calificación de la capacidad de una persona para 
convertirse en adoptante, cada sujeto debe reunir u cumplir con los requisitos que para el efecto 
ha implementado la normativa civil ecuatoriana, por cuanto este primer paso va a determinar la 
validez y legalidad de aspectos inherentes al proceso de adopción, como por ejemplo, la 
identidad del menor, sucesiones, tutelaje, patria potestad y otras figuras de connotación jurídico 
familiar vigentes en la actualidad. Respecto de este punto es preciso señalar que no se requiere 
de declaración expresa de autoridad competente, pues tal como lo refiere la doctrina, “…la 
calificación de un ciudadano respecto de su capacidad legal no requiere la declaración de 
autoridad o persona alguna para validarla, ya que la misma por sus efectos acarrea la calidad de 
presunción de hecho, circunstancia que implica o presupone en primera instancia el 
cumplimiento de los requisitos legales correspondientes, y que debe ser probada únicamente 
cuando condiciones especiales se presentan y el hecho así lo requiera”.52 (Ordoñez, 2009) 
 
 En cuanto a la declaración de idoneidad, vale decir que la misma necesariamente 
requiere ser establecida por autoridad competente, la cual emitirá su criterio sustentada en 
estudios previos tanto de carácter psicológico, social, económicos, etcétera, según corresponda 
al régimen jurídico en el cual se lleven a cabo tales estudios, esto con la finalidad de establecer 
el nivel de adecuación relativo a sus recursos y capacidades, lo cual implica en consecuencia 
que no todas las personas envestidas de capacidad legal podrán ser declaradas como idóneas 
para adoptar. 
 Si bien los requisitos o factores señalados anteriormente acarrean amplia trascendencia 
para garantizar que en general el proceso de adopción cumpla con las expectativas sociales y 
familiares, es importante destacar que los dos por si solos no configuran relevancia alguna, lo 
cual hace pensar que el tercer factor relativo a la elegibilidad complementa integralmente la 
condición de adoptante y por lo tanto su capacidad para asumir las responsabilidades que la 
adopción de un niño o adolescente implica tanto legal como familiarmente. 
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 A tal efecto, el jurista Jacinto Ordóñez en su obra Aspectos Jurídicos del Acogimiento 
Familiar, sostiene que “…de las amplias alternativas en candidatos con las que comúnmente 
cuentan los organismos de protección infantil del Estado para asignar menores a través del 
proceso de adopción y que hasta este punto han detentado su capacidad legal así como la 
atribución del carácter de idoneidad por parte de la autoridad competente en dicho proceso, solo 
podrán ser elegidos para ser asignados a niños o adolescentes adoptables aquellos que mejor 
encuadren en las condiciones que garanticen la satisfacción de sus respectivas necesidades”.53 
(Ordoñez, 2009) 
 Cabe manifestar que en este caso los criterios de selección no se ajustan necesariamente 
a un orden cronológico de asignación, ya que se toman en cuenta otro tipo de factores cuya 
confluencia es la que determina la elegibilidad de los candidatos.  
2.6.1.2. Prohibiciones 
Es importante señalar que la legislación nacional no contempla de manera 
estructurada un enfoque normativo que fije las condiciones en las que un adoptante o un 
adoptado incurran o deban incurrir para que se presente la imposibilidad de lleva r a cabo 
el proceso de adopción en el Ecuador, sin embargo, de manera dispersa el Código de la 
Niñez y Adolescencia hace ciertas alusiones en cuanto al tema y procura fijar parámetros 
que limitan el desarrollo del proceso en análisis con la finalidad de asegurar que derechos 
y garantías principalmente de los menores no se vean vulneradas por conveniencias o 
argucias particulares. 
 Respecto de lo manifestado en el párrafo que antecede, se torna válido hacer 
referencia a ciertas prohibiciones importantes que la norma legal ha establecido en cuanto 
al proceso de adopción y la factibilidad de llevarlo a cabo, tal es el caso de la prohibición 
tácita que se hace de llevar a cabo la adopción simple, esto es, la posibilidad de adoptar a 
un menor sin que para tal efecto se corten íntegramente los lazos de parentesco con su 
familia anterior. 
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 En este sentido, el Art. 152 del Código de la Niñez y Adolescencia estipula claramente 
que “…la ley admite solamente la adopción plena, en virtud de la cual se establecen entre el o 
los adoptantes y el adoptado todos los derechos, atributos, deberes, responsabilidades, 
prohibiciones, inhabilidades e impedimentos propios de la relación parento filial. En 
consecuencia, jurídicamente el hijo adoptivo se asimila en todo al hijo consanguíneo. La 
adopción extingue el parentesco entre el adoptado y los miembros de su familia de origen. No 
obstante, quedarán subsistentes los impedimentos matrimoniales que afectaban al adoptado por 
causa de las relaciones de parentesco extinguidas”54. (Congreso Nacional del Ecuador, 2003)  
 Del mismo modo, teniendo en cuenta las consideraciones desprendidas del primer 
principio de la adopción fijado por la legislación de la niñez y adolescencia en el país, se 
colige que la referida adopción no será viable en tanto no se hayan agotado las medidas de 
apoyo a la familia y la reinserción familiar, norma que claramente busca precautelar los 
lazos de parentales originales y fortalecer en este sentido la cohesión de la familia.   
 Una medida de aceptación generalizada y que se encuadra dentro del ámbito de las 
prohibiciones respecto de la adopción, es la limitación que el legislador ha implementado 
a la separación de los hermanos, señalándose en este caso que solamente en casos de 
excepción podrán ser separados cuando mantengan relaciones familiares entre sí, 
adoptándose de presentarse el caso las medidas necesarias para que se mantenga la 
relación entre hermanos y la continua comunicación. 
 Sin embargo del aspecto positivo que acaba de ser resaltado en la disposición 
referida, que se encuentra contenida en el Art. 156 del Código de la Niñez y 
Adolescencia, es preciso manifestar que la misma acarrea un grave error por la 
ambigüedad que la caracteriza al establecer de manera general la posibilidad de separar 
hermanos como resultado de la adopción en casos excepcionales, lo cual puede prestarse 
sin dudas a la interpretación o adaptación de la norma a conveniencias particulares y no al 
beneficio de niños, niñas o adolescentes sometidos al proceso en análisis. 
 Otra de las prohibiciones que figuran respecto de la adopción,  impide que 
cualquier persona mayor de veintiún años sin excepción alguna pueda ser adoptada, 
teniendo en cuenta que incluso para adoptar a personas menores de la edad señalada y 
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consideradas como adultas, es imperativo que se cumplan ciertos parámetros como los 
detallados a continuación: 
- Cuando tienen con el candidato a adoptante una relación de parentesco dentro del 
quinto grado de consanguinidad. 
- Cuando han estado integradas al hogar del candidato a adoptante en acogimiento 
familiar por un período no inferior a dos años. 
- Cuando han estado integradas al hogar del candidato desde su niñez, o desde su 
adolescencia por un período no inferior a cuatro años. 
- Cuando se trata de adoptar al hijo del cónyuge. 
Por otra parte, también queda expresamente prohibido a los tutores de un niño, niña o 
adolescente adoptar a su pupilo mientras no haya cesado legalmente en las funciones de su 
cargo y las cuentas de su administración hayan sido probadas judicialmente. 
Finalmente, la normativa de la niñez y adolescencia vigente señala de forma expresa 
que las adopciones quedan prohibidas en dos casos, el primero respecto de la criatura que está 
por nacer y el segundo “...por parte de candidatos predeterminados, salvo cuando el niño, niña o 
adolescente a adoptarse sea pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad del candidato a 
adoptante, o hijo del cónyuge o conviviente en los casos de unión de hecho que reúna los 
requisitos legales. No obstante, aun en estos casos los candidatos a adoptantes deben ser 
declarados idóneos de acuerdo con las reglas generales”55. (Congreso Nacional del Ecuador, 
2003)  
 En términos generales, lo que el legislador ha buscado concretar o alcanzar con la 
determinación de límites y prohibiciones a la capacidad de adoptar o ser adoptado de una 
persona, es garantizar que los derechos y garantías de los menores sean respetados mediante el 
cumplimiento de varios factores como el del cuidado, educación, salud, etcétera, para lo cual, se 
busca consignar el cuidado familiar de los menores a personas que demuestren una marcada 
capacidad y se ajusten a los parámetros legales que para el efecto se han impuesto, esto, sumado 
a la necesidad social de consolidar la formación familiar como núcleo de la sociedad y velar por 
la protección afectiva de las personas, sobre todo cuando estas pertenecen a grupos que según la 
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normativa constitucional requieren de atención prioritaria por parte del Estado, la misma 
sociedad y la familia. 
 2.6.1.3. Quién Puede ser Adoptado 
 Como principio general tomando en cuenta lo manifestado por la legislación de la 
niñez y adolescencia ecuatoriana, es preciso señalar que pueden ser adoptados todos los 
niños, niñas y adolescentes que se encuentran en aptitud social para tal efecto , es decir 
que, en palabras de la tratadista Luisa Valles, “…independientemente de los requisitos 
que para la adopción se imponen en cada Estado, la calidad de elegibilidad que se le 
atribuye a un menor está dictada por las condiciones socio jurídicas en las que este se 
encuentra inmerso, pues los límites que generalmente se presentan son el resultado de 
tendencias jurídicas que han influido en el legislador y consecuentemente en los sistemas 
de adopción”.56 (Valles, 2007) 
 Partiendo de esta perspectiva tanto jurídica como doctrinaria sobre quienes pueden 
ser adoptados, vale decir que en el caso ecuatoriano dicha condición se ajusta a 
parámetros contenidos en el Código de la Niñez y Adolescencia, que si bien no se 
encuentran organizados de manera sistemática sino de un modo disperso, implican las 
consideraciones a ser observadas para generar el otorgamiento de la condición de 
elegibilidad de un menor, así entonces, vale decir que las reglas más importantes en este 
sentido son las siguientes:
57
 (Congreso Nacional del Ecuador, 2003) 
- En el Ecuador solo podrán ser adoptadas las personas que aún no hayan cumplido 
los dieciocho años de edad, salvo ciertas excepciones establecidas en el Código de 
la Niñez y Adolescencia. 
- Aptitud legal para ser adoptado según consideraciones del juez que concluyan que 
el niño o adolescente se encuentra cumpliendo con requisitos determinados en la 
ley. 
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La calificación que dicta la aptitud legal de un menor para ser adoptado, se remite 
a cuatro parámetros que pueden recurrir individual o conjuntamente en cada caso, lo 
importante es que por lo menos uno de estos se perfeccione. 
El primer caso hace referencia a la orfandad respecto de sus dos progenitores, el 
segundo caso versa sobre la imposibilidad de establecer con certeza quienes son los 
progenitores de un menor, o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad . 
El tercero y el cuarto caso se remiten a condiciones de carácter jurídico como por 
ejemplo la privación de la patria potestad a ambos progenitores que es la tercera directriz 
para calificar la elegibilidad de un menor en el proceso de adopción, y el consentimiento 
de sus progenitores cuando estos no hayan sido privados de la patria potestad para 
someter a su hijo a la adopción.   
2.6.2.  Fundamento Social de la Adopción 
 La tendencia humana de agruparse con la finalidad de encontrar protección frente 
a posibles contingencias propias de la vida, constituye un instinto primitivo que se ha 
registrado desde los inicios del hombre, por lo tanto, la necesidad de cimentar los lazos de 
unión familiar o por amistad no tienen su origen necesariamente en el ámbito afectivo, 
sino más bien en cuestiones de seguridad personal ante posibles riesgos externos, tal 
como lo manifiesta Amparo Rentería en su obra titulada La Evolución de la Sociedad 
Humana. 
 De esta necesidad propia del hombre se ha derivado con el paso de los siglos una 
estructuración social compleja que está marcada actualmente por el imperio de la ley y su 
aplicación por parte del Estado, con la finalidad de garantizar armonía y respeto a los 
derechos individuales de cada miembro que compone el conglomerado humano que se ha 
organizado y se interrelaciona entre sí, sin embargo, esta perspectiva general sobre el 
comportamiento social del hombre abarca otra forma de relación mucho más singularizada 
o específica que se centra en la constitución de núcleos humanos más pequeños 
denominados como familias, las cuales conforman en esencia el andamiaje mismo de la 
sociedad y del Estado como tal. 
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 En este sentido, una de las alternativas que se ha implementado con el paso del 
tiempo para poder dar paso a la conformación de una familia es la adopción de miembros 
ajenos o no a su parentesco sanguíneo, acatando siempre reglas preexistentes que dictan el 
procedimiento y los alcances de esta figura tan importante en el Derecho de Familia 
actual.  
 Al tratar la figura jurídica de la adopción desde la perspectiva social, es preciso 
referirse a los planteamientos expuestos por Leonor Cárdenas, quien manifiesta que e n 
materia de adopciones “…la asistencia social es uno de los principios fundamentales de 
ese derecho, que se presta a los grupos más vulnerables de la sociedad mediante aquellas 
acciones realizadas en beneficio del individuo y de la generalidad, dirigidas a proteger, 
promover y restaurar la salud de la persona y de la colectividad, en el entendido de que la 
salud en su forma integral es más que el aspecto biológico, comprende también, los 
factores socioeconómicos y culturales que inciden en ella  y que dan lugar a grupos 
socialmente vulnerables, mayormente constituidos por menores en situación de abandono 
que requieren protección  a fin de evitar los riesgos a que están expuestos y reintegrarlos a 
una vida más útil para sí mismos y la comunidad”.58 (Cárdenas, 2004)   
 La cita propuesta en el párrafo que antecede refleja y explica de una manera muy 
clara cuales son los fundamentos sociales que hacen factible el proceso de adopción y la 
vigencia de la misma, pues señala que es una obligación del conglomerado humano 
organizado socialmente velar por la integridad de todos y cada uno de sus miembros, 
mucho más cuando se trata de grupos vulnerables como el de los niños y adolescentes , 
quienes de modo común sobre todo en países de América Latina caen en situación de 
abandono. 
 Para tal efecto, la recurrencia de medidas estatales de protección y la posibilidad 
de que socialmente cada individuo pueda generar una contribución al tutelaje de menores  
como por ejemplo a través de la adopción de niños o adolescentes, constituye una 
alternativa válida que permite en la gran mayoría de los casos  ofrecer mejores 
oportunidades de vida y acceder consecuentemente a un futuro con buenas perspectivas.     
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3. DESJUDICIALIZACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS 
MENORES 
3.1. CONCEPTO DE DESJUDICIALIZACIÓN 
 Entendida la desjudicialización como el fenómeno jurídico en razón del cual se 
configura la intención de quien o quienes se hallan involucrados en una determinada 
controversia, de solucionarla empelando para tal efecto mecanismos distintos a de la vía 
judicial, en cuyo caso, se recurre a disciplinas de naturaleza extrajudicial como la 
psicológica, la medicina, la sociológica, la educación y otras de similares características, 
vale decir que está en el ámbito de la niñez y adolescencia es susceptible de acarrear 
resultados sumamente positivos para la esfera social, por cuanto tiene la capacidad evitar 
el sometimiento de la controversia al crítico sistema procesal ecuatoriano, más aun, 
cuando el tipo de derechos que se reclaman en estos casos requieren de celeridad y 
efectividad reales. 
 De este modo, es preciso traer a colación el planteamiento hecho por el jurista 
Alfonso Silva, quien en su obra “Derechos Humanos de los Niños y Adolescentes y la 
Legislación Internacional”, sostiene que “…a diferencia del Derecho Penal  de adultos 
tradicional, este modelo de justicia juvenil se caracteriza – o debe caracterizarse- por 
resolver el menor número de conflictos en la esfera judicial de allí que las medidas 
desjudicializadoras forman parte fundamental de él. Se prefiere la remisión y la 
conciliación entre autor y víctima”.59 (Silva, 2007)   
 En este sentido, el referido autor avala y de una manera correcta, fomenta el 
empleo de medidas desjudicializadoras en el ámbito de menores, sin embargo de lo cual, 
no hace referencia alguna a la necesidad de circunscribir dichas medidas a postulados 
legales y principios constitucionales básicos vigentes, con la finalidad última de velar 
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integralmente por el interés superior del niño o adolescente de que se trate , es decir, que 
los mecanismos desjudicializados que sean adoptados y empleados en el ámbito de 
menores deberán estar necesariamente sometido al ordenamiento legal sustantivo en un 
sentido imperativo, más no así en al ámbito procesal o adjetivo que en el caso ecuatoriano 
es donde se concentran las falencias más críticas.   
 Complementariamente a los criterios que se han establecido con anterioridad, es 
preciso citar al tratadista José Rico, quien respecto de la noción conceptual de 
desjudicialización señala que “…indica precisamente los asuntos tratados por la 
colectividad, las causas no transmitidas a la justicia , las conciliaciones que intervienen 
antes del juicio, la imposición de sanciones no penales o, en todo caso, no privativas de la 
libertad. La desjudicialización tiene pues por objeto principal mantener a los individuos 
fuera del sistema de justicia penal”.60 (RICO, 1998) 
 En este sentido, también se pronuncia Jacinto Ordóñez, quien al hablar de l 
concepto de desjudicialización plantea que “…es la capacidad asistida por la ley pero 
exenta de sometimiento procesal con la que cuentan los ciudadanos cuyos derechos 
personales han sido transgredidos, para solventar diferencias y controversias derivadas de 
tal transgresión en vías alternas a la judicial, respetando puntualizaciones básicas que en 
Derechos se han planteado para asegurar la armonía social”.61 (Ordoñez, 2009)   
 Los conceptos que han sido citados respecto de la desjudicialización, desde una 
perspectiva general mantienen una evidente compatibilidad entre ellos, sobre todo en lo 
que respecta a la facultad de mantenerse fuera del sistema judicial común para solucionar 
determinadas controversias que se presenten, sin embargo, en ningún caso se hace o se 
plantea una limitación de la misma sobre las materias o derechos a ser tratados mediante 
mecanismos desjudicializados, tal como se lo hace por ejemplo en el caso de los procesos 
de mediación, en cuyo caso, si bien constituye una alternativa conveniente y viable en el 
caso de la realidad social y jurídica ecuatoriana, esta debe ser normada  expresamente por 
el legislador con la finalidad de evitar la comisión de vulneraciones a derechos y garantías 
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devenidas de la no intervención de autoridades jurisdiccionales o la inexistencia de un 
proceso. 
3.2. EJERCICIO DE LOS DERECHOS  DE LOS MENORES 
 La connotación que implica la idea de ejercicio de los derechos atribuibles a 
niños, niñas y adolescentes en el Ecuador, encierra dos aspectos claramente definidos 
entre sí, por una parte la potestad de acceder a los beneficios que de dichos derechos se 
desprenden y por otra, la naturaleza jurídica de potestativos o facultativos que son 
conferidos a los menores. 
 En el primer caso, cabe tener en cuenta que la idea y capacidad legal que 
determina la noción de ejercicio se encuentra constituida a la vez por la recurrencia de 
cuatro elementos, esto es, la conservación, el goce, la seguridad y la defensa, los cuales en 
su conjunto le facultan al individuo para acceder imperativamente por mandato de la ley a 
los derechos que en ella se determinan. 
 En cuanto tiene que ver con el segundo aspecto al que se hacía referencia con 
anterioridad, es decir el Derecho como tal, vale decir que constituye una noción jurídica que 
nace de la ley y que le faculta al beneficiario de este o su titular a aprovechar los potestativos 
determinados de manera previa al pretendido ejercicio de los mismos, por lo tanto, se puede 
inferir en base a los dos argumentos que se han planteado sobre ejercicio y derecho que el 
ejercicio de los derechos de los menores en el país parte de la ley y por lo tanto el cumplimiento 
de estos no puede ser retardado o menos reprimido, más aún cuando la legislación nacional 
claramente señala que los derechos de la niñez y adolescencia y en general de grupos 
vulnerables de la sociedad son de aplicación y acatamiento obligatorio por parte del Estado y de 
la sociedad. 
 Con la finalidad de dar cumplimiento expreso a esta necesidad social y mandato legal 
que se ha detallado en el párrafo que antecede, el jurista Roberto Vásquez de manera acertada 
señala que “…quien al ser catalogado por la ley como titular de un derecho se le atribuye 
inmediatamente la capacidad para ejercitarlo y se le provee así mismo los medios para el 
cumplimiento de dicho efecto, los cuales se encuentran avalados y supeditados a la injerencia 
directa del Estado a través de la Función o Poder Judicial, pero entiéndase que para la aplicación 
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de este tipo de derechos y su consustancial ejercicio, es necesario tener en cuenta la naturaleza 
del derecho y el fin mismo sobre el cual recae su carácter tutelar, pues si bien, la posibilidad de 
ejercitar un derecho siempre está presente, los derechos por su parte no siempre se encasillan en 
la categoría de optativos”.62 (Vásquez, 2011) 
 Lo que implica la cita referida es que el ejercicio de un derecho generalmente 
viene respaldado por la capacidad jurídica y coercitiva que tiene el Estado para la 
aplicación de la ley de la cual se derivan los derechos, debiendo entenderse en este caso 
que un individuo titular de un derecho siempre contará con la posibilidad para hacer 
prevalecer al mismo, pero se deben tener en cuenta ciertas excepciones como las de 
aquellos derechos que son de carácter irrenunciable, en cuyo caso, su reclamación ya no 
queda como un potestativo personal de quien se cree asistido por un derecho, sino que su 
goce pasa a convertirse en una imposición de la ley, pese a que para tal efecto medie el 
rechazo del titular de que se trate. 
 La normativa constitucional es clara respecto del tema que se plantea en este 
numeral, ya que determina que es el Estado en este caso a través del sistema nacional 
descentralizado de protección integral de la niñez y adolescencia, el que tiene la 
obligación de asegurar el ejercicio pleno de los derechos y garantías de este segmento de 
la sociedad.
63
 (Asamblea nacional Constituyente, 2008). 
 Como premisa básica en este caso, es importante considerar también que el Art. 11 
de la Constitución de la República del Ecuador en su No. 6, establece que todos los 
principios y derechos son inalienables, irrenunciables y otras características adicionales , 
lo que permite concluir que las garantías jurídicas que hayan sido configuradas en favor 
de la niñez y adolescencia tendrán que ser aplicadas de forma obligatoria por el Estado, la 
sociedad y los ciudadanos en general. 
 De manera concordante con la Constitución de la República, el Código de la Niñez 
y Adolescencia también ha implementado una disposición similar, determinado 
textualmente que “…por su naturaleza, los derechos y garantías de la niñez y adolescencia 
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son de orden público, interdependientes, indivisibles, irrenunciables e intransigibles ”.64 
(Congreso Nacional del Ecuador, 2003). 
 Vale decir que el ejercicio de los derechos de los menores que en el caso 
ecuatoriano se remite entre otras cosas a su aplicación y respeto, es de naturaleza 
obligatoria no solo para quienes mantienen bajo su protección a niños o adolescentes  sino 
para el Estado y cada miembro de la sociedad, debido principalmente a que el pacto social 
sobre el que se fundamenta la organización del hombre ha convenido en dar prioridad y 
relevancia al tutelaje de grupos humanos vulnerables. 
Sin embargo de lo manifestado y pese a que ya se ha determinado la imperatividad 
de los derechos de niños y adolescentes bajo premisas establecidas constitucional y 
legalmente en la legislación ecuatoriana, la problemática que atraviesa actualmente la 
sociedad es crítica y caótica debido a graves falencias en el cumplimiento de este objetivo 
por parte del Estado, lo cual trae como consecuencia una serie de conflictos que son 
analizados a continuación desde el punto de vista social.   
3.3. COMO PROBLEMAS SOCIALES  
 El ejercicio de los derechos de los menores durante varias décadas se ha 
mantenido como uno de los desafíos y necesidades más imperiosos en el Ecuador, 
fundamentalmente porque la niñez y adolescencia constituyen la base más importante del 
recurso humano con el que cuenta el país. 
 En este sentido, la legislación nacional por largo tiempo ha carecido de medios 
efectivos para garantizar el tutelaje de los derechos relativos a la niñez y adolescencia, 
pese a que los mismos como ya fue señalado con anterioridad mantienen un carácter de 
obligatoriedad en cuanto a su cumplimiento y también de preferencia frente a otros 
derechos, tal es así, que la cultura de los ecuatorianos aún hoy en día da por sentado y 
considera común que menores trabajen o que no accedan al sistema educativo, hechos que 
entre otros generan necesariamente un conflicto social muy grave. 
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 La connotación social que adquiere la problemática en análisis y que parte 
exclusivamente de la incapacidad legal y administrativa atribuible al Estado ecuatoriano 
para solventarla, tiene  como efecto principal el debilitamiento de la estructura misma de 
la sociedad, ya que torna imposible asegurar una convivencia integral e ideal allanada no 
solo a los principios jurídicos dictados en favor de niños y adolescentes, sino también a 
potestades imperativas como el derecho a la educación, salud, ámbito familiar adecuado, 
entre otros. 
 En tal razón, el problema jurídico que se presenta en la realidad nacional respecto 
del cumplimiento y ejecución de derechos infantiles y de adolescentes mantiene un 
estrecho vínculo con el interés social y determina por lo tanto, una afectación directa 
sobre este que puede ser positiva o negativa, en cuyo caso, uno de los aspectos focales a 
ser estudiados consiste en los mecanismos con notoria factibilidad para ser recurridos con 
la finalidad de asegurar el cumplimiento de los derechos del menor, postulado que es 
compartido por el sociólogo Pedro Soto cuando manifiesta que “…la protección del ser 
humano es un alto deber del Estado y por lo tanto no puede reusarse o excusarse de la 
obligación que genera el imperio de su accionar sobre la vida social , principalmente 
cuando está direccionado a grupos sociales generalmente desprotegidos por la legislación 
y la institucionalidad orgánica, tal es el caso de niños,  adolescentes, ancianos, mujeres en 
gestación o discapacitados”.65 (Soto, 2008).     
 Las prácticas administrativas en el Ecuador desde los inicios de la Época 
Republicana han estado caracterizadas por un claro corte sectario  de aplicación, tendiente 
a beneficiar con evidente notoriedad y abundancia a la clase dominante que ha ejercido el 
poder en este país en el campo político y económico a lo largo de su historia y que por 
otra parte, ha enrumbado el desarrollo social general hacia condiciones extremadamente 
vulnerables sobre todo para quienes en la actualidad son calificados como grupos 
vulnerables o personas que requieren de atención prioritaria.  
 Dentro de este calificativo se encuentran incluidos niños, niñas y adolescentes, 
quienes al ver afectados sus principales garantías constitucionales y legales pasan a 
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configurar un problema de carácter social que requiere necesariamente de la intervención 
de un régimen normativo aplicable tanto en la esfera pública como privada.   
3.4. PROCEDIBILIDAD JURÍDICA 
 En el caso de la legislación ecuatoriana, la naturaleza de las disposiciones que 
regulan actualmente la garantías más básicas de niños, niñas y adolescentes, mantiene un 
carácter de elevada jerarquización jurídica que permite hacer efectivo por lo menos en 
teoría el ejercicio de los derechos de los menores, ya que cabe aclarar, las mismas se 
hallan estipuladas tanto en el ámbito constitucional como en el ámbito legal  y por 
mandato normativo directo su aplicación es inmediata. 
 Esta premisa permite concebir la idea de que los derechos que se infieren 
consustanciales a la niñez y adolescencia, generan la necesidad social por el solo hecho de 
encontrarse contemplados en el Derecho Positivo nacional, de establecer mecanismos 
procesales que viabilicen su plena aplicación y efectividad, atendiendo para tal efecto los 
diferentes principios que en materia procesal se han establecido en la legislación 
ecuatoriana, así entonces, se debe velar por la preeminencia de la celeridad, legalidad, 
eficacia y otros principios de similares características.     
 En el caso específico del Código de la Niñez y Adolescencia ecuatoriano y lo 
referente a la substanciación de controversias que en este ámbito se generen, puede 
plantearse que la doctrina jurídica nacional frente al tema de manera casi consensual ha 
concluido que existe un avance relativamente considerable en la última codificación, pues 
en esta se determinan convenientemente una gama de conceptos que por su naturaleza son 
capaces de clarificar ciertas nociones que pudiesen estar equivocadas, sumando además a 
esta virtud normativa el hecho de que la determinación específica de criterios 
conceptuales sobre nociones importantes en materia de niñez y adolescencia, es capaz de 
contribuir a la eliminación de interpretaciones extensivas capaces de vulnerar derechos de 




 Por su parte, la procedibilidad jurídica para el ejercicio de garantías fundamentales 
y derechos de grupos vulnerables entre los que se encuentran incluidos niños y 
adolescentes, se circunscribe a los parámetros que el legislador establece en la ley con la 
finalidad de que la actuación procesal sea valedera, es decir, se refiere a requisitos de 
procedibilidad que constituyen un filtro o etapa de selección en la cual se fundamenta la 
actuación de la Administración de Justicia. 
 En este caso, tanto la procedibilidad como la desjudicialización de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes mantienen un elevado grado de relación e injerencia entre sí, 
pues del análisis de los dos criterios se desprende que en la realidad procesal ecuatoriana 
es factible recurrir a alternativas determinadas fuera de la substanciación judicial común, 
más aun en este tipo de controversias en donde se pone de manifiesto el interés superior 
del niño y adolescente frente a la vulneración de sus derechos.   
 Cabe indicar que la legislación ecuatoriana cuenta con alternativas pre-procesales 
de fácil acceso destinadas a la resolución de conflictos en materias que por su naturaleza 
son transigibles y en las que se incluyen las de los derechos de grupos vulnerables, hecho 
que hace factible asegurar de un modo rápido y eficiente el tutelaje de niños y 
adolescentes en el país. 
 Lo que debe destacarse respecto de la referida protección infantil y juvenil, es que 
cuenta con el carácter de interés superior consagrado expresamente en la normativa 
constitucional y en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, por lo tanto, la 
resolución de litigios que se presentan en este ámbito debe ser imperativa, inmediata y 
justa debido a la gravedad de la situación que genera una vulneración de derechos de una 
persona, mucho más cuando esta es considerada jurídicamente  bajo la percepción de 
vulnerabilidad social, tal como sucede en el caso de niños, niñas y adolescentes, por lo 
tanto, es lógico suponer que procedimientos alternativos a los judiciales son procedentes 
para cumplir con este objetivo. 
 En esta misma línea de pensamiento, es preciso tener en cuenta que bajo los 
parámetros procesales que actualmente se emplean para efectivizar los derechos de los 
menores en el Ecuador, se configura una clara vulneración de los mismos, por cuanto 
carecen de cualquier tipo de efectividad frente al cumplimiento de los principios jurídicos 
76 
 
sobre los que se sustentas sus inherentes derechos, es decir,  que el sometimiento de 
controversias al ámbito judicial hasta ahora solo demora y obstaculiza la aplicación de 
estos y perjudica en última instancia no solo a niños y adolescentes sino también a la 
sociedad en general.  
 Con la finalidad de sustentar adecuadamente los planteamientos que han sido 
expuestos con anterioridad y demostrar la inconveniencia de someter el cumplimiento de 
los derechos y garantías relativas a la niñez y adolescencia en el Ecuador al sistema 
judicial común, se fija un análisis sucinto sobre lo que implica un proceso judicial  y las 
complicaciones que de este se derivan, y de este modo se justifica la necesidad de recurrir 
a medios más eficientes con la finalidad de efectivizar el ejercicio de los derechos en 
análisis, tal como sucede en el caso de la mediación que pasaría a constituirse en un 
mecanismos de aplicación para los derechos desjudicializados del menor. 
3.5. ETAPAS DEL PROCESO 
 Como ya ha sido referido anteriormente, el proceso judicial en virtud del que 
actualmente se resuelven las controversias relativas a la niñez y adolescencia en el 
Ecuador, mantiene una serie de falencias que no le permiten cumplir con las expectativas 
jurídicas y las exigencias que de las claras necesidades sociales se desprenden, no solo 
porque los plazos para su ejecución y el cumplimiento de sus procesos son muy largos, 
sino también porque existe una deficiente administración de justicia debido a la estructura 
burocrática de la Función Judicial y la derivada incapacidad para evacuar la enorme carga 
laboral que conoce periódicamente. 
 A continuación se plantean los criterios doctrinarios más adecuados a las 
necesidades de la presente investigación, y en virtud de los cuales se ha analizado la 
estructura o etapas del proceso judicial, debiendo manifestarse en este caso, que el mismo 








- Ejecutiva.  
La confluencia de las numerosas etapas es lo que en el Ecuador configura el 
esquema general del proceso legal, las mismas que si bien son necesarias e indispensables 
en ciertos casos, no proveen el mecanismo adecuado para ajustarse a las necesidades 
jurídicas y sociales que se desprenden del interés superior de niños y adolescentes para el 
ejercicio de sus garantías.   
3.5.1. Etapa Expositiva o Postulatoria 
 Respecto de esta etapa del proceso, el jurista Rosalío  Bailón señala que “…en 
esta etapa las partes en el proceso planean sus pretensiones y resistencias, relatan los 
hechos, exponen lo que a sus intereses conviene y aducen los fundamentos de Derecho 
que consideran les son favorables. Esta etapa postulatoria por regla general, termina 
cuando ha quedado determinada la materia sobre la cual habrá de probarse, alegarse y, 
posteriormente, sentenciarse”.66 (Bailón, 2011). 
 La cita planteada es clara con respecto a la especificación de lo que constituye la 
etapa expositiva o postulatoria en una contienda judicial  y mantiene en este sentido una 
marcada compatibilidad con lo expuesto por otros juristas, como es el caso de Hadar 
Moreno quien señala que “…una etapa expositiva también llamada postulatoria, es en la que 
las partes exponen sus pretensiones ante el juzgador, así como los hechos y preceptos jurídicos 
en que se basan, sus acciones”. (Moreno, 2007) . 
 Una vez que ha sido determinado conceptualmente lo que implica la etapa 
expositiva en el proceso legal, vale decir que la misma al constituirse en la planeación de 
las pretensiones de los sujetos procesales y en sí el establecimiento mismo de la litis,  esta 
tiene su origen judicial en la demanda que plantea el actor para exigir el cumplimiento de 
sus derechos o de terceras personas, la cual a su vez, es sometida a una sub etapa en la 
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que interviene la autoridad jurisdiccional de que se trate para dictaminar su admisión, 
prevención o desechamiento. 
  Cabe señalar que en virtud del análisis planteado por ciertos tratadistas, se emite 
el criterio que al interior de esta etapa se encuentran también incluida la fase conciliatoria 
y la depuración procesal, aunque en este caso y tal como lo manifiesta Ramiro Vergara, 
tales condiciones solo quedan determinadas en razón de la normativa procesal que se esté 
aplicando en cada país. (Vergara, 2009). 
3.5.2. Etapa Probatoria 
 Una de las etapas o fases con mayor relevancia dentro del proceso judicial es la 
probatoria, ya que la misma permite a la autoridad jurisdiccional de que se trate, atribuir 
responsabilidades o eximir de las mismas a quien ha sido sometido a juicio generalmente 
en calidad de demandado, gracias a que en esta mediante procesos técnicos y científicos 
investigativos de comprobada valía es posible esclarecer la verdad de los hechos.  
 Respecto de lo manifestado anteriormente la doctrina jurídica ha manifestado de 
manera acertada que la etapa probatoria “…es donde se acreditan las pruebas que se 
pretenden demostrar de acuerdo a la pretensión que se le plantea al juez, del mismo modo 
también hace valer su defensa y excepciones el demandado. Las partes tienen que 
demostrar de una manera fehaciente que las pruebas presentadas tienen la finalidad de 
crear certeza en el juez, pues de este modo el impartirá justicia de acuerdo a la pretensión 
y a los medios probatorios presentados”.67 (SOTO C. , 2001)  
 Cabe advertir que la etapa probatoria bajo los parámetros determinados con 
anterioridad, constituye el puntal lógico sobre el que se cimenta la decisión final de la 
autoridad jurisdiccional en la resolución de una contienda recaída en bajo conocimiento, 
por lo tanto, es imperativo no solo para los intereses de cada persona particular sobre la 
cual se juzga sino para la estructura misma del Estado y fundamentalmente de la Función 
Judicial, contar con mecanismos probatorios adecuados a la necesidad de su sociedad, 
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efectivos y oportunos, ya que de los resultados obtenidos por dichos mecanismos 
probatorios se configura la credibilidad del sistema y la aceptación del mismo por parte de 
los usuarios. 
3.5.3. Etapa Conclusiva 
 Esta etapa del proceso judicial que ciertos tratadistas también la han denominado 
como etapa pre conclusiva y de alegatos, se encuentra caracterizada por la recurrencia de 
consideraciones lógicas, razonamientos, reflexiones y argumentaciones expuestas por los 
sujetos procesales en controversia con la finalidad de generar un convencimiento en la 
apreciación del juzgador respecto de las diferentes posiciones planteadas, es decir, la 
pretensión fundamental es la de crear una idea o tendencia en el organismo jurisdiccional 
de lo que se busca conseguir en la substanciación del juicio. 
 Vale decir que los alegatos dependiendo del sistema jurídico que sea empleado en 
cada país, pueden ser presentados en forma oral o escrita teniendo en consideración 
siempre la razón y la verdad para tal efecto, puesto que de su mala utilización pueden 
configurarse infracciones penales como la injuria. 
 En términos generales, la etapa conclusiva se remite al momento procesal en el 
que las partes actuantes en una contienda sometida a conocimiento jurisdiccional exponen 
sus alegatos, considerados estos por el Jurista Guillermo Cabanellas como “…el 
argumento escrito u oral que después de practicar las pruebas, pueden presentar las partes 
en primera instancia, y antes de la sentencia”68. (Cabanellas, Diccionario Jurídico 
Elemental, 1999)     
3.5.4. Etapa Resolutiva 
 En esta etapa se genera una condición especial respecto de la actividad procesal de 
los intervinientes en un juicio, puesto que en la misma se genera una actuación exclusiva 
de la autoridad jurisdiccional y deja insubsistente cualquier tipo de pretensión que tengan 
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los demás sujetos procesales, lo que implica en consecuencia, que el juzgador emite una 
sentencia que pone fin al proceso y resuelve la controversia sustanciada ante su autoridad. 
 Con este criterio concuerda el jurista Rodolfo Bucio quien al efecto manifiesta que 
“…en la etapa resolutiva el juez resuelve la litis planteada, mediante el acto llamado 
sentencia, con el que se concluye el proceso en su primera instancia, es decir, el juzgador 
emite su juicio sobre la controversia planteada”69. (Bucio, 2009)    
3.5.5. Etapa Impugnativa 
 La naturaleza de la etapa impugnativa en el desarrollo de una contienda judicial ha 
hecho que la misma no siempre se presente en esta, por cuanto su recurrencia es de 
carácter discrecional y por lo tanto facultativa para los sujetos procesales que se 
encuentran en controversia, sin embargo de lo cual, ofrece una nueva posibilidad legal 
para validar los derechos de una persona cuando crea que los mismos han sido vulnerados 
y la autoridad jurisdiccional ha errado en su decisión final. 
 En este sentido, el jurista Manuel Flores destaca que esta etapa “…resulta 
facultativa en tanto que depende de la voluntad expresa del protagonista procesal que se 
sienta afectado por la decisión del juez. Se abre mediante la presentación de los recursos 
respectivos y conduce a la confirmación o revocación de lo decidido por parte de las 
instancias inferiores. Puede también producirse la invalidación del proceso por razones de 
naturaleza procesal declarándose la nulidad de lo actuado y la subsanación de los defectos 
en que se hubiese incurrido, en la medida en que ello fuera posible”. 70 (Flores, 2011)  
 Este criterio susceptible de ser considerado como acertado frente a los 
requerimientos doctrinarios de la presente investigación, determina de modo claro y 
concreto los aspectos que dan lugar a la configuración jurídica de la etapa de 
impugnación, debiendo acotarse únicamente que en el caso ecuatoriano la referida etapa 
desde una perspectiva general mantiene una serie de niveles que permiten llegar a los 
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recurrentes o accionantes según corresponda incluso hasta el ámbito de análisis 
constitucional, esto si para el efecto se mantiene el criterio que la etapa de impugnación 
constituye la posibilidad de rechazar una decisión de autoridad jurisdiccional y ponerla a 
consideración de una autoridad superior. 
3.5.6.  Etapa Ejecutiva 
 El jurista Manuel Flores al referirse a la etapa procesal denominada como Ejecutiva 
determine que “…es el cumplimiento del pronunciamiento. Puede conducir al archivamiento del 
proceso o a la aplicación de medidas de ejecución forzada, siendo su objetivo principal que se 
cumpla con lo ordenado en la etapa decisoria o impugnativa. Esta etapa es fundamental y 
además característica del sistema de solución de conflictos cuya eficacia radica en la posibilidad 
de hacer uso de medidas coercitivas para imponer la decisión contra la voluntad de los 
particulares, en especial del perdedor”. (Flores, 2011) 
 Respecto de la cita propuesta, vale decir que acertadamente se determina que el efecto 
producido en esta etapa mantiene injerencia sobre los sujetos procesales que se encontraban en 
litigio, sin embargo de lo cual, la aplicación de la decisión judicial para cada uno de estos varía 
significativamente, pues en el caso principalmente del perdedor el Estado cuenta con la 
posibilidad de aplicar medidas coercitivas con la finalidad de asegurar el cumplimiento integral 
de lo resuelto, con lo cual se persigue asegurar el respeto de los derechos del vencedor y 
cimentar una seguridad jurídica adecuada a la correcta substanciación del proceso y los 
preceptos legales empleados para llevarlo a cabo y resolver la controversia de que se trate. 
3.6. EL JUICIO 
 El término juicio empleado actualmente en el ámbito judicial como noción para 
determinar o identificar la ejecución de un proceso legal recurrido con la finalidad de 
resolver controversias entre dos o más sujetos, proviene del término latino Judicare y se lo 





 Partiendo de esta premisa etimológica, vale decir que la idea de juicio implica o 
acarrea como parte de su ejecución, la presencia de un conflicto de intereses avalados por 
la predeterminación de normas legales que los validan como derechos y que están 
contrapuestos a los derechos relativos a la otra parte, es decir, los sujetos en controversia 
creyéndose asistidos por la ley y la razón  someten la resolución del problema a un tercer 
participante del juicio quien se encuentra habilitado para ejercer la capacidad 
jurisdiccional del Estado y administrar justicia atendiendo el interés superior de los 
sujetos involucrados y de la sociedad como tal. 
 En el caso de la legislación ecuatoriana de manera oportuna y conveniente el 
legislador nacional ha creído necesario establecer una conceptualización de lo que 
constituye el juicio, manifestando en este sentido que el mismo se refiere a “… la 
contienda legal sometida a la resolución de las juezas y jueces”71. (Congreso Nacional del 
Ecuador, 2005) 
 Una vez que ha sido planteado el criterio conceptual sobre la noción o idea de 
juicio, es preciso hacer referencia a diversos aspectos que desde el punto de vista jurídico 
son ampliamente relevantes para el entendimiento integral de la misma, entre los cuales se 
destacan los siguientes: 
- Substanciación de los juicios. 
- Elementos del juicio. 
- Clases de juicios.    
3.6.1. Substanciación de los Juicios  
 La substanciación de los juicios considerada como el trámite de una causa judicial 
implica tal como lo refiere Manuel Flores en su obra Etapas Procesales, “…el 
sometimiento de una causa al imperio de un sistema o esquema jurisdiccional compuesto 
por diferentes etapas que deben ser observadas integralmente por los sujetos procesales 
para garantizar la validez y legalidad de lo actuado en el juicio…”, es decir, que la 
substanciación implica la organización del mecanismo empleado para solventar o resolver 
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una contienda judicial de manera previa al momento en el que se suscitó el acto o hecho 
controvertido
72
. (Flores, 2011)  
 Ha de entenderse que la substanciación de los juicios en el caso de la mayoría de 
las legislaciones a nivel mundial, implica la participación directa del Estado por cuanto se 
requiere el cumplimiento de ciertos requisitos como el de independencia de la justicia que 
por lo menos en teoría es capaz de brindarse en el orden público, además de que 
atendiendo el principio de legalidad y tipicidad es preciso que los pro cedimientos propios 
de cualquier tipo de substanciación se encuentren avalados por la ley que en sí misma se 
desprende de la capacidad legislativa conferida a la capacidad estatal de manera 
exclusiva. 
 Vale decir que en el caso de la legislación ecuatoriana los mecanismos para llevar 
a cabo una contienda judicial o más propiamente dicho la sustanciación de un juicio , se 
encuentran contenidos dentro de la normativa procesal representada principalmente por el 
Código de Procedimiento Civil y el Código de Procedimiento Penal, normas que 
generalmente acarrean una profunda controversia jurídica y política debido a las 
implicaciones y efectos que el tipo de sustanciación legal puede acarrear para la sociedad.  
 Como ya se manifestó con anterioridad, una de las necesidades más evidentes en 
el plano social y estatal se remite a una conveniente administración de justicia, la cual se 
deriva de una sustanciación judicial efectiva configurada en torno a la recurrencia de 
diversos principios legales y constitucionales, pero sobre todo, en los preceptos generales 
que componen la estructura jurídica del debido proceso y los Derechos Humanos en todos 
sus ámbitos, ya que estos dos aspectos constituyen el cimiento principal de los bienes 
jurídicos que el estado busca tutelar a través del mencionado sistema de administración de 
justicia.    
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3.6.2. La Demanda 
 La expresión demanda relativa al ámbito judicial al cual se le atribuye actualmente 
el significado de la acción judicial que tiende a buscar la validez o vigencia de un derecho 
mediante la substanciación de un juicio, en términos generales implica la gestión hecha 
por el titular ya sea de una garantía o un derecho ante un organismo jurisdiccional 
competente con la finalidad de gozarlo, ya sea tal como lo manifiestan los juristas 
Gonzalo Figueroa y María Aspíllaga, “…accionando directamente contra quien se lo 
niega o perturba, o impetrando de ella el medio para ejercitar la acción, como sucede, por 
ejemplo, con quien carece de título ejecutivo consistente en la primera copia de la 
escritura pública y solicita otra con las solemnidades legales”73. (Figueroa & Aspíllaga, 
2009)  
 Desde la perspectiva conceptual, es preciso manifestar que la doctrina jurídica ha 
emitido una amplia serie de criterios que han procurado detallarla y explicarla, siendo los 
más relevantes y adecuados por ejemplo el propuesto por Guillermo Cabanellas, qui en al 
efecto señala que la demanda constituye “…procesalmente, en su acepción principal para 
el Derecho, es el escrito por el cual el actor o demandante ejercita en juicio civil  una o 
varias acciones o entabla recurso en la jurisdicción contencioso administrativa”.74 
(Cabanellas, Diccionario Jurídico Elemental, 1999) 
 Siguiendo esta línea conceptual, también se ha manifestado que demanda es “…el 
acto por el que el actor o demandante solicita del órgano jurisdiccional frente al 
demandado una tutela jurídica en forma de sentencia favorable, mediante un escrito en el 
que expone los antecedentes del hecho del caso y sus razonamientos jurídicos, con el que 
ordinariamente comienza el proceso…por extensión, se aplica en los textos legales y en la 
práctica a distintas peticiones que durante la substanciación del proceso pueden las partes 
formular, originando un incidente que lo desvíe de su curso ordinario . Así, demanda 
reconvencional”75. (Corporación Jurídica Ibérica, 2008) 
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 Cabe manifestar que el concepto citado en el párrafo que antecede, se adapta muy 
bien al ámbito procesal ecuatoriano, pues en el mismo se hace mención de ciertos 
elementos indispensables para garantizar la validez legal de la pretensión del actor y que 
también constituyen requisito dentro de la legislación nacional a la hora de proponer una 
demanda, debiendo tenerse en cuenta como punto adicional, que esta constituye un acto 
jurídico procesal de iniciación. 
 El Código de Procedimiento Civil ecuatoriano también hace referencia o alusión a 
una definición de lo que constituye demanda, expresando en este caso que la misma es 
“…el acto en que el demandante deduce su acción o formula la solicitud o reclamación 
que ha de ser materia principal del fallo”76. (Congreso Nacional del Ecuador, 2005) 
  Finalmente, un criterio de carácter más subjetivo sobre demanda es el que 
proporciona el tratadista Eduardo Barrios en su obra La Demanda en el Proceso Civil y 
Comercial, en donde determina que esta es “…el puente que vincula el conflicto, que ha 
nacido y está vivo en un sector de la realidad social, con los organismos del Estado  
encargados de hacer efectiva la justicia prometida en la letra de las leyes vigentes”.77 
(Barrios, 1986) 
  Analizando la cita propuesta, puede manifestarse que la demanda dentro del 
entorno judicial pasa a constituirse en el instrumento que genera un vínculo o nexo entre 
la persona que expone su pretensión y el Estado como tal, pues confía en este para que 
mediante procesos preestablecidos y en base a la utilización de medios probatorios 
avalados legalmente se pronuncie en sentido favorable, lo cual no implica necesariamente 
que el demandante siempre va a verse beneficiado con un dictamen a su favor.  
 En referencia a lo manifestado en el párrafo que antecede, es preciso señalar que 
justamente la demanda judicializa una controversia determinada y somete la resolución 
del conflicto a la potestad jurisdiccional que mantiene o que es propia del Estado , hecho 
que en determinados casos puede acarrear inconvenientes principalmente para el titular 
del derecho o garantía que se encuentra siendo vulnerado debido fundamentalmente a la 
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demora del sistema, por lo tanto, en el caso de asuntos relacionados con niñez y 
adolescencia y que básicamente puedan ser transigidos, es preciso considerar una 
desjudicialización de los mecanismos para asegurar el cumplimiento del derecho de que 
se trate y consecuentemente evitar el proceso ineficaz con el que en el ámbito judicial se 
lo resuelve, en cuyo caso, la demanda como se la concibe actualmente pierde su razón de 
ser y eficacia.  
 De manera complementaria a lo manifestado, es importante destacar que la 
demanda bajo los parámetros procesales establecidos en la normativa ecuatoriana con la 
finalidad de garantizar legalidad, debe cumplir con diversos requisitos que serán 
analizados en el siguiente numeral.  
3.6.2.1. Requisitos de la Demanda  
 El Código de Procedimiento Civil ecuatoriano establece de manera clara los 
requisitos que debe cumplir o contener una demanda con la finalidad de ser aceptada a 
trámite dentro del ámbito jurisdiccional, debiendo destacarse que el cumplimiento de los 
mismos es imperativo para el actor o demandante y su inobservancia tiene el efecto de 
inadmisibilidad por parte de la autoridad jurisdiccional ante quien se la propuso. 




- Designación del juez ante quien se la propone. 
- Nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y nombre competo de 
los demandados. 
 
- Fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión.  
 
- La cosa, cantidad o hecho que se exige. 
- La determinación de la cuantía. 
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- La especificación del trámite que debe darse a la causa. 
 
- La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar donde 
debe notificarse al actor. 
Los requisitos que han sido enumerados anteriormente constituyen como ya se lo 
manifestó, aspectos obligatorios a ser considerados e introducidos en el texto de una 
demanda, pero no son los únicos, pues el Código de Procedimiento Civil señala  o da a 
entender que en ciertos casos particulares pueden existir requisitos adicionales  que 
deberán ser observados por el proponente de una demanda.  
Respecto de los requisitos de la demanda, el jurista Juan Morales sostiene que en 
virtud de las reglas fijadas en la legislación procesal civil “…la redacción de una demanda 
debe efectuarse con la mayor claridad, precisión y estudio, por cuanto los hechos y las 
pretensiones no se pueden modificar una vez que el demandado ha sido emplazado. Por el 
Principio IURA NOVIT CURIA, el juez solo puede aplicar la norma jurídica pertinente, 
más no puede modificar los hechos y las pretensiones. El actor debe asumir las  
consecuencias de las omisión es o negligencias cometidas, así como la posibilidad del 
rechazo de la demanda por incumplimiento de algunas de las formalidades establecidas”. 79 
(Morales, 2005) 
3.6.3.  El Juicio  Ordinario 
 La legislación procesal ecuatoriana determina la vigencia de varios tipos o formas 
de sustanciar una causa judicial, entre las cuales se destaca la tramitación mediante el 
juicio ordinario que es sustanciado necesariamente ante un juez o jueza del ámbito civi l. 
 En este sentido, es necesario señalar que generalmente el juicio ordinario 
constituye un mecanismo empleado para resolver asuntos caracterizados por su alto nivel 
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de complejidad y cuantías elevadas o cuyo interés económico resulte imposible de ser 
calculado aunque sea en términos relativos. 
 Para el tratadista Guillermo Cabanellas la consideración o calificación de juicio 
ordinario en el ámbito civil implica que es un proceso judicial sustanciado con la 
concurrencia de un mayor nivel de garantías para las partes intervinientes en el mismo, 
donde las pruebas son más completas y profundas así como las alegaciones pasan a ser 
más amplias debido a los términos y plazos más largos que prevé la ley para la realización 
de los trámites y actuaciones a que hubiere lugar. 
 En términos más claros, el mencionado autor sostiene que el juicio ordinario es 
“…aquel en el cual se procede con observancia de todos los trámites y solemnidades  
establecidos por las leyes en general, para que se controviertan detenidamente los 
derechos y recaiga la decisión después de un minucioso y concienzudo examen y 
discusión de la causa”80. (Cabanellas, 1999). 
 De lo manifestado anteriormente se deprende que el juicio ordinario constituye un 
proceso civil cuyas características principales son la de configurarse como un elemento 
declarativo, constitutivo o condenatorio, y se lo recurre en los trámites o actuaciones que 
carezcan de reglas especiales para su respectiva sustanciación. 
 Complementariamente a lo expuesto, es importante señalar que el juicio ordinario 
mantiene ciertos aspectos que lo destacan como por ejemplo que en lo esencial constituye 
un procedimiento de naturaleza escrita, se lo aplica atendiendo niveles superiores a una 
determinada cuantía siempre y cuando en la ley no se fije un procedimiento especial para 
tal efecto, admite el recurso de apelación y en términos generales es de aplicación general 
y supletorio. 
  3.6.4. El Juicio Verbal Sumario 
 El punto de partida para que un proceso judicial sea considerado verdaderamente 
como sumario se centra en la concurrencia de tres características fundamentales que son: 
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- Discusión de una única pretensión. 
- Las pruebas son presentadas en el acto. 
- Lo probado no beneficia a lo no probado. 
Atendiendo los parámetros legales establecidos en la legislación procesal civil 
ecuatoriana, es propicio manifestar que la intencionalidad del legislador al implementar 
este mecanismo de sustanciación judicial es la de generar una posibilidad jurídica de 
reclamación de derechos basados en los principios legales de celeridad y oportunidad, ya 
que; 
…se observa que este tipo de procedimiento puede ser considerado como una 
tramitación más simple al tener menos fases procesales, y en el que la 
inmediación, publicidad y la oralidad son fundamentales. Casi todo se ventila en 
la vista, por lo que se garantiza la rapidez en la resolución del litigio. Se ha 
logrado, por tanto, que el justiciable obtenga del órgano judicial una respuesta a 
sus pretensiones en un  breve espacio de tiempo, ya sea logrando lo que solicita 
en la demanda en el caso del actor, ya sea con la desestimación de la acción 
pretendida en el caso del demandado
81
. (GÓMEZ, 2009). 
 La vigencia de este tipo de proceso civil ha sido motivo de variadas y profundas 
discusiones principalmente por su naturaleza y las implicaciones que genera, es decir, que 
ha habido tratadistas que incluyen al proceso verbal sumario entre los trámites especiales 
aduciendo que se encarga de cuestiones simples y que por su esencia deben o requieren 
ser solucionadas de manera urgente. 
 De este modo, doctrinariamente se ha establecido que el juicio verbal sumario 
debe ser el procedimiento “…en donde se omiten las solemnidades del ordinario y que se 
atienen a la averiguación de la verdad judicial por medos más breves y sencillos sin menoscabo 
de las formalidades esenciales y garantías de defensa para las partes, generalmente para reglar 
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los juicios de poca cuantía y a fin de que no se consuma el valor de la cosa litigiosa con los 
gastos judiciales o costas del pleito”82. (Corte Nacional de Justicia, 2013), 
 Desde una perspectiva general, se puede afirmar que el juicio verbal sumario ha sido 
concebido y puesto en vigencia en la legislación ecuatoriana con la finalidad de acceder a 
importantes parámetros cuya intencionalidad principal, es la de garantizar una adecuada 
administración de justicia y la consecuente ratificación de los derechos de una persona, así 
entonces se pueden señalar como los más importantes a los siguientes: 
- Disminuir los plazos para la resolución. 
- Conceder al juez la dirección de proceso con el fin de garantizar una correcta 
fluidez procesal. 
- Admitir formalidades accesorias de puro derecho que contribuyan realmente a la 
adopción de una resolución judicial justa. 
- Que el juez pueda cerrar audiencias y emitir su pronunciamiento definitivo  cuando 
el hecho controvertido ha sido probado debidamente. 
- Buscar economía procesal. 
Lo manifestado con anterioridad respecto del juicio verbal sumario en el Ecuador 
puede ser resumido en tres aspectos o más propiamente dicho objetivos procesales, 
circunscritos estos a compendiar el procedimiento común para fomentar la adecuada 
administración de justicia mediante el establecimiento de una equitativa correlación entre 
el fin alcanzado y los medios empleados para tal efecto.    
 Es conveniente tener en cuenta los aspectos relativos a la sustanciación de los 
diferentes tipos de trámites judiciales para el desarrollo de un juicio, pues en base a su 
comprensión y correcta aplicación se validan los derechos que están siendo discutidos, 
aunque cabe tener en cuenta que en el caso de la normativa nacional y sobre todo en la 
práctica misma del Derecho existen inconvenientes tan influyentes que por lo general se 
constituyen en causa para que la administración de justicia no sea efectiva, así por 
ejemplo se puede mencionar la demora en la sustanciación y la falta de capacidad 
logística de la Función Judicial, por lo tanto, siendo esta la realidad jurídica ecuatoriana, 
es preciso que se tenga en consideración la viable posibilidad de desjudicializar la 
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exigencia de derechos inherentes a niños, niñas y adolescentes con la finalidad de conferir 
celeridad y oportunidad al reclamo, atendiendo siempre el interés superior del menor y los 




































4. PROTECCIÓN SOCIAL AL MENOR  MEDIANTE EL USO 
DE LA MEDIACIÓN 
4.1. SOLUCIÓN AL CONFLICTO FAMILIAR 
 El Derecho de Familia ciertamente constituye uno de los puntales fundamentales 
sobre los cuales se sustenta la estructura jurídica de la sociedad  ecuatoriana, puesto que el 
mismo incide en la regulación directa de los parámetros que deben ser observados a fin de 
que las garantías establecidas en la ley y la Constitución de la República a favor de las 
personas y la familia como tal sean respetados, por lo tanto, ha de entenderse que su 
adecuada estructuración será capaz de validar el ejercicio efectivo de los derechos y el 
consecuente desarrollo de la sociedad. 
 Partiendo de esta premisa, es necesario señalar que el hecho de referirse  a un 
régimen jurídico relativo a la familia no implica necesariamente que las cuestiones 
controvertidas de naturaleza familiar deban ser solucionadas exclusivamente por el ámbito 
judicial mediante los procedimientos de sustanciación comunes establecidos para tal 
efecto, entendiéndose en consecuencia que determinados tipos de casos determinados 
reglamentaria o legalmente pueden ser discutidos y resueltos con  facilidad en instancias 
prejudiciales caracterizadas por la celeridad de su actuación y la posibilidad de concretar 
un diálogo directo entre las partes discordantes sobre un asunto. 
 En términos más sencillos y directos, vale decir que los procesos legales 
empleados actualmente en el Ecuador para resolver controversias que versan sobre 
asuntos de niñez y adolescencia pueden ser reemplazados con mecanismos prejudiciales 
como la conciliación o la mediación bajo la premisa de que tales alternativas constituirán 
el mecanismo exclusivo para su resolución, es decir, entra en plena vigencia la 
desjudicialización de los recursos o elementos empleados hoy en día para efectivizar 
ciertos derechos de niños y adolescentes con los respectivos beneficios sociales y 
procesales que este hecho acarrea.   
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 Se torna importante destacar el hecho de que la resolución de conflictos familiares 
cobra trascendental importancia para el Estado y para la sociedad como tal, pues el 
adecuado funcionamiento de este núcleo social permite estructurar de mejor manera el 
esquema general sobre el cual se sustentan las relaciones interpersonales  de sus miembros 
y la eficacia del sistema judicial de un país como el Ecuador en donde aún priman 
directrices de orden familiar para la configuración de leyes o reglamentos.  
 Jurídicamente el tutelaje de la familia y sobre todo de aquellos individuos 
considerados como sujetos vulnerables de la sociedad o en términos de la Constitución 
vigente, como personas que requieren de atención prioritaria por parte del Estado, ha 
puesto de manifiesto hoy en día una tendencia cultural y legal que procura enfocarse 
justamente en el fomento integral de las relaciones familiares y el desarrollo tanto 
intelectual como psicológico y físico de los menores, adaptándose para tal efecto desde la 
administración pública diversos programas y una política estatal que ha contribuido con 
resultados relativamente satisfactorios, sin embargo, es preciso notar que en el ámbito 
judicial propiamente dicho inherente al Derecho de Familia, aún no ha sido posible 
configurar y concretar alternativas que validen satisfactoriamente el respeto total a los 
derechos de niños, niñas y adolescentes por cuanto la misma administración de justicia es 
objeto de una grave crisis arrastrada ya desde hace décadas y que se evidencia en la 
imposibilidad de tutelar con eficiencia y oportunidad los derechos de quienes requieren 
hacerlo. 
 De esta premisa parte en términos generales la necesidad de establecer un análisis 
profundo y objetivo sobre la situación exacta que atraviesa la Función Judicial en cuanto 
tiene que ver con la protección de la niñez y la familia, esto, con la finalidad de que se 
determinen mecanismos de solución viables al problema, tales como por ejemplo la 
desjudicialización de procesos que versan sobre la reclamación de derechos 
consustanciales a la niñez y adolescencia y la implementación de medios alternativos para 
su tratamiento, pudiendo ser en este caso la mediación o incluso el arbitraje que ya se 
encuentran normadas en la legislación ecuatoriana y que están arrojando resultados 




4.2. FORMAS DE SOLUCIÓN 
 Resulta evidente suponer que la relevancia propia que mantiene la familia frente a 
la estabilidad y fortaleza de una sociedad debe ser considerada en toda actuación estatal 
con la finalidad de asegurar su desarrollo y compactación, en cuyo caso, cualquier tipo de 
conflicto o controversia que se presenten atentando contra la integridad de la referida 
familia ha de conllevar una actuación oportuna y efectiva por parte de la sociedad y el 
Estado a través de sus órganos correspondientes. 
 Sin embargo de lo manifestado, la realidad ecuatoriana en el ámbito judicial por lo 
menos bajo los parámetros operativos actuales de los operadores de justicia no provee las 
suficientes garantías en beneficio de la familia y de sus miembros, y no necesariamente 
por la falta de capacidad en el recurso humano con el que cuenta la Función Judicial, sino 
por la pésima administración estatal frente a los retos y obstáculos que presenta 
inevitablemente la administración de justicia como sistema institucional. 
 Al tener en cuenta esta clara y conocida realidad en el ámbito judicial ecuatoriano 
y cuya solución integral y definitiva ciertamente implicará la inversión de enormes 
recursos económicos con los que aún no cuenta el Estado, además del transcurso de un 
lapso de tiempo no menor por lo menos a tres décadas si las cosas son bien hechas, resulta 
evidente la necesidad de adoptar medidas alternativas que contribuyan a cumplir con el 
principal objetivo de un Estado que es en este caso el de proteger a sus miembros con 
todos los mecanismo legales que se encuentres a su alcance, sin que dicho aspecto obste 
de la necesidad imperativa de llevar a cabo la reforma profunda que se está ejecutando 
actualmente en la administración de justicia. 
 De lo señalado se desprende que el legislador y la sociedad al requerir de medios 
adicionales a los que proporciona la sustanciación judicial para la resolución de conflictos 
y la reclamación de derechos, debe aprovechar otras vías e instrumentos tendientes a 
generar en última instancia los mismos efectos que se producen mediante la actividad 
jurisdiccional pero evitando los problemas que caracterizan a esta, así por ejemplo, entre 
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las principales alternativas pueden ser mencionadas las siguientes:
83
 (Constitución de la 





Es importante destacar que tanto la mediación como el arbitraje ya se encuentran 
contemplados en la legislación ecuatoriana y son reguladas de manera específica por la 
Ley de Arbitraje y Mediación, aunque cabe manifestar también que estas no son de 
carácter imperativo y por lo tanto no han generado los efectos que se esperaban y que son 
deseados por la sociedad. 
 De manera complementaria a lo manifestado, es preciso tener en cuenta que al 
desjudicializar procesos relativos a la reclamación de derechos y garantías propias de la 
niñez y adolescencia, la utilización de mecanismos alternativos para la resolución de 
conflictos ya no tendría el carácter prejudicial con el que actualmente se los califica y 
cobrarían importancia al constituirse en procedimientos titulares sobre hechos 
controvertidos en el ámbito mencionado. 
 Con la finalidad de dilucidar adecuadamente lo que constituyen jurídicamente 
cada uno de los mencionados mecanismos alternativos a la resolución de conflictos 
mediante la vía judicial, se plantea a continuación un análisis sucinto de lo que 
doctrinariamente se ha expresado sobre ellos. 
 Así entonces, la negociación es considerada como un medio para la solución de 
controversias en virtud de la cual los sujetos que participan del proceso negociador 
buscan persuadirse entre sí con argumentación sobre el hecho de que su postura ante la 
situación controvertida es la correcta.    
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 Cabe manifestar que la mediación y el arbitraje son alternativas actualmente 
consideradas como prejudiciales no imperativas que ya son empleadas en la legislación 
ecuatoriana y su análisis por lo tanto, debido a la relevancia que este hecho acarrea, será 
planteado en el siguiente numeral. 
 En cuanto se refiere a la conciliación, vale decir que la misma constituye otro de 
los mecanismos que se emplean para solucionar extra judicialmente ciertas controversias , 
por lo tanto el objetivo fundamental de este medio es análogo al generado en la 
negociación, en cuyo caso, resta señalar que la diferencia entre estas dos alternativas se 
traduce en la participación de una tercera persona dentro del proceso de conciliación que 
es designado expresamente por las partes en conflicto  y quien se encarga de ayudar a 
buscar la solución deseada. 
 Sin embargo de lo manifestado, vale decir que la tercera persona con calidad de 
conciliador por llamarlo de alguna manera, no cuenta con una capacidad de decisión sobre 
el proceso y por lo tanto las propuestas que este genere tampoco mantienen el carácter de 
obligatorio para los sujetos en controversia, quienes en virtud de estos efectos quedan en 
libertad finalmente de llegar a un acuerdo que ponga fin a la contienda o en su defecto, 
rechacen cualquier tipo de propuesta.    
4.3. SOLUCIONES EMPLEADAS EN EL ECUADOR 
Las nociones o ideas de arbitraje y mediación son consideradas y calificadas como 
figuras relativamente nuevas en la cultura jurídica de los ecuatorianos, puesto que, es apenas 
desde finales de la década pasada cuando se las comienza a dar forma en la legislación y se la 
concibe mediante criterios jurídicos plasmados en una ley. 
 Sin embargo de lo manifestado, es importante destacar que el párrafo anterior hace 
referencia a la mediación y el arbitraje en el ámbito actual, como figuras legales de carácter 
independiente, hecho que se diferencia notoriamente de ciertos mandatos legales ya derogados, 
que estipulaban la mediación con el carácter de requisito, lo cual hacía que esta se hallase 




En este sentido, debe manifestarse que el primer antecedente jurídico de la mediación en 
el régimen legal del país, se remite a lo estipulado por el Código del Trabajo expedido en el año 
de 1978, en donde su Art. 465 literal a) planteaba la mediación obligatoria en los siguientes 
términos, “…si no hubiere contestación o si ésta no fuere enteramente favorable a las peticiones 
de los trabajadores, el Inspector del Trabajo remitirá todo lo actuado a la Dirección o 
Subdirección de Mediación Laboral respectiva, para que a través de sus funcionarios convoque 
a las partes cuantas veces considere necesarias, con veinte y cuatro horas de anticipación por lo 
menos, a fin de que procuren superar las diferencias existentes, dentro del término de quince 
días contados desde la fecha de inicio de su intervención. Este término podrá ampliarse a 
petición conjunta de las partes. Si los empleadores no concurrieren en forma injustificada a dos 
reuniones consecutivas, terminará la etapa de mediación obligatoria y se remitirá lo actuado al 
Inspector del Trabajo, para que integre el Tribunal de Conciliación y Arbitraje. En caso de que 
sean los trabajadores quienes no asistan injustificadamente a dos reuniones consecutivas, 
forzosamente se cumplirá el término de quince días señalado en este Art., transcurrido el cual 
igualmente se remitirá el expediente al Inspector del Trabajo”.84 (Congreso Nacional del 
Ecuador, 1978). 
Adicionalmente a lo expuesto, cabe hacer referencia a otras normas legales que 
estipularon las figuras de la mediación y el arbitraje en su texto, tal es el caso de la Ley de 
Contratación Pública de 1990, el Reglamento a la Ley de Régimen Tributario Interno de 
diciembre de 1994, la Ley de Régimen Tributario Interno de 1989, y el mismo Código del 
Trabajo en sus diferentes  ediciones, entre otras. 
De manera independiente a lo establecido en los párrafos que anteceden, es necesario 
manifestar que el primer antecedente legal de la mediación y el arbitraje como instrumento para 
la resolución de conflictos alternativa al sistema judicial, fue la Ley de Arbitraje y Mediación 
publicada en el Registro Oficial 145 del 4 de septiembre de 1997 y que hoy en día se encuentra 
derogada. 
 Es importante destacar que los parámetros contenidos en el referido cuerpo legal, 
dieron lugar a que se sustituyeran y consecuentemente, fueran derogadas otras disposiciones 
legales como las detalladas a continuación: 
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- Ley de Arbitraje Comercial dictada mediante Decreto Supremo No. 735 de 23 de 
octubre de 1963 y publicada en el Registro Oficial No. 90 de 28 de octubre de 1963. 
- Sección XXX del Título II del Libro II del Código de Procedimiento Civil de 1987. 
- Sección XV del Título I de la Ley Orgánica de la Función Judicial de 1974. 
- Art. 21 de la Ley Orgánica del Ministerio Público de 1997. 
- Interpretación realizada al Art. 1505 del Código Civil en el Decreto Supremo No. 797-
B, publicado en el Registro Oficial No. 193 de 15 de octubre de 1976.  
Como ya fue referido anteriormente, tanto la mediación y el arbitraje actualmente están 
ganado un espacio significativo en el régimen de relaciones interpersonales que a diario se 
presentan entre los miembros de la sociedad ecuatoriana, sin embargo de lo cual, el 
aprovechamiento integral de las potencialidades que estas dos figuras brindan para la resolución 
oportuna y fácil de controversias no han podido ser adaptadas de manera clara por lo que aún se 
siguen vulnerando derechos al interior del sistema judicial debido a la falta de agilidad en los 
procedimientos con los cuales esta función del Estado opera.   
4.4. POSIBLES SOLUCIONES DE LOS PROBLEMAS DE LOS MENORES 
CON EL BUEN EMPLEO DE LA MEDIACIÓN 
 La mediación como elemento eficaz para resolver conflictos de orden familiar y 
principalmente problemas relativos a la niñez y adolescencia, es capaz de generar por sus 
características un amplio bagaje de beneficios que no solo convienen al sujeto como tal 
sino también a la sociedad y al Estado ecuatoriano, por lo tanto, su aprovechamiento 
integral debe provenir de la sociedad civil, de los diferentes organismos estatales, pero 
fundamentalmente de la Función Judicial, la misma que desde la óptica operativa verá 
disminuida su carga laboral si se llegan a desjudicializar procesos para la reclamación de 
derechos y garantías propias de los menores. 
 Al enfocar el análisis sobre la temática planteada en este numeral,  es factible hacer 
referencia a diversos puntos que son beneficiosos legalmente para el interés superior de 
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los menores, puesto que la celeridad en la resolución de las controversias familiares 
permite configurar un aprovechamiento oportuno y acceso inmediato a la vigencia de 
bienes jurídicamente tutelados por parte del Estado. 
 Sin embargo de lo manifestado y de la importancia que esto acarrea para los 
grupos vulnerables en estudio, es preciso señalar que la mediación familiar respecto de 
sus beneficios no solo se remite al ámbito judicial sino también, mantiene una proyección 
de ventajas cuya naturaleza se remite al orden social y aborda varios parámetros entre los 
que pueden ser destacados los siguientes: 
- La mediación en el ámbito familiar hace factible la creación de un ambiente de 
cooperación entre los padres. 
 
- El mecanismo de la mediación reduce la posibilidad de que los hijos o hijas sean 
empleados por los padres como medio de negociación. 
 
- Previene posibles respuestas o efectos perjudiciales en los hijos que se producen 
generalmente en los procesos judiciales de divorcio. 
 
- Las decisiones que los padres adoptan con respecto al futuro de los hijos en los 
procesos de mediación, son pensadas y discernidas con mayor profundidad gracias 
al ambiente de colaboración que se genera. 
 
- Hace factible llevar a cabo entre los padres que se adapta específicamente a las 
necesidades particulares de cada familia. 
 
- Disminuye los efectos emocionales que generalmente acarrea un proceso judicial 
de divorcio. 
 
- Ahorra tiempo y dinero. 
En términos generales, se puede observar que uno de los principales activos 
factibles de ser arrogados a la mediación familiar como mecanismo sustitutivo a los 
procesos judicializados a los que actualmente se recurre con la finalidad de validar 
derechos relativos a niños, niñas y adolescentes, es la armonización de las relaciones 
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respecto de las personas que se someten al mismo, es decir, evade con eficacia los 
conflictos continuos que se presentan a la hora de discutir judicialmente el derecho de 
menores. 
En este sentido, es válido hacer referencia a lo que manifiesta el jurista José 
Cabrera, quien señala que “…la mayoría de las ventajas de la mediación familiar, también 
tiene relación con el favorecimiento de la red social  y familiar de la pareja y de los hijos. 
A la hora de llegar a acuerdos, el mediador les ayuda a tener en cuenta el entorno familiar.  
Los hijos tienen derecho a mantener relaciones afectivas  y el contacto con las familias de 
ambos progenitores, tal y como lo vinieran haciendo hasta el momento. La mediación 
familiar facilita el contacto de los menores con la familia extensa: abuelos, tíos, 
primos…lo que evita problemas generados por la insatisfacción  de estos con régimen de 
visitas acordado. Además, el tiempo de ocio y de relaciones del hijo con los amigos no 
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5. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
5.1. DETERMINACIÓN DE LOS MEDIOS A UTILIZAR 
 Es necesario señalar que el estudio desarrollado a lo largo de los capítulos anteriores 
requiere necesariamente de un sustento práctico que se apegue a la realidad jurídica que se 
atraviesa en el Ecuador hoy en día con respecto a la vigencia y cumplimiento de derechos 
relativos a la niñez y adolescencia, por lo tanto, vale decir que la investigación de campo que se 
llevó a cabo y que se encuentra contenida en este capítulo, estuvo basada en la recurrencia de 
tanto de métodos como técnicas investigativas, ya que de esta manera es factible garantizar la 
obtención de resultados eficientes y que mantengan vínculos directos con la temática 
correspondiente. 
 En virtud de lo manifestado, se convierte en factor imperativo en el presente caso, 
establecer con exactitud y objetividad cuales han sido los recursos sobre los que se sustenta esta 
investigación y satisfacer de este modo, las necesidades que sobre datos e información general 
se derivan del presente estudio. 
 Respecto de los puntos mencionados en los párrafos que anteceden, hay que tomar en 
consideración que los métodos y técnicas de investigación empleados para la realización del 
estudio de campo acarrean una amplia relevancia para el interés del investigador, razón por la 
cual son detallados y explicados sucintamente en el siguiente esquema: 
- Método Científico. 
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Se llama método a una serie ordenada de procedimientos de que hace uso la 
investigación científica para observar la extensión de nuestros conocimientos. Podemos 
concebir el método científico como una estructura, un armazón formados por reglas y principios 
coherentemente concatenados. Además, este método se ayudará en la investigación por sus 
cinco pasos principales que son la observación, hipótesis, experimentación, teoría y por último 
la ley, en este caso, sería una propuesta de reforma al Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia. 
- Método Analógico. 
Consiste en inferir de la semejanza alguna característica entre dos objetos, la 
probabilidad que las características restantes sean también semejantes. Los razonamientos 
analógicos no son siempre válidos. 
- Método Inductivo. 
Es aquel que establece posiciones de carácter general inferidas de la observación y el 
estudio analítico de hechos y fenómenos particulares, su aplicación permite establecer 
conclusiones generales derivadas precisamente, de la observación sistemática y periódica de los 
hechos reales que ocurren en torno al fenómeno en cuestión. A través de este método se podrá 
obtener la información más minuciosa, ya que este método parte de lo particular a lo general, lo 
cual nos permitirá determinar de manera más objetiva el problema. 
- Método Deductivo. 
El razonamiento deductivo considerado como el método, que desempeña dos funciones 
de la investigación científica: la primera función consiste en hallar el principio desconocido de 
un hecho conocido, se trata de referir el fenómeno a la ley que lo rige; la segunda función 
consiste en descubrir la consecuencia desconocida de un principio conocido, esto significa que 
si conocemos cierta ley podemos aplicarla en casos particulares a menores, a través de este 
método se podrá obtener la información más amplia, ya que en este método parte de lo general a 
lo particular, lo cual nos permitirá determinar de manera más objetiva el problema. 
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- Método Analítico. 
El análisis es un objeto significa comprender, sus características a través de las partes 
que lo integran, es hacer una separación de sus componentes y observar periódicamente cada 
uno de ellos, a fin de investigar tanto su dinamia particular como las relaciones de 
correspondencia que gradúan entre sí y dan origen a las características generales que se quieren 
conocer. 
- Método Sintético. 
Se manifiesta en forma contraria al analítico, pues parte reuniendo los elementos del 
todo, previamente separados, descompuestos por el análisis. Es labor de volver a reunir las 
partes divididas por el análisis y previamente examinadas. 
- Método Sistémico.  
Está dirigido a moldear el objeto mediante la determinación de sus componentes, así 
como las relaciones entre ellos. Esas relaciones determinan por un lado la estructura del objeto y 
por otro su dinamia. 
- Método Exegético Jurídico. 
Se caracteriza por el extraordinario culto hacia la ley escrita. El culto del derecho 
aparece sustituido por el culto de la ley. En lugar de principio se consideran disposiciones 
legislativas.      
5.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
 El tema propuesto y que ha sido analizado en la investigación de campo planteada, se 
encuentra caracterizado por la presencia de dos factores o enfoques que configuran con claridad 
su estructura y objetivo, esto es, el enfoque crítico y el enfoque propositivo, en virtud de los 
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cuales ha sido factible formular cuestionamientos de orden analítico que permitieron abordar el 
tema con la focalización exacta de los problemas detectados y posibilitar de este modo, la 
postulación de soluciones o alternativas que puedan ser aplicadas en el marco jurídico nacional. 
 Se torna imperativo tener en cuenta que los factores antes señalados se constituyen a 
partir de la ejecución de un análisis y diagnóstico directo de la problemática jurídica que se 
refiere a la desjudicialización de ciertos procedimientos para la reclamación ciudadana respecto 
del cumplimiento de derechos y garantías de niños, niñas y adolescentes en el país, y se 
mantienen vigente a lo largo de toda la investigación de campo. 
 Dicho esto, es preciso singularizar la explicación de los factores mencionados, debiendo 
manifestarse que el enfoque crítico en el que se basó este estudio de campo tiene por objeto 
considerar las postulaciones de carácter jurídico doctrinario así como también legales, con la 
finalidad de efectuar el análisis correspondiente y detectar los parámetros que dan lugar a la 
vigencia práctica de la problemática en el caso de la legislación ecuatoriana. 
 Por otra parte, en lo referente al enfoque propositivo, es preciso manifestar que este se 
desprende directamente de los resultados que nacen del análisis inherente a la problemática 
circunscrita al enfoque crítico, con lo cual se pretende generar un aporte de alternativas viables 
en su aplicación y factibles en su cumplimiento destinadas al fortalecimiento de la sociedad 
ecuatoriana, el marco legal y especialmente la familia. 
 Los enfoques que han sido detallados anteriormente y que componen la estructura 
general de la investigación de campo, han sido configurados en torno a la interpretación y 
lineamientos del tema estudiado a lo largo de los capítulos desarrollados, teniendo en cuenta 
para tal efecto, su entendimiento práctico en la sociedad así como en el ámbito jurídico, en el 
cual vale decir, se genera un cúmulo de sub-categorías legales como por ejemplo en lo referente 
al Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho Penal, Derecho Constitucional y otros de 
similares características.     
   De un modo complementario a los criterios que han sido planteados con 
anterioridad, es preciso manifestar que el desarrollo de este estudio de campo se efectuó en base 





 En cuanto tiene que ver con los parámetros prácticos que determinaron la ejecución de 
la investigación de campo, es preciso manifestar que la misma estuvo circunscrita a los 
problemas que se generan como consecuencia de una operatividad poco satisfactoria 
socialmente de la Función Judicial en el ámbito de la niñez y adolescencia, ya sea por falta de 
capacidad del recurso humano, por carencia de recursos económicos y adecuada infraestructura 
o por leyes procesales deficientes, esto con la finalidad de detectar el origen de la problemática 
aplicando el análisis a la realidad nacional, en cuyo caso, se recurrió a la experticia de personas 
que se encuentran relacionadas íntimamente con las ciencias jurídicas y la práctica del Derecho. 
 Por otra parte, en lo concerniente a la investigación documental o bibliográfica a la cual 
se hacía referencia con anterioridad, vale decir que la misma se centra en la recurrencia de 
material doctrinario constante en libros, revistas, folletos, internet y otros recursos de similar 
connotación, que proveen los criterios y posiciones ideológicas que al respecto de la materia de 
estudio han sido planteados, tanto a nivel nacional como internacional, para cubrir todos los 
ámbitos de análisis que se requieren. 
5.3. POBLACIÓN Y MUESTRA  
 Ya que la elaboración del estudio de campo permite recolectar datos que se derivan 
estrictamente de la realidad ecuatoriana frente al problema que ha generado como resultado de 
la imposibilidad o incapacidad procesal a la cual se debe sujetar la Función Judicial ecuatoriana 
con la finalidad de otorgar un derecho o garantía en beneficio de niños y adolescentes, y la 
necesidad imperativa de llevar a cabo una desjudicialización de estos para acelerar el 
cumplimiento de los mencionados derechos y configurar una correcta administración de justicia, 
es preciso que la misma se encuentre enfocada en sectores que permitan validar la información 
obtenida en virtud de la experticia que poseen sobre la temática, la experiencia y los efectos que 
sobre estos e han generado. 
 De esta manera entonces, se vuelve necesario destacar que para el efecto se ha de tomar 
en cuenta la relación o nexo jurídico que se configura entre los derechos de familia de los niños 
y adolescentes y el marco jurídico que es aplicado para supeditarlos, lo cual lleva en 
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consecuencia a que la aplicación de la investigación de campo se centre como punto de partida 
en los siguientes segmentos: 
- Servidores Judiciales adscritos a las judicaturas de la niñez y adolescencia. 
 
- Servidores y funcionarios del Ministerio de Inclusión Económica y Social.  
 
- Abogados en libre ejercicio profesional registrados en la Función Judicial de Pichincha. 
 
Cabe destacar que el ámbito espacial sobre el cual se llevó a cabo el desarrollo de esta 
investigación está limitado al Distrito Metropolitano de Quito, esto con la finalidad estratificar 
la aplicación de la misma teniendo en cuenta que en esta ciudad confluyen las condiciones 
culturales, sociales, económicas, políticas y laborales capaces de resumir o expresar lo que 
sucede a nivel general en el resto del territorio nacional. 
5.3.1. Población 
 Como ya ha sido referido con anterioridad, la aplicación del estudio de campo fue 
llevada a cabo en el Distrito Metropolitano de Quito, Provincia de Pichincha, específicamente 
en los segmentos que se detallan a continuación: 
- Servidores Judiciales adscritos a las judicaturas de la niñez y adolescencia. 
 
- Servidores y funcionarios del Ministerio de Inclusión Económica y Social.  
 
- Abogados en libre ejercicio profesional registrados en la Función Judicial de Pichincha. 
En base a los datos consignados anteriormente, se determina que la población o 
universo relativo al ámbito en análisis se encuentra constituido aproximadamente dieciséis mil 






 Para efectos de la presente investigación, es preciso recalcar que el universo total o población 
está constituida por dieciséis mil individuos, de los cuales se tomará una muestra aleatoria en 
base a la aplicación de la fórmula que se encuentra detallada a continuación:  
                                          








n = tamaño de la muestra 
N = tamaño de la población 
E = error máximo admisible en cálculo muestral 
Para el caso los datos son: 
 
N = 15050 
E = 0.1 
 
Reemplazando datos: 









n = 99 
 
 
Por tanto, la muestra sobre la cual se aplicó el estudio de campo respectivo estuvo 







5.4. ENCUESTA  
 
 Como ya se ha manifestado anteriormente, es importante destacar que la investigación 
de campo que se llevó a cabo para la obtención de datos que permitan dilucidar de mejor 
manera la problemática y respaldar así mismo con datos ciertos el estudio doctrinario planteado 
en los capítulos que anteceden, la encuesta estuvo constituida por los siguientes 

































SEÑALE POR FAVOR CON UNA X EN EL ESPACIO CORRESPONDIENTE A LA 
RESPUESTA ESCOGIDA…GRACIAS 
 
1.- ¿Qué calificación le otorga usted al nivel de operatividad de la Función Judicial ecuatoriana 






 2.- ¿Considera que el sistema procesal ecuatoriano empleado para la validación de derechos y 




3.- ¿Cree usted que el régimen jurídico de menores en el Ecuador tutela de manera adecuada los 




4.- ¿Considera que el principio jurídico de oportunidad se cumple a satisfacción en el ámbito de 












6.- ¿Cree usted que el sistema procesal ecuatoriano es susceptible de ser reformado con la 




7.- ¿Considera usted que mecanismos alternativos a los judiciales pueden ser empleados en el 









9.- ¿Cree usted que la desjudicialización de procesos puede aportar a una mejor prestación de 




10.- ¿Está de acuerdo en aplicar la mediación como procedimiento alternativo en la resolución 








¿Qué calificación le otorga usted al nivel de operatividad de la Función Judicial ecuatoriana en 

















¿Considera que el sistema procesal ecuatoriano empleado para la validación de derechos y 



































¿Considera que el principio jurídico de oportunidad se cumple a satisfacción en el ámbito de la 









































¿Cree usted que el sistema procesal ecuatoriano es susceptible de ser reformado con la finalidad 






















¿Considera usted que mecanismos alternativos a los judiciales pueden ser empleados en el 












































¿Cree usted que la desjudicialización de procesos puede aportar a una mejor prestación de 






















¿Está de acuerdo en aplicar la mediación como procedimiento alternativo en la resolución de 



















5.5. VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS INSTRUMENTOS 
La confiabilidad de los instrumentos se estableció a través de la codificación del 
coeficiente Alfa de Crombach, por medio de la siguiente fórmula: 
        























     =   Coeficiente Alfa de Crombach 
k      =  Número de ítems o número de preguntas del cuestionario 
  =  Sumatoria 
iS 2   = Varianza de los ítems 
tS 2   = Varianza total del instrumento. 
 
5.6. TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS 
La información recopilada en el proceso de investigación de campo  fue procesada a 
través de la utilización de las técnicas de la estadística descriptiva. 
Los procesos realizados en este sentido fueron los que se detallan a continuación: 
- Tabulación de datos ítem por ítem (pregunta por pregunta). 
- Elaboración de tablas o cuadros estadísticos porcentuales por c/u de los ítems. 
- Elaboración de representaciones gráficas que objetivicen los resultados cuantitativos 
demostrados en los cuadros. 
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Para analizar los resultados se procedió a describir e interpretar los valores cuantitativos 
que se encuentran en las tablas y gráficas estadísticas desarrolladas con anterioridad. 
Se realizó la inferencia correspondiente determinando la conclusión parcial con respecto 














6.  CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 El desarrollo de la presente investigación que se centra específicamente en el 
análisis de los procesos judiciales empleados actualmente en el Ecuador para efectivizar 
los derechos de niños, niñas y adolescentes con la finalidad de detectar sus falencias y 
potencialidades y permitir de este modo, establecer mediante una propuesta legal la 
posibilidad de implementar con el carácter de imperativo y urgente mecanismos 
alternativos de solución de conflictos en el ámbito familiar a través de la 
desjudicialización de ciertos procesos, ha permitido generar una gama de conclusiones 
sobre la realidad nacional en este campo y de estas a su vez, plantear un marco de 
recomendaciones que constituyen la propuesta misma de esta investigación.  
A tal efecto, se plantean a continuación las referidas conclusiones y 










6.1. CONCLUSIONES  
- El análisis de cuestiones jurídicas circunscritas al ámbito del Derecho de Familia, 
permite establecer mecanismos de perfeccionamiento al régimen legal 
correspondiente con la finalidad de garantizar una adecuada protección de niñas, 
niños y adolescentes, considerados estos, como grupos humanos que necesitan de 
atención prioritaria del Estado ecuatoriano según lo dicta la misma Constitución 
de Montecristi. 
En este sentido, es válido señalar que la primera conclusión que se deriva del tema 
analizado a lo largo de la presente investigación, se remite a la presencia de 
ciertas fallas o errores judiciales como resultado de procedimientos poco acatados 
por parte de los operadores de justicia, lo cual no implica necesariamente que el 
recurso humano con el que cuenta la Función Judicial en el Ecuador sea la 
responsable directa del tal hecho. 
- Las falencias detectadas que versan sobre la imposibilidad del Estado ecuatoriano 
para garantizar el cumplimiento de derechos y garantías de niños y adolescentes, 
más que configurarse o centrarse en la eficiencia de los operadores de justicia, 
debe ser atribuida en gran medida a la imposibilidad que estos tienen de cumplir 
con sus funciones debido a la excesiva carga laboral que el sistema les impone. 
A tal efecto, la sociedad y principalmente la niñez y adolescencia llevan la peor 
parte ya que se encuentran imposibilitadas de acceder a los mecanismos judiciales 
que permitan satisfacer sus necesidades jurídicas y garantizar el imperio del 
Derecho en su entorno.  
- Vale decir que en el Ecuador ya se empieza a tener conciencia sobre la 
problemática que representa para el Estado y la sociedad, el hecho de que la 
Función Judicial no pueda cumplir integralmente con sus funciones relativas a la 
administración de justicia por ni contar con la capacidad humana, tecnológica y 
procesal para tal efecto. 
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Dicha circunstancia ha dado pauta para que se busquen soluciones factibles de ser 
aplicadas en el país y cuya efectividad sea destacable, tal es así, que se está 
direccionando la solución de conflictos o controversias mediante mecanismos 
alternativos de naturaleza no judicial como es el caso de la mediación o el 
arbitraje. 
- La recurrencia social de mecanismos alternativos de solución de conflictos es 
adecuada para los intereses de la ciudadanía, sin embargo, es preciso señalar que 
en los actuales momentos este tipo de mecanismos aún no son empleados con el 
carácter de obligatorios. 
Al no mantener una condición imperativa, su efectividad jurídica se pierde o ve 
disminuida ampliamente y en el ámbito judicial se desaprovecha la enorme 
potencialidad de estos medios para disminuir la carga laboral de los operadores de 
justicia con conflictos o situaciones que por su naturaleza son factibles de ser 
solucionados fuera del ámbito judicial. 
- Con la finalidad de generar un aprovechamiento integral respecto de las enormes 
ventajas que ofrecen los mecanismos alternativos de solución de conflictos, ya sea 
en el caso de la mediación o el arbitraje y otros de similar connotación , se 
considera a la desjudicialización obligatoria de ciertos procesos empleados en la 
sustanciación de juicios como un puntal en el mejoramiento consistente de la 
administración de justicia ecuatoriana. 
La desjudicialización como tal de ciertos procedimientos y el hecho mismo de 
procurar validar derechos por la vía judicial, es capaz de configurar un 
descongestionamiento claro en la operatividad de la Función Judicial ecuatoriana 
y brindar un mejor servicio a favor de la colectividad, sobre todo en lo que 
respecta al cumplimiento integral del principio de oportunidad.    
- En términos generales, es preciso manifestar que el Estado ecuatoriano a lo largo 
de su historia como tal, no ha podido plasmar una verdadera política pública 
centrada en el ámbito de la protección a la mujer, la niñez y la adolescencia, por 
cuanto sus prioridades han estado direccionadas a temas económicos y políticos.  
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En razón de esta circunstancia, es factible justificar la falencia procesal que en el 
campo judicial se mantiene hasta el día de hoy para tutelar la integridad jurídica 
de los grupos vulnerables en el país, así por ejemplo, no se ha profundizado ni 
avanzado en la consolidación de instituciones legales como la patria potestad, la 
adopción, la tenencia de los menores, derechos alimenticios, y otros de similares 
características, los cuales no pueden ser cumplidos a cabalidad ya que el sistema 
judicial ecuatoriano no es capaz de cumplir con sus competencias en los términos 
que para tal efecto impone la norma procesal. 
- La desjudicialización de mecanismos para la reclamación de derechos relativos al 
ámbito de la niñez y adolescencia, implica no solo el tratamiento de los mismos 
basados en un entorno de celeridad, desburocratización, igualdad, armonía, 
etcétera, sino que pone de manifiesto condiciones jurídicas de orden procesal, en 
virtud de las cuales se agiliza la actividad judicial  y se contribuye con la 
consolidación de la estructura social. 
A de entenderse en este caso, que la Función Judicial ecuatoriana al no conocer 
sobre cierto tipo de casos como por ejemplo, el del pago de pensiones 
alimenticias, reconocimiento de paternidad, patria potestad, tenencia de los hijos, 
entre otras causas, cuenta con la capacidad para enfocarse en temas de mayor 
connotación  que requieren de una concentración de capacidades judiciales para su 
resolución. 
Los nexos parentales así como la configuración de la familia, está supeditada 
directamente a la filiación como institución jurídica contenida en la legislación 
civil ecuatoriana, en cuyo caso, vale decir que la misma encuentra para su 
perfeccionamiento práctico una serie de problemas que se remiten no solo al tipo 
de relación entre las personas, sino también a la incapacidad de la Función 
Judicial para resolver las situaciones conflictivas que se presenten cotidianamente 
y que llegan a conocimiento de la misma. 
En este sentido, es evidente la necesidad estatal por contar con alternativas que 
coadyuven al mejoramiento de las relaciones interpersonales y la resolución de 
controversias, siendo imperativo en este caso la necesidad de estructurar una 
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institucionalidad paralela a la Judicial que pueda conocer y resolver problemas en 
temas de relación familiar o parental. 
- En la actualidad, los procesos de adopción que se encuentran vigentes en el 
Ecuador, se han caracterizado básicamente por no contar con un régimen legal 
específico que se centre en la temática y que se caracterice por enfocar la 
adopción en cuestiones socio-familiares y de conveniencia de los menores. 
Este punto se presenta porque al carecer de un instrumento legal adecuado las 
autoridades estatales no son capaces de llevar un control adecuado sobre los 
candidatos a adoptantes y por tanto el derecho de los menores queda supeditado 
prácticamente a la suerte de estos. 
- Como se desprende del estudio realizado a lo largo de la investigación, el 
procedimiento de los juicios en el Ecuador por lo menos en la letra de la ley 
mantiene un nivel de coherencia aceptable, sin embargo, la solución de la 
problemática en la cual recae la situación de niños y adolescentes respecto del 
Derecho de Familia no pasa por este punto, sino que es atribuible al cúmulo 
exagerado de causas que recaen en los operadores de justica, lo cual hace 
pertinente acceder a nuevas alternativas como la solución extrajudicial de 
conflictos pero organizada institucionalmente tanto en el sector público como en 









 El conjunto de recomendaciones que se plantean a continuación, constituyen la 
propuesta de solución que la presente investigación hace sobre la problemática que 
atraviesan niños, niñas y adolescentes en los actuales momentos en el Ecuador, en cuyo 
caso, es conveniente señalar que las referidas recomendaciones se derivan directamente de 
las conclusiones que han sido planteadas con anterioridad, destacándose en este caso, que 
las mismas se ajustan de un modo estricto y objetivo a la realidad específica del país.  
 De este modo, se proponen a continuación las siguientes recomendaciones: 
- El Gobierno Nacional debe generar políticas de Estado consistentes con las 
necesidades propias de la familia y sus miembros, pues en la actualidad, es posible 
calificar al accionar estatal sobre el tema como un presupuesto de naturaleza 
netamente social y por lo tanto extremadamente generalista, es decir, que los 
efectos de las acciones que emprenden las entidades públicas no abordan el 
problema con objetividad y por lo tanto no son capaces de solucionar los 
inconvenientes que se producen en el ámbito familiar. 
Para tal efecto, el enfoque de la actividad estatal debe mantener injerencia 
absoluta en el fomento de las relaciones familiares y la protección que esta debe 
dar a cada uno de sus miembros, haciéndose necesario en este caso, reformas 
legales no solo centradas en hacer que un derecho se cumpla mediante la vía 
judicial, sino que sin la intervención del Estado tales derechos sean siempre 
garantizados, es decir, que la normativa legal que ri ja para este tipo de casos debe 
mantener una naturaleza de carácter preventivo antes que de remediación.   
- Ya se ha determinado a lo largo del estudio desarrollado, que la mediación 
constituye una alternativa adecuada para subsanar ciertos problemas que se 
presentan en la administración de justicia, sin embargo de lo cual, las autoridades 
estatales no han sido capaces de aprovechar todas las potencialidades que esta 
ofrece debido al hecho que la misma está vigente en la legislación nacional pero 
como una alternativa opcional, es decir, los usuarios y la ciudadanía en general 
puede acceder a la misma a libre voluntad, caso contrario estas personas cuentan 
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con la capacidad para solventar sus controversias mediante el sometimiento de su 
conocimiento a la Función Judicial a través de sus órganos competentes.   
En este sentido, la solución más obvia, relativamente fácil de aplicarla y efectiva a 
la vez, se configura con la atribución legislativa de una naturaleza imperativa, es 
decir, que la mediación y otras alternativas similares de solución de conflictos  
deben ser obligatorias o requisitos para acceder al ámbito judicial. 
- La cultura social y familiar de los ecuatorianos es otro de los prob lemas que el 
Estado debe asumir con profundidad, pues se evidencia en términos generales un 
ambiente de relaciones socio-familiares caracterizado por el machismo y los 
consecuentes efectos negativos que esto produce. 
Respecto de lo manifestado, la culturización de la sociedad por medio de 
campañas masivas publicitarias, cambio de mentalidad por medio del sector 
académico secundario y universitario y la participación activa de la sociedad civil 
y su amplio cúmulo de organizaciones, constituyen uno de los puntos a ser 
enfocados estatalmente, pues, con la consecución de este tipo de objetivos 
prioritarios se previene en gran medida la ruptura de relaciones familiares y el 
consecuente acceso de las personas a los servicios que presta la Función Judicial. 
- Un mecanismo adecuado para que la mediación y otras alternativas encuentren 
asidero práctico y efectividad en las relaciones interpersonales de los miembros de 
la sociedad ecuatoriana, es que se lleve a cabo un análisis legislativo con la 
participación directa de sectores sociales sobre la injerencia jurídica que tienen 
cierto tipo de derechos relativos a la niñez y adolescencia,  puesto que es evidente 
bajo las condiciones actuales que muchos derechos de este tipo pueden ser 
ventilados de forma más directa y acelerada por órganos ajenos a la Función 
Judicial pero regulados por el Estado.   
En este sentido, es necesario tener en cuenta tres puntos en particular, la 
naturaleza de los derechos exigibles, la capacidad de la Función Judicial para 
atenderlos y el impacto legal que estos acarrean sobre los bienes jurídicamente 
protegidos de niños y adolescentes. 
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En el primer caso, es preciso manifestar que para el caso de derechos inherentes a 
menores y cuyos efectos sean requeridos con inmediatez por los titulares de los 
mismos, se deben contemplar alternativas que lleven al cumplimiento integral del 
principio constitucional de oportunidad. 
Para el segundo caso, esto es, la capacidad de la Función Judicial para tratar la 
exigencia de los derechos que son sometidos a su conocimiento, se deberá 
contemplar el nivel de operatividad tecnológica, física y humana de los recursos 
con los que esta cuenta, con la finalidad de transferir ciertas responsabilidades a 
entidades u organismos de apoyo. 
Finalmente, el tercer punto se remite al impacto de los derechos exigibles sobre la 
conveniencia de niños y adolescentes, debiendo manifestarse en este caso que el 
legislador a la hora de plantear una reforma legal considerará la relevancia del 
derecho y la complejidad de la tramitación para su otorgamiento o rechazo, es 
decir, cuando los derechos exigidos no acarreen mayor injerencia jurídica para el 
titular de los mismos y para la sociedad, estos podrán ser tratados por organismos 
ajenos a la Función Judicial, tal es el caso de centros de mediación o arbitraje  
públicos o privados.       
En términos generales, la propuesta como tal de esta investigación, se centra en la 
necesidad de llevar a cabo una reforma legal al Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia y a la Ley de Arbitraje y Mediación, con la finalidad de volverlas 
compatibles entre sí y asegurar que los recursos ofrecidos por las mismas para la 
validación de derechos de menores se efectivicen atendiendo el principio constitucional 
de oportunidad y celeridad. 
En virtud de lo manifestado, e preciso tener en cuenta que para dar cumplimiento a 
la propuesta planteada se torna imperativo la participación coordinada de los tres Poderes 
del Estado, esto es, Ejecutivo, Legislativo y Judicial,  ya que se requiere la participación 
activa de los tres para poder brindar efectividad a la nueva institucionalidad que debe ser 




ELABORACIÓN DE LA PROPUESTA 
MARCO PROPOSITIVO 
Es importante tener en cuenta que el tutelaje de los bienes jurídicos relativos a la niñez y 
adolescencia deben constituir una prioridad no solo para el Estado ecuatoriano sino también 
para la sociedad en general, puesto que la adecuada vigencia y respeto integral de los mismos, 
es capaz de garantizar un desarrollo equilibrado y progresivo del país. 
Por lo tanto, encontrar mecanismos que permitan asegurar un cumplimiento oportuno de 
los derechos consustanciales a los grupos vulnerables en el Ecuador, se torna indispensable y 
debe ser fomentado por parte de todos los actores sociales, profesionales del Derecho, ámbito 
universitario, la familia y servidores del Estado. 
 En virtud de lo manifestado anteriormente, se propone a continuación el siguiente 
ANTEPROYECTO DE LEY REFORMATORIO AL CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y 
ADOLESCENCIA: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El régimen constitucional vigente actualmente en el Ecuador se caracteriza por el 
reconocimiento como parte de los grupos de atención prioritaria por parte del Estado, a niños, 
niñas y adolescentes, con la finalidad de facilitar el tutelaje de sus derechos y garantías 
establecidas en el marco legal, brindando para tal efecto un carácter de preferente y 
especializado a los ámbitos que se relacionan con el tema. 
A tal efecto y con la finalidad de apegarnos estrictamente al espíritu de la disposición 
constitucional, es menester no solo del Estado y la sociedad, sino también de las familias 
ecuatorianas, velar por el cumplimiento cabal y oportuno de la norma y el derecho de menores 
bajo la premisa de inmediatez y celeridad procesal con el objeto de no resquebrajar la integridad 
de los bienes jurídicamente protegidos de la niñez y adolescencia. 
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En este sentido, resulta incongruente debido a la relevancia y gravedad de la situación- jurídico 
procesal en la que se encuentra el tratamiento de los derechos del menor en el Ecuador, 
judicializar totalmente la reclamación de los mismos y someter la sustanciación de los procesos 
al ámbito jurisdiccional, cuando la resolución de ciertos problemas o controversias de índole 
infantil y juvenil por su connotación e implicaciones legales pueden ser tratados 
institucionalmente por entidades públicas y privadas abalizadas por el Estado con celeridad, 
objetividad, legalidad y eficiencia. 
Es decir, no solo que se puede mejorar la administración de justicia para niños, niñas y 
adolescentes en el país con la estructuración de mecanismos alternativos al judicial para resolver 
sus requerimientos, sino que se genera un plus adicional, según el cual, se disminuye 
drásticamente la carga laboral de las judicaturas de la niñez y la familia, permitiendo que estas 
se especialicen y concentren su capacidad operativa en asuntos que requieren un nivel complejo 
para su análisis y tratamiento, tales como aquellos casos que podrías ser calificados como 
críticos o graves y cuya afectación ciertamente se extienden hasta la injerencia de la sociedad 
ecuatoriana. 
Como ciudadanos es importante que generemos alternativas de solución a los distintos 
problemas que se atraviesan en el país, sobre todo en cuanto tiene que ver con aquellos grupos 
vulnerables de la sociedad o calificados según el marco constitucional como requirentes de 
atención prioritaria por parte del Estado, en cuyo caso, es de justicia y parte de nuestras 
obligaciones constitucionales y legales aportar en la corrección y rectificación de la Ley cuando 
en la misma imperan medidas regresivas y torpes que obstaculizan la administración de justicia, 
y por ende afectan la convivencia armónica de la sociedad. 
Por estos motivos propongo el presente Anteproyecto de Ley Reformatoria al Código Orgánico 





ANTEPROYECTO DE LEY REFORMATORIO AL CÓDIGO ORGÁNICO DE LA 
NIÑEZ Y ADOLESCENCIA  
LA ASAMBLEA NACIONAL 
CONSIDERANDO: 
Que, la Constitución de la República regula en su artículo 120 las atribuciones y facultades de la 
Asamblea Nacional, entre las que consta expedir, codificar, reformar y derogar leyes; 
Que, el artículo 3, numeral 1 de la Constitución de la República establece como deberes 
primordiales del estado garantizar, sin discriminación alguna, el efectivo goce de los derechos 
establecidos en la Constitución y los instrumentos internacionales; 
Que, el artículo 35 de la Constitución reconoce como grupos de atención prioritaria entre otros, 
a niños, niñas y adolescentes; 
Que, el artículo 84 de la Constitución de la República estipula que en ningún caso la reforma de 
la misma Constitución, leyes y otras normas atentaran contra los derechos establecidos en la 
misma; 







LEY REFORMATORIO AL CÓDIGO ORGÁNICO DE LA NIÑEZ Y 
ADOLESCENCIA 
Art. 1.- Objeto.- Es objeto primordial de esta ley velar por el cumplimiento integral de los 
derechos y la protección de niños, niñas y adolescentes, a través de la implementación de 
mecanismos extrajudiciales obligatorios de resolución de conflictos en el caso de asuntos 
transigibles.   
Art. 2.- Agréguese el siguiente artículo.- Artículo Innumerado.- Las Facultades de 
jurisprudencia de las Universidades Públicas y Privadas del país organizarán coordinadamente 
con el Consejo Nacional de la Judicatura, la estructura orgánico funcional de sus respectivos 
Departamentos Jurídicos para que medien o arbitren en la resolución de asuntos relacionados 
con niñez y adolescencia, cuando la naturaleza de los mismos sea de carácter transigible. 
Art. 3.- Agréguese el siguiente artículo.- Artículo Innumerado.- La prestación del servicio que 
brinden los departamentos jurídicos de la universidades y centros de mediación del país, será 
gratuita y no podrá ser negada bajo ningún concepto cuando se trate de temas transigibles 
relativos a niñez y adolescencia.     
Art. 4.- Agréguese el siguiente artículo.- Artículo Innumerado.- No será necesaria la 
intervención de abogado para validar la reclamación del derecho vulnerado, sin embargo, a 
petición de parte intervendrá la Defensoría Pública. 
Art. 5.- Agréguese el siguiente Artículo.- Artículo Innumerado.- El Consejo Nacional de la 
Judicatura estará a cargo del sistema de resolución de conflictos de la niñez y adolescencia en 
base a parámetros administrativos, procurando la desjudicialización progresiva de los derechos 
que son transigibles por su naturaleza. 
Así mismo, velará por la capacitación continua de quienes intervengan directa e indirectamente 
en la resolución de controversias de esta especie en calidad de mediadores o árbitros. 
Art. 6.- En el inciso primero del Art. 94 después de la palabra jueces, agréguese la expresión “u 
órganos privados correspondientes”. 
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Art. 7.- Agréguese como inciso tercero en el Art. 109 lo siguiente: “Cuando se requiera la 
autorización de uno de los progenitores para que el niño, niña o adolescente salga del país y esté 
se encuentre impedido de hacerlo, se podrá solicitar la misma a los organismos de naturaleza 
privada que con autorización de la ley puedan hacerlo”. 
Art. 8.- En el inciso primero del Art. 112 después de la palabra judicial, agréguese la expresión 
“u órganos privados correspondientes”.   
Artículo Final.- Esta Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial. 
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